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PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

El Pleno del Parlamento, el 25 de abril de 2018, en el transcurso de la sesión celebrada los días 25 y 26 del 
mismo mes y año, ha aprobado la Ley Andaluza del Voluntariado (número de expediente 10-17/PL-000002).

Sevilla, 27 de abril de 2018.–
P.D. El letrado mayor del Parlamento de Andalucía,–

Javier Pardo Falcón.

LEY ANDALUZA DEL VOLUNTARIADO

ÍNDICE

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

TÍTULO I. DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.

Artículo 3. Concepto de voluntariado.

Artículo 4. Protección y límites a la acción voluntaria.

Artículo 5. Valores y principios de la acción voluntaria.

Artículo 6. Funciones.

Artículo 7. Ámbitos de actuación del voluntariado.

Artículo 8. De los programas de voluntariado.



BOLETÍN OFICIAL DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

Núm. 689	 X LEGISLATURA	 3 de mayo de 2018

Pág. 4

TÍTULO II. DE LAS PERSONAS DESTINATARIAS DE LA ACCIÓN VOLUNTARIA

Artículo 9. Las personas destinatarias de la acción voluntaria.

Artículo 10. Derechos y deberes de las personas destinatarias.

TÍTULO III. DE LAS PERSONAS VOLUNTARIAS

Artículo 11. De las personas voluntarias.

Artículo 12. Compatibilidad de la acción voluntaria.

Artículo 13. Derechos.

Artículo 14. Deberes.

Artículo 15. Relación entre las personas voluntarias y las entidades de voluntariado.

TÍTULO IV. DE LAS ENTIDADES DE VOLUNTARIADO

Artículo 16. De las entidades de voluntariado.

Artículo 17. Derechos y deberes de las entidades de voluntariado.

TÍTULO V. DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

Artículo 18. El Registro General de Entidades de Voluntariado de Andalucía.

Artículo 19. Funciones de las Administraciones públicas andaluzas.

Artículo 20. Competencias de la Administración de la Junta de Andalucía.

Artículo 21. Competencias de las entidades locales.

Artículo 22. Financiación de los programas de voluntariado.

Artículo 23. Plan Andaluz del Voluntariado.

TÍTULO VI. DE LA PARTICIPACIÓN

Artículo 24. Derecho a la participación.

Artículo 25. Órganos de participación del voluntariado.

TÍTULO VII. DE LA INNOVACIÓN, EL FOMENTO Y RECONOCIMIENTO DE LA ACCIÓN VOLUNTARIA

Artículo 26. Innovación en voluntariado.

Artículo 27. Medidas de fomento del voluntariado.

Artículo 28. De la promoción del voluntariado desde las empresas.

Artículo 29. De la promoción del voluntariado desde las universidades.

Artículo 30. Acreditación y reconocimiento de las actuaciones de voluntariado.

Artículo 31. Promoción del voluntariado en contenidos educativos.

Artículo 32. Promoción del voluntariado en los medios de comunicación social.

Disposición adicional primera. Voluntariado en el extranjero.

Disposición adicional segunda. Voluntariado en la protección civil.

Disposición adicional tercera. Información al Parlamento de Andalucía del grado de cumplimiento del Plan Andaluz 

del Voluntariado.

Disposición transitoria única. Órganos de participación.



BOLETÍN OFICIAL DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

Núm. 689	 X LEGISLATURA	 3 de mayo de 2018

Pág. 5

Disposición derogatoria única.

Disposición final primera. Consejos del Voluntariado.

Disposición final segunda. Periodo de adaptación.

Disposición final tercera. Desarrollo reglamentario.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

La situación del voluntariado en la actualidad es el resultado de la acción continuada, entregada y res-
ponsable de personas que, desde hace largo tiempo, en Andalucía, España y el extranjero, y con diferentes 
motivaciones o desde distintas creencias, han invertido su esfuerzo, su dedicación y sus capacidades para 
consolidar la acción voluntaria.

Esta ley supone un refuerzo importante en un momento en el que cada día más crece la conciencia de 
responsabilidad social, por eso amplía el ámbito de actuación de la acción voluntaria y favorece que pueda 
promoverse en otros ámbitos como las Administraciones públicas o las empresas y universidades.

Asimismo, se valoran y reconocen las nuevas formas de voluntariado que en los últimos años han 
emergido con fuerza, como el voluntariado virtual y el voluntariado online, que se llevan a cabo como una 
alternativa al voluntariado presencial, cuya actividad puede ser realizada de forma más flexible y adaptada a 
la disponibilidad de las personas voluntarias a través de las tecnologías de la información y la comunicación 
(TIC) y que no requiere la presencia física de las personas voluntarias en las entidades de voluntariado.

De este modo, las tecnologías de la información y comunicación, a través de Internet, se reconocen 
como un espacio de participación en sí mismo, donde diferentes entidades pueden concentrar su atención 
facilitando el acceso a recursos, solventando dificultades para la integración de colectivos o promoviendo 
causas de interés común ante demandas ciudadanas. El voluntariado virtual u online y digital, en cualquiera 
de sus referencias, asume cada vez más protagonismo en la vida asociativa andaluza.

Además, la ley asume la heterogeneidad del tejido asociativo andaluz como una de sus señas de identi-
dad. La expansión durante las últimas décadas del asociacionismo en la Comunidad Autónoma ofrece a la 
ciudadanía andaluza enormes posibilidades de implicación en multitud de áreas de colaboración. De igual 
manera, esta diversidad anticipa una variedad en la composición interna de las estructuras solidarias que 
enriquece la vida participativa andaluza. Se consolidan y reconocen, por tanto, las estrategias de intervención 
con las que el tejido asociativo atiende las diferentes causas que motivan su actividad solidaria, y que oscilan 
desde el compromiso más asistencial y básico con aquellos grupos sociales o contextos más vulnerables 
hasta propuestas más transformadoras y de incidencia social, económica, cultural o política, entre otras.

Por otra parte, la ley asume el reto de mantener e incluso fortalecer el resto de espacios de participación 
en la vida pública, reconociéndose la transcendencia para la ciudadanía del voluntariado como fenómeno 
singularizado en el conjunto del espacio participativo andaluz.
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De hecho, no es extraño que, en las primeras etapas del crecimiento personal, el contacto con iniciativas 
solidarias aumente considerablemente la posibilidad de practicar voluntariado en la vida adulta. Así, las 
experiencias de participación en contextos tanto de aprendizaje formal como informal, tales como la escuela, 
naturalizan la relación entre la persona y su comunidad, y quizá despierten el interés por mantener ese 
compromiso durante el tiempo, donde el voluntariado ahora sí contribuiría de manera clara en ofrecer vías de 
participación. Un ejemplo de esta vinculación estaría promovido por las experiencias de aprendizaje-servicio, 
a través de cuyas actividades el alumnado se involucra en actividades comunitarias al tiempo que adquiere 
competencias clave para su desarrollo personal, académico y su futuro como profesional y ciudadano.

En la última década también han surgido espacios de participación no tan organizados en cuanto a su 
estructuración, pero con interesantes consecuencias desde la perspectiva de vincular a las personas con 
causas de interés general, manteniendo su compromiso de colaboración con cierta estabilidad en el tiempo.

Esta ley también insta a instituciones públicas y a las propias estructuras solidarias a que fomenten lazos de 
colaboración con iniciativas emergentes ciudadanas, tipo plataformas cívicas, movimientos vecinales emergentes 
o similares, cuya participación ciudadana mantiene también vínculos naturales con el voluntariado más estruc-
turado. El origen del movimiento de voluntariado tal y como hoy lo conocemos tiene importantes referencias en 
propuestas o iniciativas organizadas de manera autónoma que han derivado en estructuras más consolidadas.

Con esta ley, la Junta de Andalucía asume que el concurso de un movimiento voluntario, independiente, 
autónomo y vigoroso es una necesidad para la mejora de la calidad de vida que los poderes públicos deben 
garantizar, reconociendo el ejemplo de solidaridad y civismo que su existencia brinda como un saludable 
fenómeno social ampliamente extendido en Andalucía, desarrollado y adulto, imprescindible para construir 
una sociedad más participativa, humana y acogedora.

Se pretende, en suma, que el nuevo marco legal sea útil e inclusivo, con independencia del tipo de 
organización, origen, tamaño y ámbito de actuación, para todas las personas voluntarias, sin perjuicio de su 
motivación y el alcance de su compromiso.

II

El artículo 61.2 del Estatuto de Autonomía para Andalucía establece que corresponde a la Comunidad 
Autónoma la competencia exclusiva en materia de voluntariado, que incluye, en todo caso, la definición de la 
actividad y la regulación y la promoción de las actuaciones destinadas a la solidaridad y a la acción voluntaria 
que se ejecuten individualmente o a través de instituciones públicas o privadas.

De acuerdo con ello, se dicta la Ley 7/2001, de 12 de julio, del Voluntariado, que supuso un hito importante 
en el reconocimiento de la persona voluntaria, incidiendo en las notas configuradoras y en los principios que 
inspiran la acción voluntaria: solidaridad, voluntariedad y libertad, gratuidad y vinculación a la entidad de 
voluntariado y a un programa de voluntariado. Con el transcurso del tiempo, esta ley se ha visto desbordada 
por la realidad de la acción voluntaria y se hace necesario un nuevo marco jurídico que responda adecua-
damente a la configuración y a las dimensiones del voluntariado actual.

Durante estos años de aplicación de la ley, se ha producido un reconocimiento a nivel internacional del 
voluntariado, como el dictamen, de 13 de diciembre de 2006, del Comité Económico y Social Europeo, 
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«Actividades de voluntariado, su papel en la sociedad europea y su impacto», o el estudio sobre el volun-
tariado en la Unión Europea «Study on Volunteering in the European Union. Final Report», elaborado por 
la Education, Audiovisual & Culture Executive Agency, presentado el 17 de febrero de 2010, que incorpora 
nuevas perspectivas de actuación en la acción voluntaria. Además, como conclusiones del Año Europeo del 
Voluntariado 2011, se aprobaron diferentes documentos, tales como la comunicación de la Comisión Euro-
pea, de 20 de septiembre de 2011, sobre «Políticas de la UE y voluntariado: Reconocimiento y fomento de 
actividades voluntarias transfronterizas», o las resoluciones del Parlamento Europeo, de 12 de junio de 2012, 
sobre el «Reconocimiento y el fomento de las actividades voluntarias transfronterizas en la UE», y de 10 de 
diciembre de 2013, sobre «El voluntariado y las actividades de voluntariado». La propuesta de directiva del 
Parlamento Europeo y del Consejo relativa a los «Requisitos de entrada y residencia de los nacionales de 
terceros países con fines de investigación, estudios, intercambio de alumnos, prácticas remuneradas y no 
remuneradas, servicios de voluntariado y colocación au pair de 2013» también debe ser tenida en cuenta.

Más recientemente, el Reglamento (UE) núm. 375/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 3 
de abril de 2014, por el que se crea el Cuerpo Voluntario Europeo de Ayuda Humanitaria (iniciativa Volun-
tarios de Ayuda de la UE) y su Reglamento de Ejecución (UE) núm. 1244/2014, de la Comisión, de 20 de 
noviembre de 2014, han diseñado un nuevo marco europeo para el desarrollo del voluntariado humanitario 
durante el periodo 2014-2020.

En la misma línea, cabe citar la Directiva (UE) 2016/801, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 
de mayo de 2016, relativa a los requisitos de entrada y residencia de los nacionales de países terceros con 
fines de investigación, estudios, prácticas, voluntariado, programas de intercambio de alumnos o proyectos 
educativos y colocación au pair, que define el programa de voluntariado poniendo el acento en las actividades 
solidarias prácticas perseguidas como medio de conseguir objetivos de interés general para una «causa sin 
ánimo de lucro, en la que las actividades no son remuneradas, excepto en forma de reembolso de gastos o 
dinero de bolsillo, o ambos».

La Ley estatal 45/2015, de 14 de octubre, de Voluntariado, reclama en el preámbulo un marco de coope-
ración entre las diferentes Administraciones públicas, de la misma forma que la Ley 5/2010, de 11 de junio, 
de Autonomía Local de Andalucía. Con ese espíritu, esta ley aporta novedades significativas, como la incor-
poración de menores a la actividad voluntaria, el reconocimiento de competencias en materia de voluntariado 
o la aparición de la empresa o la universidad por vez primera como agentes necesarios para el desarrollo de 
la actividad voluntaria. No solo no se aparta del núcleo esencial del actuar voluntario, sino que lo refuerza y 
lo adapta a las necesidades de un voluntariado del siglo XXI.

Este mismo espíritu alienta la ley autonómica, que opta por recepcionar y reproducir preceptos de la pre-
citada ley estatal, como norma propia, por entender que es la redacción más adecuada a las necesidades 
actuales, teniendo en cuenta, además, que la normativa estatal y la autonómica no concurren en todos los 
programas de voluntariado que se desarrollan en el territorio de la Comunidad Autónoma y sin perjuicio de 
la salvaguarda que debe hacerse de la prevalencia y del debido respeto de la norma estatal cuando esta 
resulte de aplicación directa e inmediata.

Por último, esta ley se dicta por razones de interés general, conteniendo la regulación imprescindible para 
atender la necesidad a cubrir y es coherente con el resto del ordenamiento jurídico, autonómico, nacional y de la 
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Unión Europea, contribuyendo a generar un marco normativo estable, predecible, integrado, claro y de certidumbre. 
Asimismo, se ha posibilitado que los potenciales destinatarios hayan tenido una participación activa en la elaboración 
de la norma, sin que suponga ninguna carga administrativa añadida, derivada de su aplicación, para la ciudadanía 
respecto a la regulación actual. Por todo ello, y de conformidad con el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, esta ley se ha elaborado bajo 
los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia.

III

La presente ley se estructura en siete títulos, con 32 artículos, tres disposiciones adicionales, una dispo-
sición transitoria, una disposición derogatoria y cuatro disposiciones finales.

Tras delimitar en el título I su objeto y ámbito de aplicación, se define el voluntariado y se fijan los límites 
a la acción voluntaria. Para completar esta delimitación se añaden los valores, principios y funciones de la 
acción voluntaria, así como los diferentes ámbitos de actuación y programas de voluntariado.

El interés general, como elemento central del concepto de voluntariado y referente principal para deslindar 
la acción voluntaria, se erige en uno de los pilares fundamentales de la ley.

El título II recoge los derechos y deberes de las personas destinatarias de la acción voluntaria, dándoles 
así su legítimo lugar como sujetos activos de su propia realidad y de sus propias circunstancias.

En el título III se abordan los requisitos que ha de reunir la persona voluntaria para tener tal condición, 
haciendo una especial referencia a las personas menores de edad y a las medidas de accesibilidad para 
personas con discapacidad y personas mayores.

En relación con las personas menores de edad se ha tenido especialmente en cuenta la ratificación por 
España en 2010 del Convenio del Consejo de Europa para la protección de los niños y las niñas contra la 
explotación y el abuso sexual, hecho en Lanzarote el 25 de octubre de 2007, y la Directiva 2011/92/UE, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre de 2011, relativa a la lucha contra los abusos sexuales 
y la explotación sexual de menores y la pornografía infantil, que sustituye a la Decisión marco 2004/68/JAI, 
del Consejo, de 22 de diciembre de 2003.

Así, para determinados programas de voluntariado se requiere que las personas voluntarias no hayan 
sido condenadas por sentencia firme por delitos contra la libertad, indemnidad sexual, trata y explotación 
de menores, y así se establece que no puedan tener la condición de personas voluntarias en estos ámbi-
tos donde entren en contacto con menores, incorporándose la regla general prevista en el artículo 13.5 de 
la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, tras su modificación en virtud 
de la Ley Orgánica 26/2015, de 28 de julio, de modificación del sistema de protección de la infancia y la 
adolescencia, y que vino así a imponer este requisito para el acceso y ejercicio a las profesiones, oficios y 
actividades que impliquen contacto habitual con menores.

Se refuerza asimismo a las entidades de voluntariado en el proceso de selección de personas voluntarias, 
habilitándolas para requerir declaración responsable de no tener antecedentes penales en delitos de violencia 
doméstica o de género, por atentar contra la vida, la integridad física, la libertad, la integridad moral o la 
libertad e indemnidad sexual del otro cónyuge o de los hijos e hijas, por delitos de tráfico ilegal o inmigración 
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clandestina de personas, o por delitos de terrorismo, cuando las personas destinatarias de los programas de 
voluntariado hayan sido o puedan ser víctimas de esos delitos.

Seguidamente, se regulan el régimen de incompatibilidades, tanto en el ámbito privado como en el público, 
y los derechos y deberes de la persona voluntaria.

Especial importancia se concede al acuerdo de incorporación, que se erige en el principal instrumento 
de definición y regulación de las relaciones entre la persona voluntaria y la entidad de voluntariado tanto 
en el momento de incorporación de aquella como en el desarrollo posterior de su actuación voluntaria, que 
permitirá diferenciar al voluntariado de otras formas de prestación de servicios afines.

El título IV regula las entidades que desarrollan la acción voluntaria y se establece su régimen jurídico. Y el 
título V está dedicado a las Administraciones públicas. En primer lugar, regula el Registro General de Entidades 
de Voluntariado de Andalucía y establece las funciones y competencias de la Administración de la Junta de Anda-
lucía y de las entidades locales en materia de voluntariado. Asimismo, establece el marco del Plan Andaluz del 
Voluntariado como instrumento de coordinación de las actuaciones de las consejerías en materia de voluntariado. 
Por último, regula medidas de apoyo económico y técnico a entidades que desarrollen programas de voluntariado.

El título VI contempla el derecho a la participación de las entidades de voluntariado que desarrollen 
programas de acción voluntaria en el diseño y ejecución de políticas públicas, sin perjuicio de los cauces 
establecidos en la normativa general sobre participación ciudadana. Igualmente regula el Consejo Andaluz 
del Voluntariado como máximo órgano de participación del voluntariado en Andalucía.

Por último, el título VII regula medidas de fomento de la acción voluntaria. La mayor presencia del entorno 
empresarial y de la universidad en el ámbito del voluntariado tiene su reconocimiento en la ley. A tal efecto, 
se establecen las condiciones en las que las empresas y las universidades podrán promover y participar en 
programas de voluntariado que cumplan los requisitos establecidos en la misma.

Finalmente, la ley concluye con tres disposiciones adicionales, las dos primeras, relativas al voluntariado en el 
extranjero y al voluntariado en la protección civil, que se regirán por su propia normativa; una disposición transitoria, 
referente a los órganos de participación; una disposición derogatoria, y cuatro disposiciones finales, en relación 
con la aprobación en el plazo máximo de un año del decreto que regule la organización y funcionamiento de los 
Consejos del Voluntariado, el período de adaptación, el posterior desarrollo reglamentario y la entrada en vigor.

TÍTULO I
disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.

La presente ley tiene por objeto:
a) Promover y facilitar la participación ciudadana en programas de voluntariado desarrollados por la 

ciudadanía a través de entidades de voluntariado, de acuerdo con los valores y principios regulados en la 
presente ley.
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b) Establecer el régimen jurídico de la acción solidaria y voluntaria organizada, regulando los derechos y 
obligaciones que surgen de la relación entre las personas voluntarias y las entidades de voluntariado.

c) Facilitar la colaboración de las personas voluntarias y las entidades de voluntariado con las Adminis-
traciones públicas andaluzas en la conformación de las políticas públicas.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.

Esta ley será de aplicación a la actividad de voluntariado, a las personas voluntarias, a las destinatarias 
de la acción voluntaria y a entidades de voluntariado que participen, se beneficien o lleven a cabo programas 
de voluntariado que se desarrollen en el territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía o en el ámbito 
de competencias de la Junta de Andalucía.

Artículo 3. Concepto de voluntariado.

1. A los efectos de la presente ley, se entiende por voluntariado el conjunto de actividades de interés 
general desarrolladas por personas físicas, siempre que reúnan los siguientes requisitos:

a) Que tengan carácter solidario.
b) Que su realización sea libre y responsable, sin que tengan su causa en una obligación personal o 

deber jurídico, y sea asumida voluntariamente.
c) Que se lleven a cabo sin contraprestación económica o material, sin perjuicio del abono de los gastos 

reembolsables que el desempeño de la acción voluntaria ocasione a las personas voluntarias, de acuerdo 
con lo establecido en los artículos 13.h), 15.2.d) y 17.2.e).

d) Que se desarrollen de forma organizada a través de entidades de voluntariado con arreglo a programas 
concretos, sin perjuicio de lo previsto en los artículos 28 y 29.

2. Se entiende por actividades de interés general aquellas que contribuyan, en cada uno de los ámbitos 
de actuación del voluntariado a que hace referencia el artículo 7, a proteger y conservar el entorno y mejorar 
la calidad de vida de las personas y de la sociedad en general, así como al pleno disfrute de los derechos 
económicos, sociales, políticos, culturales y ambientales, garantizando la equidad, justicia social y cohesión 
social para su pleno desarrollo e inclusión social.

3. No tendrán la consideración de actividades de voluntariado las siguientes:
a) Las aisladas o esporádicas, periódicas o no, prestadas al margen de entidades de voluntariado.
b) Las ejecutadas por razones familiares, de amistad o de buena vecindad.
c) Las que se realicen en virtud de una relación laboral, funcionarial, mercantil o de cualquier otra índole 

mediante contraprestación de orden económico o material.
d) Los trabajos de colaboración social a los que se refiere el Real Decreto 1445/1982, de 25 de junio, por 

el que se regulan diversas medidas de fomento del empleo.
e) Las becas con o sin prestación de servicios o cualquier otra actividad análoga cuyo objetivo principal 

sea la formación.
f) Las prácticas no laborales en empresas o grupos empresariales y las prácticas académicas externas.
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4. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 1, tendrán la consideración de actividades de voluntariado 
aquellas que se traduzcan en la realización de acciones concretas y específicas, sin integrarse en programas 
globales o a largo plazo, siempre que se realicen a través de una entidad de voluntariado sin ánimo de lucro.

5. También tendrán la consideración de actividades de voluntariado las que se realicen a través de las 
tecnologías de la información y comunicación (TIC) y que no requieran la presencia física de las personas 
voluntarias en las entidades de voluntariado, siempre que se realicen a través de entidades de voluntariado.

Artículo 4. Protección y límites a la acción voluntaria.

1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 4.1 de la Ley 45/2015, de 14 de octubre, de Voluntariado, la 
realización de actividades de voluntariado no podrá ser causa justificativa de extinción del contrato de trabajo.

2. De acuerdo con lo previsto en el artículo 4.2 de la Ley 45/2015, de 14 de octubre, la realización de 
actividades de voluntariado tampoco podrá sustituir a las Administraciones públicas en el desarrollo de fun-
ciones o en la prestación de servicios públicos a los que están obligadas por ley.

Artículo 5. Valores y principios de la acción voluntaria.

1. La acción voluntaria se basará y se desarrollará con arreglo a los siguientes valores:
a) Los que inspiran la convivencia en una sociedad democrática, participativa, justa, plural, con sentido 

crítico y comprometida con la igualdad, la libertad, el pluralismo, la inclusión, la integración, la sostenibilidad, 
el avance social y la solidaridad.

b) Los que promueven la defensa del bien común y de los derechos fundamentales recogidos en la Constitución 
española, interpretados de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos, la Convención de 
los Derechos del Niño de Naciones Unidas, la Convención de Naciones Unidas sobre Derechos de las Personas 
con Discapacidad, la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea y la Carta Social Europea.

c) Los que contribuyen a la equidad, la justicia, la colaboración y la cohesión social.
d) Los que fundamenten el despliegue de las capacidades humanas a través de la participación activa 

de la ciudadanía.
e) La autonomía e independencia respecto de los poderes públicos y económicos como principio que 

ampara la capacidad crítica e innovadora de la acción voluntaria, sensibilizando a la sociedad sobre nuevas 
necesidades y estimulando una acción pública eficaz.

2. Se consideran principios que fundamentan la acción voluntaria:
a) La libertad, como opción personal del compromiso, tanto de las personas voluntarias como de las 

personas destinatarias de la acción voluntaria.
b) El compromiso social, que orienta una acción estable y rigurosa, buscando la eficacia de sus actua-

ciones como contribución a los fines de interés social.
c) La participación, como principio democrático de intervención directa y activa de la ciudadanía en las 

responsabilidades comunes, que dé lugar a un tejido asociativo que articule a la comunidad desde el reco-
nocimiento de su autonomía y pluralismo.
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d) La solidaridad con conciencia global, que exige congruencia entre las actitudes y compromisos coti-
dianos y la eliminación de injusticias y desigualdades, atendiendo al interés general y no exclusivamente al 
de los miembros de la propia entidad de voluntariado.

e) La complementariedad respecto a las actuaciones de las Administraciones públicas, entidades sin 
ánimo de lucro o profesionales que intervienen en cada uno de los ámbitos del voluntariado.

f) El reconocimiento a la riqueza y diversidad del voluntariado.
g) La autonomía en la gestión y la toma de decisiones.
h) La gratuidad del servicio que presta, sin obtener beneficio económico o material.
i) La eficiencia, que busca la optimización de los recursos, pensando tanto en las personas destinatarias de 

la acción voluntaria como en la acción voluntaria en su conjunto, en aras de la función social que ha de cumplir.
j) La igualdad de oportunidades de mujeres y hombres en todos los ámbitos de actuación del voluntariado.
k) La no discriminación de las personas voluntarias por razón de nacionalidad, origen racial o étnico, 

religión, convicciones ideológicas o sindicales, enfermedad, discapacidad, edad, sexo, identidad sexual, 
orientación sexual o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

l) La accesibilidad de las personas con discapacidad, de las personas mayores y de las que están en 
situación de dependencia.

m) La confidencialidad y protección de datos respecto a la información recibida y conocida en el desarrollo 
de la acción voluntaria.

Artículo 6. Funciones.

Sin perjuicio de las particularidades de cada ámbito de actuación, la actividad de voluntariado inspirada 
en los valores y principios a los que se refiere el artículo anterior se desarrollará mediante el cumplimiento 
de las siguientes funciones:

a) La detección y el conocimiento de necesidades sociales existentes o emergentes.
b) La promoción y defensa de derechos individuales y colectivos.
c) La información en torno a las necesidades sociales existentes o emergentes y derechos individuales y 

colectivos, así como la reivindicación y denuncia cuando fuera necesario tanto respecto de tales necesidades 
como respecto de tales derechos.

d) El fomento y la educación en valores de solidaridad y cooperación.
e) El fomento de la iniciativa social y la articulación del tejido asociativo para promover la participación 

ciudadana.
f) La colaboración complementaria de la acción de profesionales en la prevención y resolución de pro-

blemas o necesidades cívico-sociales.
g) La formación de una conciencia crítica que contribuya a mejorar la relación de la persona con la sociedad.
h) La transformación tanto en la vertiente social, con el fin de encontrar nuevas bases para las relaciones 

sociales, como en la individual, con objeto de mejorar actitudes personales.
i) La acción pedagógica orientada a la sensibilización social que recuerda, educa y conciencia en los 

valores y principios que inspiran la acción voluntaria.
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j) La investigación y reflexión sobre las acciones, métodos, planteamientos de trabajo y prácticas del 
voluntariado.

k) El fomento de la formación de las personas voluntarias, tanto por parte de las Administraciones públicas 
como por las entidades que desarrollen las actividades del voluntariado, en los respectivos sectores.

l) La concienciación en materias que puedan ser de interés para la ciudadanía.
m) Promover la participación de las universidades y empresas en la acción voluntaria.

Artículo 7. Ámbitos de actuación del voluntariado.

1. Se consideran ámbitos de actuación del voluntariado, entre otros, los siguientes:
a) Voluntariado social, en el que se incluye el voluntariado en materia de discapacidad, el de personas 

mayores y el juvenil, que se desarrolla mediante la acción solidaria planificada e integrada en la red de recur-
sos sociales que fomente la relación con las personas y la realidad social, frente a situaciones de exclusión 
social, vulneración, privación o falta de derechos, desigualdades u oportunidades para alcanzar una mejor 
calidad de vida y una mayor cohesión y justicia social. En ningún caso este voluntariado social podrá sustituir 
la acción de los servicios sociales.

b) Voluntariado internacional de cooperación para el desarrollo, vinculado tanto a la educación, para el 
desarrollo como parte del proceso educativo y de transformación, como a la promoción para el desarrollo 
en lo relativo a la acción humanitaria y la solidaridad internacional, ya se realice en nuestro país, en países 
o territorios receptores de cooperación al desarrollo o en cualquier país donde se declare una situación 
de necesidad humanitaria, sin perjuicio de las actividades realizadas en este ámbito por los cooperantes, 
que se regirán por el Real Decreto 519/2006, de 28 de abril, por el que se establece el Estatuto de los 
cooperantes.

c) Voluntariado ambiental, que persigue disminuir el impacto negativo del ser humano sobre el medioam-
biente y poner en valor el patrimonio natural existente, las especies animales y vegetales, los ecosistemas 
y los recursos naturales, realizando, entre otras, acciones de protección y recuperación de la flora y fauna, 
la biodiversidad natural de los distintos hábitats, y defensa del medio forestal; de conservación y mejora del 
agua, de los ríos y otros elementos del medio hídrico; del litoral, de las montañas y demás elementos del 
paisaje natural; de la mejora de los entornos urbanos, del medioambiente atmosférico y de los suelos; de 
educación y sensibilización medioambiental; de protección de los animales, y cualesquiera otras que contri-
buyan a proteger, conservar y mejorar el medioambiente.

d) Voluntariado cultural, que promueve y defiende el derecho de acceso a la cultura y, en particular, la 
integración cultural de todas las personas, la promoción y protección de la identidad cultural, la defensa y 
salvaguarda del patrimonio cultural y la participación en la vida cultural de la comunidad.

e) Voluntariado deportivo, que contribuye a la cohesión ciudadana y social, sumando los valores propios 
del voluntariado con aquellos otros inherentes al deporte, apostando decididamente por fomentar la dimensión 
comunitaria en el desarrollo de la práctica deportiva en cualquiera de sus manifestaciones, especialmente 
al deporte practicado por personas con discapacidad, personas mayores y grupos de atención especial, y 
por favorecer un mayor y decidido compromiso de quienes practican deporte en la vida asociativa, como 
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manera eficaz de promover su educación e inclusión social, tal y como se recoge en el artículo 51 y en la 
disposición adicional sexta de la Ley 5/2016, de 19 de julio, del Deporte de Andalucía.

f) Voluntariado educativo, que como acción solidaria planificada e integrada en el sistema y la comunidad 
educativa mejore las posibilidades de realización de actividades extraescolares y complementarias, contribu-
yendo, en particular, a compensar las desigualdades que pudieran existir entre el alumnado por diferencias 
sociales, personales o económicas, mediante la utilización, entre otros, de programas de aprendizaje-servicio.

g) Voluntariado sociosanitario es el que se desarrolla mediante una intervención integral en la que se 
combinan la promoción de la salud, la prevención de la enfermedad, la asistencia sanitaria, la rehabilitación 
y la atención social. Estas acciones van dirigidas al conjunto de la sociedad y a los colectivos en situación 
de vulnerabilidad, ofreciendo apoyo y orientación a las familias y al entorno más cercano, favoreciendo el 
proyecto vital de personas afectadas y familiares, mejorando así las condiciones de vida.

h) Voluntariado de ocio y tiempo libre, que forma y sensibiliza en los principios y valores de la acción 
voluntaria mediante el apoyo al desarrollo de actividades, en el ámbito de la educación no formal, que fomen-
ten el desarrollo, crecimiento personal y grupal de forma integral, impulsando habilidades, competencias, 
aptitudes y actitudes en las personas, que favorezcan la solidaridad y la inclusión de aquellos colectivos más 
desfavorecidos, y logren el compromiso, la participación y la implicación social.

i) Voluntariado comunitario, que colabora en la mejora de la comunidad y promueve la participación, 
con mayor poder de decisión e iniciativa para resolver los problemas y exigir mayor calidad de vida, en los 
espacios vitales más cercanos donde se desenvuelven las personas voluntarias, vertebrando una sociedad 
solidaria, activa, crítica y comprometida.

j) Voluntariado de protección civil, que colabora regularmente en la gestión de las emergencias, en las 
actuaciones que se determinen por el Sistema Nacional de Protección Civil y, en particular, las que realice la 
Comunidad Autónoma de Andalucía en el ejercicio de las competencias que tiene atribuidas estatutariamente 
o las que realicen las entidades locales andaluzas en el ejercicio de las competencias relacionadas con el 
voluntariado, sin perjuicio del deber de la ciudadanía en los casos de grave riesgo, catástrofe o calamidad 
pública, como expresión y medio eficaz de participación ciudadana en la respuesta social a estos fenómenos, 
en los términos que establezcan las normas aplicables.

k) Voluntariado online o virtual, como una alternativa al voluntariado presencial, cuya actividad puede 
ser realizada de forma más flexible y adaptada a la disponibilidad de las personas voluntarias, a través de 
las tecnologías de la información y la comunicación (TIC), colaborando con las entidades de voluntariado 
a expandir sus recursos y extenderse a más personas, teniendo en cuenta y fomentando las medidas de 
accesibilidad necesarias para el acceso a estas tecnologías por parte de las personas con discapacidad.

l) Voluntariado digital, con la función de acercar la tecnología a poblaciones con riesgo de exclusión digital, 
que pretende mejorar las competencias digitales de las personas que por diferentes motivos no tienen posibilidad 
de acceder a la tecnología, evitando la «brecha digital» que los separa de la nueva sociedad de la información.

m) Voluntariado en materia de consumo, para realizar actividades de concienciación social en materia de 
consumo responsable, solidario y sostenible.

2. Reglamentariamente se regularán las condiciones en las que se llevarán a cabo las actividades de 
voluntariado internacional de cooperación para el desarrollo, así como en aquellos otros ámbitos de actua-
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ción que, bien por el lugar en que se realizan, bien por la especialidad de las actividades, bien por el tiempo 
de desarrollo de estas o por la combinación de algunas de las circunstancias anteriores, requieren de un 
tratamiento diferenciado.

Artículo 8. De los programas de voluntariado.

1. Los programas de voluntariado canalizarán la acción voluntaria, le darán sentido y coherencia, facili-
tarán la actuación de las personas voluntarias y garantizarán su continuidad y eficacia en el cumplimiento 
de los objetivos que se pretenden.

2. El programa de voluntariado es el documento formal, aprobado por el órgano de gobierno de 
una entidad de voluntariado, que recoge sistematizada y justificadamente la voluntad de la entidad de 
organizar una o más actividades de voluntariado que complementen el cumplimiento de sus objetivos 
o coadyuven a ello, contando con la participación de personas voluntarias como valor añadido para la 
organización.

3. Cada programa de voluntariado deberá tener el contenido mínimo siguiente:
a) Denominación.
b) Identificación de la persona coordinadora o responsable del programa.
c) Fines y objetivos que se proponga.
d) Descripción de las actividades que comprenda.
e) Ámbito territorial que abarque.
f) Duración prevista para su ejecución.
g) Número de personas voluntarias necesarias, el perfil adecuado para los cometidos que vayan a 

desarrollar y la cualificación o formación exigible.
h) Criterios para determinar, en su caso, el perfil de las personas destinatarias del programa.
i) Medios y recursos precisos para llevarlo a cabo.
j) Mecanismos de control, seguimiento y evaluación.
k) Definición de los gastos a reembolsar a las personas voluntarias y procedimiento para calcularlos.

TÍTULO II
de las personas destinatarias de la acción voluntaria

Artículo 9. Las personas destinatarias de la acción voluntaria.

1. A los efectos de la presente ley, tendrán la consideración de personas destinatarias de la acción 
voluntaria las personas físicas y los grupos o comunidades en que se integren, tanto en el ámbito nacional 
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como en el internacional, para los que el desarrollo de una actividad de voluntariado represente una mejora 
en su calidad de vida, ya sea a través del reconocimiento o defensa de sus derechos, la satisfacción de sus 
necesidades, el acceso a la cultura, la mejora de su entorno o su promoción e inclusión social.

2. En la determinación de las personas destinatarias de la acción voluntaria, no podrá discriminarse por 
razón de nacionalidad, origen racial o étnico, religión, convicciones ideológicas o sindicales, enfermedad, 
discapacidad, edad, sexo, identidad sexual, orientación sexual, o cualquier otra condición o circunstancia 
personal o social.

3. Las actividades de voluntariado se realizarán con pleno respeto a la libertad ideológica, política, sindical 
o religiosa de las personas destinatarias de la acción voluntaria, sin que el pleno respeto a estas suponga 
que las convicciones individuales hayan de influir en los programas o entidades.

Artículo 10. Derechos y deberes de las personas destinatarias.

1. Las personas destinatarias de la acción voluntaria tienen los siguientes derechos:
a) A decidir libremente sobre la acción o programa de voluntariado del que pudieran ser beneficiarias.
b) A que la acción voluntaria sea desarrollada de acuerdo con programas que garanticen la calidad y 

duración de las actuaciones, y en especial cuando de ellas se deriven servicios y prestaciones personales, 
y a que se ejecute, en la medida de lo posible, en su entorno más inmediato, especialmente en el caso de 
menores de edad y personas o colectivos de especial vulnerabilidad.

c) A recibir información, formación y orientación suficiente y comprensible de acuerdo con sus condiciones 
personales, tanto al inicio como durante su ejecución, sobre las características de los programas de los que 
se beneficien o sean personas destinatarias, así como a colaborar en su evaluación.

d) A que se garantice su dignidad e intimidad personal y familiar.
e) A solicitar y obtener la intervención de la entidad de voluntariado para solucionar los conflictos surgidos 

con las personas voluntarias.
f) A que sus datos de carácter personal sean tratados y protegidos de acuerdo con la Ley Orgánica 15/1999, 

de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.
g) Cuando existan causas que lo justifiquen, las personas destinatarias de la acción voluntaria podrán 

solicitar y obtener el cambio de la persona voluntaria asignada, si lo permiten las circunstancias de la 
entidad, pudiendo en cualquier caso prescindir de los servicios de un determinado programa de acción 
voluntaria, mediante renuncia por escrito o por cualquier otro procedimiento que deje constancia de su 
decisión.

h) A cualquier otro derecho que se les pueda reconocer de acuerdo con la presente ley y el resto del 
ordenamiento jurídico.

2. Las personas destinatarias de la acción voluntaria tienen los siguientes deberes:
a) Colaborar con las personas voluntarias y facilitar su labor en la ejecución de los programas de los que 

se beneficien.
b) No ofrecer satisfacción económica o material alguna a las personas voluntarias o a las entidades de 

voluntariado.



BOLETÍN OFICIAL DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

Núm. 689	 X LEGISLATURA	 3 de mayo de 2018

Pág. 17

c) Observar las medidas técnicas y de seguridad y salud que se adopten y seguir las instrucciones que 
se establezcan en la ejecución de las actividades acordadas.

d) Notificar a la entidad de voluntariado con al menos un mes de antelación su decisión de prescindir de 
los servicios de un determinado programa de voluntariado.

e) Respetar a la persona voluntaria, así como los criterios, normas y reglamentos de funcionamiento 
internos de la entidad de voluntariado.

f) Proteger los datos de carácter personal de la persona voluntaria, de acuerdo con la Ley Orgánica 15/1999, 
de 13 de diciembre.

g) No inferir sobre la persona voluntaria ningún trato degradante ni discriminatorio, así como no verter 
calificativos que puedan hacer daño a la entidad de voluntariado responsable del programa que se está 
desarrollando.

h) Cualquier otro que se derive de la presente ley o de la normativa que resulte de aplicación.

TÍTULO III
de las personas voluntarias

Artículo 11. De las personas voluntarias.

1. A los efectos de la presente ley se entenderá por persona voluntaria la persona física que, de una 
forma libre, sin contraprestación económica y de acuerdo con la capacidad de obrar que le reconoce el 
ordenamiento jurídico, decide dedicar parte de su tiempo al servicio de los demás o a intereses sociales 
y colectivos mediante la participación en una actividad de voluntariado, de acuerdo con lo establecido en 
el artículo 3.

2. Las personas menores de edad podrán tener la condición de personas voluntarias siempre que se res-
pete su interés superior y su derecho a ser oídas y escuchadas, de acuerdo con lo previsto en la legislación 
de aplicación y cumplan los siguientes requisitos:

a) Las personas mayores de 16 y menores de 18 años no emancipadas deberán contar con el consen-
timiento de sus progenitores, tutores, guardadores o representantes legales.

b) Las personas menores de 16 años y mayores de 12 podrán llevar a cabo acciones de voluntariado 
siempre que estas no perjudiquen su desarrollo, formación y escolarización, o supongan un peligro 
para su integridad, y cuenten con la autorización expresa de sus progenitores, tutores, guardadores o 
representantes legales.

3. Las entidades de voluntariado deberán garantizar el derecho a la igualdad de oportunidades y a la 
accesibilidad universal de las personas voluntarias mayores, con discapacidad o en situación de dependen-
cia, o cualquier otro colectivo con necesidades especiales, de manera que puedan ejercer, en igualdad de 
condiciones respecto del resto de las personas voluntarias, los derechos y deberes que les correspondan 
de acuerdo con esta ley, erradicando cualquier posible forma de discriminación.



BOLETÍN OFICIAL DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

Núm. 689	 X LEGISLATURA	 3 de mayo de 2018

Pág. 18

En estos casos, el consentimiento para su incorporación a la entidad de voluntariado, la información, 
formación y las actividades que se les encomienden se deberán llevar a cabo en un formato adecuado y de 
acuerdo con sus capacidades y circunstancias personales, siguiendo las pautas marcadas por los principios 
de accesibilidad universal y diseño para todos, de manera que les resulten accesibles y comprensibles.

4. No podrán ser voluntarias las personas que tengan antecedentes penales no cancelados por delitos de 
violencia doméstica o de género, por atentar contra la vida, la integridad física, la libertad, la integridad moral 
o la libertad e indemnidad sexual de toda persona, o por delitos de tráfico ilegal o inmigración clandestina 
de personas o por delitos de terrorismo. La entidad de voluntariado, en uso de su derecho a seleccionar en 
el acceso o supervisar el ejercicio de la acción voluntaria, exigirá a las personas que participen en dichos 
programas como voluntarias, para incorporarse a la entidad o seguir ejerciendo la actividad, una declaración 
responsable de no tener antecedentes penales por estos delitos.

5. Será requisito, para tener la condición de personas voluntarias en entidades de voluntariado o pro-
gramas cuyo ejercicio conlleve el contacto habitual con menores, no haber sido condenadas por sentencia 
firme por algún delito contra la libertad e indemnidad sexual, que incluye la agresión y abuso sexual, acoso 
sexual, exhibicionismo y provocación sexual, prostitución y explotación sexual y corrupción de menores, así 
como por trata de seres humanos. A tal efecto, deberán acreditar esta circunstancia mediante certificación 
negativa del Registro Central de Delincuentes Sexuales en las condiciones que se establecen en el Real 
Decreto 1110/2015, de 11 de diciembre.

6. De acuerdo con lo previsto en el artículo 14.4 de la Ley 45/2015, de 14 de octubre, y respecto a los 
programas que sean objeto de aplicación de la presente ley, no obstante lo dispuesto en los apartados 4 y 5, 
las entidades de voluntariado podrán desarrollar programas de voluntariado en los que se contemplen los obje-
tivos de reinserción de personas con antecedentes penales no caducados a través de la acción voluntaria. En 
este caso, la entidad reflejará en el propio programa de voluntariado las características especiales del mismo.

Artículo 12. Compatibilidad de la acción voluntaria.

1. Quienes trabajan por cuenta ajena y el personal de la Administración pública solo podrán realizar 
actividades de voluntariado fuera de la jornada laboral, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 27.2.

2. La condición de persona trabajadora por cuenta ajena es compatible con la de persona voluntaria en 
la misma entidad de voluntariado en las condiciones que se establezcan en el acuerdo de incorporación, con 
el mismo límite que en el supuesto anterior, y siempre que no realice las mismas funciones de su puesto 
de trabajo.

3. Las personas voluntarias podrán tener la condición de socia o socio en la entidad de voluntariado en la 
que estén integradas y participar en los órganos de gobierno de la misma, de conformidad con sus estatutos.

Artículo 13. Derechos.

Las personas voluntarias tienen los siguientes derechos:
a) Al respeto a su libertad, dignidad, intimidad, creencias y orientación sexual.
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b) A ser tratadas sin discriminación o menoscabo de sus derechos fundamentales.
c) A realizar la actividad en las debidas condiciones de seguridad y salud en función de la naturaleza y 

características de aquella.
d) A recibir, con cargo a la entidad de voluntariado a la que pertenezcan o en la que lleven a cabo su 

actividad voluntaria, la formación básica, específica y adaptada a su capacidad y condiciones personales 
para el correcto desarrollo de las actividades que se les asignen.

e) A contar con los recursos materiales que se consideren imprescindibles para la mejor realización de 
la actividad voluntaria encargada.

f) A la participación directa en todos los procesos organizativos y reguladores de la entidad de volunta-
riado en la que estén colaborando.

g) A ser asegurados, a cargo de la entidad de voluntariado, con una póliza de seguro adecuada a las 
características y circunstancias de la actividad desarrollada por las personas voluntarias, que les cubra los 
riesgos de accidentes, de enfermedad y de responsabilidad civil por los daños y perjuicios ocasionados a 
terceros derivados directamente de la actividad voluntaria. De ello se debe dar información a la persona 
voluntaria en el acuerdo de incorporación.

h) A que les sean reembolsados los gastos que pudieran derivarse del desempeño de sus actividades, 
siempre que hayan sido previamente autorizados por la entidad de voluntariado, de acuerdo con el programa 
en el que estén adscritos y, en su caso, de lo pactado en el acuerdo de incorporación.

i) A recibir previamente al desarrollo de la actividad encomendada la información básica necesaria para 
su realización, así como el apoyo adecuado durante la realización de la actividad voluntaria. 

j) A obtener de la entidad de voluntariado en la que colaboran información sobre la misión, finalidad y 
funcionamiento de la entidad, sobre el sentido y desarrollo de la acción voluntaria y sobre el papel e itinerario 
que tienen dentro de la entidad, así como a disponer de información sobre las actividades, los medios y el 
apoyo para su correcto cumplimiento.

k) A disponer de una acreditación identificativa de su condición de personas voluntarias en la que conste, 
además, la entidad de voluntariado en la que participan.

l) A obtener el respeto y reconocimiento por el valor social de su contribución.
m) A solicitar y obtener de las entidades en las que colaboren la acreditación de los servicios prestados y por 

las competencias, aptitudes y destrezas adquiridas como consecuencia del ejercicio de su labor de voluntariado.
n) A realizar su actividad de acuerdo con el principio de accesibilidad universal para todos, adaptado 

a la actividad que desarrollen, siempre que existan o puedan habilitarse los medios técnicos y humanos 
necesarios para ese fin.

ñ) A que sus datos de carácter personal sean tratados y protegidos de acuerdo con lo establecido en la 
Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

o) A cesar en su condición de personas voluntarias.
p) A colaborar en la elaboración, ejecución y evaluación de las acciones o proyectos concretos de volun-

tariado de los que hayan sido partícipes.
q) A elegir libremente la acción o programa en el cual quieren desarrollar su acción de voluntariado, así 

como el horario o jornada en el que lo desarrollarán, dentro de las posibilidades del programa o actividad.
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r) A conocer las normas y reglamentos de régimen interno de la entidad de voluntariado del que formarán 
parte, así como la ideología, fines y principios de la misma.

s) Cualesquiera otros derechos reconocidos en la presente ley y en el resto del ordenamiento jurídico.

Artículo 14. Deberes.

Las personas voluntarias tendrán los siguientes deberes:
a) Cumplir los compromisos adquiridos con las entidades de voluntariado en las que se integren, reflejados 

en el acuerdo de incorporación, respetando los fines y normativas de las mismas.
b) Guardar la debida confidencialidad respecto de la información recibida y conocida en el desarrollo de 

su acción voluntaria.
c) Rechazar cualquier contraprestación económica o material que pudiera serles ofrecida, por parte de 

las personas destinatarias o de cualquier otra persona relacionada con ellas, como remuneración de su 
acción voluntaria.

d) Actuar de forma diligente, responsable y solidaria, conforme al acuerdo de incorporación suscrito con 
las entidades de voluntariado en que colaboren.

e) Respetar los derechos de las personas destinatarias de su acción voluntaria, contenidos en el 
artículo 10.1.

f) Seguir las instrucciones técnicas para el adecuado desarrollo de las actividades encomendadas 
que se les señalen por las personas responsables de los programas designados por la entidad de 
voluntariado.

g) Utilizar debidamente las acreditaciones y distintivos otorgados por las entidades de voluntariado en 
que colaboren.

h) Respetar y cuidar los recursos materiales que pongan a su disposición las entidades de voluntariado 
responsables del programa en el que participen.

i) Cumplir las medidas de seguridad y salud que se adopten.
j) Participar en las tareas formativas previstas por la entidad de voluntariado para las actividades y fun-

ciones confiadas, así como en las que con carácter permanente se precisen para mantener la calidad de 
los servicios que presten.

k) Cumplir las normas sobre protección y tratamiento de datos de carácter personal, de acuerdo con lo 
establecido en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y demás normativa de aplicación.

l) Aportar la documentación acreditativa de las circunstancias a que se refieren los apartados 4 y 5 del artículo 11.
m) Conocer y respetar las normas y reglamentos de régimen interno de la entidad de voluntariado de la 

que formarán parte, así como la ideología, fines y principios de la misma.
n) Cumplir y desarrollar la acción o programa de voluntariado de acuerdo con las normas y reglamentos 

internos de la entidad de voluntariado, así como en congruencia con la ideología, fines y principios de la misma.
ñ) No utilizar la acción de voluntariado, ni los cauces ni herramientas necesarias para desarrollarla, con 

fines propios o intimidatorios, ni para cualquier otro fin distinto al específicamente determinado para la acción 
que va a desarrollar.
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o) Notificar a la entidad de voluntariado su renuncia con suficiente antelación, para que puedan adoptarse 
las medidas necesarias para evitar perjuicios a la actividad en la que participen.

Artículo 15. Relación entre las personas voluntarias y las entidades de voluntariado.

1. La relación entre la persona voluntaria y la entidad de voluntariado se establecerá siempre a través 
de la suscripción de un acuerdo de incorporación, que constituye el instrumento principal de su definición y 
regulación.

2. El acuerdo de incorporación tendrá el contenido mínimo siguiente:
a) El conjunto de derechos y deberes que corresponden a ambas partes, que habrá de respetar lo dis-

puesto en la presente ley.
b) La descripción de las funciones, actividades y tiempo de dedicación que se compromete a realizar la 

persona voluntaria y la identificación de la persona coordinadora del programa de voluntariado en el que 
participe.

c) En su caso, el régimen por el que se regulará la intervención de las personas trabajadoras asalaria-
das o socias que participen en las actuaciones de voluntariado dentro de la propia entidad, respetando lo 
dispuesto en la negociación colectiva.

d) El régimen de gastos reembolsables que han de abonarse a las personas voluntarias, de conformidad 
con la actividad de voluntariado a desarrollar y el programa al que estén adscritas.

e) La formación que se requiera para el cumplimiento de las funciones que tengan asignadas las personas 
voluntarias y, en su caso, el itinerario formativo que deba seguirse para obtenerla.

f) La duración del compromiso, así como las causas y forma de desvinculación por ambas partes.
g) La información sobre el seguro para las personas voluntarias a que se refiere la letra g) del artículo 13.
3. El acuerdo de incorporación debe formalizarse por escrito, en duplicado ejemplar, e ir acompañado, 

cuando proceda, de la certificación negativa del Registro Central de Delincuentes Sexuales y de la declara-
ción responsable a que se refiere el artículo 11.4.

4. Este acuerdo, o alguno de sus apartados, se podrá modificar a iniciativa de cualquiera de las partes, 
de mutuo acuerdo, pudiendo efectuarse tal modificación incluso de forma telemática, siempre que se deje 
constancia de ello.

5. Los conflictos que surjan entre las personas voluntarias y las entidades de voluntariado, en el ejercicio 
de las actividades propias de voluntariado, se podrán dirimir mediante vía amistosa o a través de la media-
ción llevada a cabo por una persona profesional, o en caso necesario, por no alcanzar acuerdo a través 
de este cauce, por vía arbitral, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de 
Arbitraje, si así se ha pactado en el acuerdo de incorporación, o por la jurisdicción competente, de acuerdo 
con lo establecido en las normas procesales.

6. Desde las Administraciones públicas andaluzas se generarán cauces de carácter público de resolución 
de conflictos. Asimismo, se promoverá la creación de comisiones de resolución de conflictos dentro de las 
organizaciones, con una representación paritaria entre personas voluntarias y directivas de la organización, 
para resolver los conflictos que pudieran surgir.
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TÍTULO IV
de las entidades de voluntariado

Artículo 16. De las entidades de voluntariado.

1. Tendrán la consideración de entidades de voluntariado las personas jurídicas que cumplan los siguien-
tes requisitos:

a) Estar legalmente constituidas.
b) Tener carácter privado y carecer de ánimo de lucro.
c) Estar integradas o contar con personas voluntarias, consideradas como el valor imprescindible en su 

objetivo para lograr sus fines, sin perjuicio del personal de estructura asalariado necesario para el funciona-
miento estable de la entidad o para el desarrollo de actuaciones que requieran un grado de especialización 
concreto.

d) Desarrollar sus actuaciones mediante programas de voluntariado diseñados y gestionados en el marco 
de las actividades de interés general, que respeten los valores y principios establecidos en el artículo 5 y se 
ejecuten, entre otros, en alguno de los ámbitos recogidos en el artículo 7.

2. En todo caso tendrán la consideración de entidades de voluntariado las asociaciones en las que 
estén integradas entidades de voluntariado y las federaciones, confederaciones o uniones de entidades de 
voluntariado legalmente constituidas en el ámbito municipal, provincial, comarcal o autonómico que basen 
su actividad en el trabajo voluntario.

Artículo 17. Derechos y deberes de las entidades de voluntariado.

1. Son derechos de las entidades de voluntariado:
a) Seleccionar a las personas voluntarias, sin discriminación alguna por razón de sexo, identidad sexual, 

orientación sexual, nacionalidad, origen racial o étnico, religión, convicciones ideológicas o sindicales, dis-
capacidad, edad, o cualquier otra condición o circunstancia personal o social, de acuerdo con los fines u 
objetivos de la entidad, la naturaleza y características del cometido a desarrollar y las normas establecidas 
en su estatuto de funcionamiento interno.

b) Suspender o cesar la actividad de las personas voluntarias cuando se vea perjudicada gravemente 
la calidad o los fines de los programas de la entidad por su causa, o infrinjan gravemente el acuerdo de 
incorporación.

c) Concurrir a las medidas de fomento de la acción voluntaria establecidas por las Administraciones 
públicas o entidades privadas y recibir las medidas de apoyo material y técnico orientadas al adecuado 
desarrollo de sus actuaciones.

d) Obtener reconocimiento social por la acción voluntaria realizada.
e) Participar desde la independencia y autonomía y a través de asociaciones, federaciones, confederaciones 

o uniones de entidades de voluntariado en el diseño y ejecución de las políticas públicas de la Administración 
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autonómica, mediante la intervención de los órganos creados al efecto, estos son el Consejo Andaluz y los 
Consejos Provinciales y Locales de Voluntariado, sin perjuicio de los cauces establecidos en la normativa 
general sobre participación ciudadana.

f) Cualesquiera otros derechos reconocidos por el resto del ordenamiento jurídico referidos a la actividad 
de voluntariado.

2. Las entidades que desarrollen programas de acción voluntaria deberán:
a) Elaborar sus propias normas de funcionamiento interno de acuerdo con la presente ley y con la nor-

mativa que les sea de aplicación, atendiendo a principios democráticos, participativos y de transparencia.
b) Formalizar el acuerdo de incorporación con las personas voluntarias y cumplir los compromisos adquiridos.
c) Incorporar la figura de la persona coordinadora de voluntariado de acuerdo con las normas de funcio-

namiento interno definidas por la entidad.
d) Contratar unas pólizas de seguro adecuadas a las características y circunstancias de la actividad 

desarrollada por las personas voluntarias, que les cubran los riesgos de accidentes, de enfermedad y de 
responsabilidad civil por los daños y perjuicios ocasionados a terceros derivados directamente de la acti-
vidad voluntaria.

e) Cubrir los gastos derivados de su acción voluntaria y, en su caso, reembolsar a las personas volunta-
rias los gastos que les ocasione el desarrollo de su actividad, de acuerdo con el programa en el que estén 
adscritas y, en su caso, de lo pactado en el acuerdo de incorporación, así como dotarlas de los medios 
materiales necesarios para el cumplimiento de sus cometidos.

f) Establecer sistemas internos de información y orientación adecuados sobre los fines, el régimen de funcio-
namiento de la entidad de acción voluntaria, la realización de las tareas que sean encomendadas a las personas 
voluntarias y la delimitación de dichas tareas con las funciones propias del personal de estructura asalariado.

g) Disponer de un plan de formación o de un itinerario formativo de las personas voluntarias que 
desarrollan un proyecto de voluntariado de la entidad, con el fin de proporcionar a estas la formación 
básica y específica que les garantice el correcto desarrollo de sus actividades, así como expedirles, al 
finalizar la citada formación, las correspondientes acreditaciones.

h) Facilitar la participación de las personas voluntarias en la elaboración, ejecución y evaluación de los 
programas y actividades en que intervengan, así como en los procesos de gestión y en la toma de decisio-
nes, en la medida en que lo permitan los estatutos de la entidad de voluntariado.

i) Facilitar a las personas voluntarias que lo requieran una acreditación que les habilite e identifique 
para el desarrollo de su actuación, en la que conste la entidad de voluntariado donde realizan la acción 
voluntaria.

j) Exigir el consentimiento o en su caso la autorización expresa y por escrito de los progenitores, tutores, 
guardadores o representantes legales de las personas voluntarias menores de edad en las condiciones 
establecidas en el artículo 11.2.

k) Expedir a las personas voluntarias un certificado según las directrices recogidas en el artículo 30.1.
l) Mantener un registro en el que estén inscritas las personas voluntarias de la entidad, incluidas las 

personas voluntarias que han causado baja, con una descripción mínima de la actividad que llevan a cabo 
y con indicación de los programas a los que estuvieran adscritas.
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m) Garantizar a las personas voluntarias la realización de su actividad en las debidas condiciones de 
seguridad y salud en función de la naturaleza y características de aquella.

n) Cumplir la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y demás normativa de aplicación respecto al 
tratamiento y protección de datos de carácter personal de las personas voluntarias o destinatarias de las 
actividades de voluntariado.

3. Las entidades de voluntariado responderán frente a terceros por los daños y perjuicios causados por 
las personas voluntarias que participen en sus programas, como consecuencia de la realización de actua-
ciones de voluntariado, de acuerdo con lo establecido en el Código Civil y demás normativa de aplicación, 
debiendo suscribir a tal efecto una póliza de seguro que cubra la responsabilidad civil, que será obligatorio 
cuando la normativa sectorial lo exija.

TÍTULO V
de las administraciones públicas

Artículo 18. El Registro General de Entidades de Voluntariado de Andalucía.

1. El Registro General de Entidades de Voluntariado de Andalucía, adscrito a la Consejería competente 
en materia de voluntariado, es de carácter público y su inscripción tiene efectos declarativos. Tiene por objeto 
la inscripción de las entidades que cumplan los requisitos previstos en esta ley.

2. El Registro General de Entidades de Voluntariado de Andalucía asume las funciones de calificación, 
inscripción y certificación.

3. La inscripción en el Registro General de Entidades de Voluntariado es gratuita.
4. El incumplimiento, por parte de la entidad, de los deberes que se derivan de lo dispuesto en la 

letra b) del artículo 5.1, conllevará la cancelación de su inscripción en el Registro.
5. Su organización y funcionamiento se regularán reglamentariamente.

Artículo 19. Funciones de las Administraciones públicas andaluzas.

Las Administraciones públicas andaluzas, en el ámbito de sus respectivas competencias, desarrollarán 
las siguientes funciones:

a) Sensibilizar a la sociedad, a través de campañas informativas, sobre los valores de solidaridad y 
civismo que inspiran a la acción voluntaria organizada, así como sobre el interés social de sus actuaciones.

b) Fomentar y promover la participación social de la ciudadanía en el desarrollo de acciones de volunta-
riado a través de entidades sin ánimo de lucro que desarrollen programas de acción voluntaria.

c) Fomentar por la Consejería con competencias en voluntariado que los trabajadores y trabajadoras del 
sector público andaluz realicen actividades voluntarias.
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d) Establecer las medidas de apoyo financiero, material y técnico a la acción voluntaria organizada, facili-
tando recursos públicos para el adecuado desarrollo y ejecución de las acciones voluntarias, así como para 
la realización de programas de captación, fomento y formación del voluntariado.

e) Colaborar en la mejora de la información, formación y capacitación de las personas voluntarias, para 
conseguir que sea regular, de calidad y acorde con sus condiciones personales.

f) Crear los mecanismos que aseguren la adecuada coordinación de las iniciativas públicas.
g) Facilitar la eficacia de la acción voluntaria, simplificando y agilizando los procedimientos administrativos 

que afecten a las entidades de voluntariado.
h) Promover la autonomía, el pluralismo y la diversidad del tejido asociativo existente, apoyando espe-

cialmente a las entidades de acción voluntaria pequeñas y medianas.
i) Propiciar la mejora de la capacidad de gestión e interlocución, facilitando la creación y consolidación 

de plataformas, redes y órganos de coordinación.
j) Establecer los instrumentos de asesoramiento, información, asistencia técnica y material a las 

entidades de voluntariado en todos aquellos aspectos que permitan un desempeño óptimo de la acción 
voluntaria.

k) Establecer mecanismos eficaces de supervisión y control de los programas de voluntariado que hayan 
sido objeto de subvención.

l) Impulsar los mecanismos y sistemas de financiación sostenibles de las organizaciones de voluntariado 
que hagan posibles las medidas que se recogen en la presente ley.

m) Impulsar las actividades de estudio, investigación y formación que permitan un mejor conocimiento de 
las actuaciones, recursos y necesidades en materia de voluntariado.

n) Respetar la autonomía de las entidades de voluntariado.
ñ) De acuerdo con el principio de no discriminación que inspira toda acción voluntaria, impulsar la par-

ticipación en el voluntariado de los colectivos con menor índice de representación activa en el ámbito del 
voluntariado.

Artículo 20. Competencias de la Administración de la Junta de Andalucía.

1. Corresponden a la Administración de la Junta de Andalucía las siguientes competencias en materia 
de voluntariado:

a) Ostentar la representación de la Comunidad Autónoma de Andalucía ante los organismos oficiales de 
orden supraautonómico, estatal o supraestatal.

b) La coordinación entre las Administraciones públicas andaluzas, en los términos previstos en la Cons-
titución española, los tratados internacionales, el Estatuto de Autonomía para Andalucía, la Ley 5/2010, 
de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía, y demás disposiciones vigentes.

c) Velar por que las entidades que desarrollen programas de voluntariado, las empresas, las universida-
des, las Administraciones públicas y las personas voluntarias y las destinatarias que se beneficien de ellos 
cumplan lo dispuesto en la presente ley.
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d) La planificación y coordinación general de las políticas públicas en materia de acción voluntaria organi-
zada en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía conforme a los principios y criterios contenidos 
en esta ley y en la Ley 5/2010, de 11 de junio, respetando la independencia de las entidades que desarrollan 
programas de voluntariado y la autonomía de las entidades locales.

e) El establecimiento de los instrumentos de asesoramiento, información y asistencia técnica y material a 
las entidades de voluntariado en todos aquellos aspectos que permitan un desempeño óptimo de la acción 
voluntaria.

f) El apoyo a las entidades de voluntariado en su labor de formación de las personas voluntarias para 
conseguir que sea regular, de calidad y acorde con sus condiciones personales.

g) Crear y gestionar un catálogo de programas de acción voluntaria realizados por las entidades de 
voluntariado.

h) Establecer medidas de reconocimiento público de aquellas entidades y personas que hayan colaborado 
de forma destacada en el desarrollo de la acción voluntaria.

i) El seguimiento, evaluación e inspección de los programas de voluntariado que se desarrollen al amparo 
de los principios y criterios recogidos en esta ley.

j) Crear los órganos de participación e interlocución del voluntariado de acuerdo con lo previsto en esta ley.
k) Favorecer, mediante programas de aprendizaje-servicio, entre otros, la formación en los principios 

y valores del voluntariado en todas las etapas, ciclos, grados, cursos y niveles del sistema educativo, sin 
perjuicio de lo establecido en el artículo 29.

l) Promover la realización de estudios e investigaciones sobre voluntariado.
m) Promover actuaciones de voluntariado en colaboración con las entidades de voluntariado, siempre 

que no supongan la sustitución de funciones o servicios públicos que la Administración esté obligada a 
prestar por ley, y supeditadas, en todo caso, a las necesidades del servicio o función que debieran ejecutar.

n) Impulsar y promover la aplicación de la normativa sobre seguridad y salud en el trabajo al voluntariado, 
así como incluirla en los planes de igualdad de las entidades de voluntariado y, en su caso, en los de pre-
vención de acoso sexual o por razón de sexo.

ñ) Impulsar el trabajo en red y la creación de espacios y herramientas de colaboración en el territorio de 
la Comunidad Autónoma, que permitan una relación continuada y fluida con las entidades locales, organiza-
ciones sociales, empresariales y sindicales más representativas, universidades y cualesquiera otras entidades 
e instituciones públicas o privadas que puedan tener incidencia en el voluntariado.

2. La Consejería competente en materia de voluntariado velará por la coordinación de las actuaciones 
que, con arreglo a su ámbito de competencias, desarrollen las demás consejerías en la materia.

Artículo 21. Competencias de las entidades locales.

Las entidades locales, en el marco de las competencias propias que tienen atribuidas por la legislación 
básica de régimen local y la Ley 5/2010, de 11 de junio, y asimismo, de acuerdo con la colaboración pre-
vista en el artículo 19 de Ley 45/2015, de 14 de octubre, tendrán las siguientes funciones en materia de 
voluntariado:
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a) Hacer cumplir las disposiciones de esta ley en las acciones de voluntariado que se desarrollen en el 
ámbito local.

b) Conocer las necesidades, así como apoyar la coordinación de las entidades de voluntariado que 
desarrollen actuaciones en materia de voluntariado existentes en su territorio, respetando la independencia 
de las entidades que desarrollen programas de voluntariado y las competencias de la Administración de la 
Junta de Andalucía establecidas en la presente ley.

c) Establecer, en su caso, los criterios de distribución de los recursos propios, así como conceder ayudas 
y subvenciones para el desarrollo de acciones voluntarias en el ámbito de sus competencias, y concertar o 
convenir con las entidades que las promuevan los servicios que se estimen oportunos.

d) Facilitar a las entidades y personas que desarrollen acciones voluntarias en el ámbito local los meca-
nismos de asistencia técnica, formación e información, así como establecer las medidas de fomento que, de 
acuerdo con lo previsto en esta ley, consideren adecuadas.

e) Colaborar con la Administración de la Junta de Andalucía en la elaboración de censos y estadísticas 
sobre voluntariado.

f) Realizar el seguimiento, la evaluación y la inspección de los programas de voluntariado que se realicen 
en su ámbito territorial, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19.k).

g) Crear órganos o establecer mecanismos de participación de las entidades que desarrollan programas 
de voluntariado en su ámbito de competencias y de acuerdo con lo previsto en materia de participación en la 
presente ley.

h) Promover estudios e investigaciones sobre voluntariado en su ámbito territorial y colaborar con las 
iniciativas que en esta materia promueva la Administración de la Junta de Andalucía.

i) Cualquier otra que les pudiera delegar la Administración de la Junta de Andalucía.

Artículo 22. Financiación de los programas de voluntariado.

1. La Administración de la Junta de Andalucía, dentro de su presupuesto y en el ámbito de sus compe-
tencias, deberá prever medidas para la financiación de acciones voluntarias organizadas, que podrán ser 
concedidas a través de ayudas y subvenciones u otras modalidades de financiación pública. Asimismo, las 
entidades locales podrán prever medidas de financiación de acciones voluntarias organizadas en el ámbito 
de sus competencias.

2. Las Administraciones públicas andaluzas que financien programas de voluntariado podrán establecer 
las circunstancias y proporción en que los programas organizados como acción voluntaria puedan incorporar 
personal remunerado, en su caso. Asimismo, podrán fijarse los criterios y proporción en que la entidad de 
voluntariado responsable deberá financiar el programa para recibir financiación pública. Además, podrán 
establecer criterios comunes de evaluación, inspección y seguimiento de los fondos públicos asignados a las 
entidades de voluntariado en colaboración con estas, dentro de las competencias de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía.

3. Las Administraciones públicas andaluzas deberán ofrecer la información y el asesoramiento necesario 
para favorecer la participación de las entidades en las convocatorias públicas de ayudas y subvenciones y 
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establecer unos criterios de adjudicación, seguimiento y evaluación que garanticen publicidad, libre concu-
rrencia y objetividad en las actuaciones.

4. Las entidades responsables de programas de acción voluntaria organizada que reciban ayudas y sub-
venciones o cualquier financiación pública estarán obligadas a someterse al seguimiento y evaluación de 
sus actuaciones, acreditar las actividades realizadas y justificar el destino de la financiación recibida, en los 
términos que establezca la normativa de aplicación.

5. Las entidades de voluntariado que, cumpliendo los requisitos recogidos en la ley, pretendan colaborar 
con la Administración autonómica o local y recibir subvenciones o cualquier otra fórmula de financiación 
pública deberán inscribirse previamente en el Registro General de Entidades de Voluntariado de Andalucía, 
que se regula en el artículo 18.

Artículo 23. Plan Andaluz del Voluntariado.

1. La Administración de la Junta de Andalucía elaborará el Plan Andaluz del Voluntariado como instrumento 
administrativo que determine los criterios de planificación y coordinación de las actuaciones proyectadas en 
materia de voluntariado en el ámbito de la Comunidad Autónoma con sujeción a los principios contenidos en la 
presente ley.

2. El Plan contemplará el conjunto de acciones que en esta materia desarrolle la Administración de la Junta 
de Andalucía, posibilitando la integración en su marco de las actividades e iniciativas de otras Administraciones 
públicas y demás entidades públicas o privadas con las que se acuerde su incorporación y participación en el 
mismo. 

3. El Plan será aprobado por el Consejo de Gobierno, previo informe del Consejo Andaluz del Volunta-
riado, y establecerá las siguientes medidas:

a) Acciones de sensibilización y promoción orientadas a informar y concienciar a la sociedad sobre la 
acción voluntaria organizada y, en especial, sobre el voluntariado digital, como instrumento de participación 
social y forma de expresión de la solidaridad de la ciudadanía.

b) Actividades de investigación y formación en materia de voluntariado que permitan un mejor conoci-
miento de las necesidades, recursos y actividades existentes; garanticen la calidad de las actuaciones de 
las personas voluntarias mediante una adecuada preparación básica y específica, y contribuyan a mejorar 
la gestión de la acción voluntaria.

c) Medios de apoyo a la acción voluntaria organizada que, conforme a las disponibilidades presupuestarias, 
faciliten recursos económicos, materiales y técnicos para la realización de programas en las diferentes áreas de 
actuación y contribuyan a dotar a las entidades que desarrollen estos programas de las adecuadas infraestructuras.

d) Fórmulas de coordinación orientadas a promover la colaboración entre las iniciativas pública y privada; 
establecer foros, redes, plataformas y órganos de interlocución, y facilitar el intercambio de experiencias 
entre Administraciones públicas y entidades estatales, supraestatales o de otras comunidades autónomas.

e) Cualesquiera otras que, de acuerdo con esta ley, se consideren necesarias para el mejor cumplimiento 
de los objetivos de la acción voluntaria organizada.

4. El Plan tendrá una vigencia de cuatro años, debiendo realizarse balance del mismo con carácter anual.
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TÍTULO VI
de la participación

Artículo 24. Derecho a la participación.

1. Las entidades de voluntariado que realicen actividades de voluntariado participarán en el diseño y 
ejecución de las políticas públicas de las áreas en que desarrollen sus actividades, teniendo derecho a estar 
representadas en los órganos de consulta e interlocución creados a tales efectos por las Administraciones 
públicas en la forma en que se determine reglamentariamente, sin perjuicio de los cauces establecidos en 
la normativa general sobre participación ciudadana.

Dicha participación se llevará a cabo principalmente a través de asociaciones en las que estén integra-
das entidades de voluntariado y las federaciones, confederaciones o uniones de entidades de voluntariado 
legalmente constituidas en el ámbito provincial, municipal, comarcal o autonómico.

2. Las Administraciones públicas consultarán sus iniciativas en materia de voluntariado con las entidades 
referidas en el apartado anterior, facilitando que estas colaboren en el seguimiento y evaluación de la gestión 
y ejecución de las mismas.

3. Las Administraciones públicas garantizarán la participación de las entidades de voluntariado en las áreas en 
las que desarrollen sus actividades y conforme a lo establecido en la Ley de Participación Ciudadana de Andalucía.

Artículo 25. Órganos de participación del voluntariado.

1. El Consejo Andaluz del Voluntariado es el máximo órgano de participación del voluntariado en Andalucía 
y tiene como función la promoción, seguimiento y análisis de las actividades de voluntariado que se realicen 
al amparo de la presente ley y de su normativa de desarrollo. Asimismo, tendrá encomendado asesorar e 
informar a las Administraciones públicas y a las entidades que desarrollen programas de acción voluntaria.

2. En cada provincia andaluza existirá, como forma organizativa propia de la Administración autonómica, 
un Consejo Provincial del Voluntariado, que ejercerá las funciones de coordinación, promoción, seguimiento 
y análisis de las actividades de voluntariado que se realicen en sus respectivos ámbitos territoriales. De la 
misma forma, se podrán crear por los municipios los correspondientes Consejos Locales del Voluntariado u 
órganos de similares características.

3. El Consejo Andaluz, así como los Consejos Provinciales y Locales del Voluntariado, tendrán la com-
posición y funciones que reglamentariamente se establezcan. En todo caso se garantizará la representación 
paritaria de las Administraciones públicas y agentes sociales y económicos, de un lado, y de las organiza-
ciones que desarrollen programas de acción voluntaria, de otro. A estos efectos, se entenderá por agentes 
sociales las organizaciones sindicales y asociaciones empresariales más representativas, universidades 
y partidos políticos con representación a nivel autonómico, provincial y local. Además, habrá de tener en 
cuenta el artículo 11 de la Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para la promoción de la igualdad de género 
en Andalucía, sobre representación equilibrada entre mujeres y hombres en los órganos colegiados.
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4. El Consejo Andaluz del Voluntariado, a través de la persona titular de la Consejería competente en 
materia de voluntariado, presentará, con periodicidad anual, ante el Parlamento de Andalucía la memoria des-
criptiva y valorativa del desarrollo y aplicación de esta ley y de los vigentes planes andaluces de voluntariado, 
así como sus efectos en el ámbito de la acción voluntaria y en cuanto a la no sustitución del empleo que las 
Administraciones públicas tienen la obligación de crear para la prestación de servicios públicos y sociales de 
su competencia.

TÍTULO VII
de la innovación, el fomento y reconocimiento de la acción voluntaria

Artículo 26. Innovación en voluntariado.

Las Administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de Andalucía promoverán la innovación 
mediante fórmulas que garanticen la eficacia del voluntariado y para adecuarlo, de manera permanente, a 
las necesidades del contexto en que se desenvuelva.

Artículo 27. Medidas de fomento del voluntariado.

1. Las Administraciones públicas en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía, las empresas, 
las universidades y las instituciones privadas promoverán el fomento de la acción voluntaria a todos los nive-
les, facilitando la incorporación de personas al desarrollo de la actividad voluntaria sin desvirtuar el carácter 
gratuito del voluntariado y garantizando que no suponga la cobertura de un puesto de trabajo, servicio o 
programa que sea necesario desarrollar de manera profesional.

2. Las Administraciones públicas en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía y las empre-
sas o instituciones privadas podrán promover y facilitar, de acuerdo con la legislación laboral o de empleo 
público y con pleno respeto a lo acordado en la negociación colectiva, la adopción de medidas de reducción 
o adaptación de la jornada laboral, suspensiones de la relación laboral con reserva de puesto de trabajo o 
interrupciones de la prestación retribuidas o no, para que quienes trabajan por cuenta ajena o el personal 
de la Administración pública puedan ejercer sus labores de voluntariado.

Los términos concretos en que se vayan a desarrollar las medidas de reducción o adaptación de la 
jornada laboral mencionada en el párrafo anterior deberán constar por escrito y serán consensuados entre 
ambas partes.

Artículo 28. De la promoción del voluntariado desde las empresas.

1. La negociación colectiva podrá concretar y regular los mecanismos que faciliten a las personas traba-
jadoras compatibilizar y conciliar sus obligaciones laborales con su actividad de voluntariado.
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2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, las empresas podrán promover y participar en pro-
gramas de voluntariado siempre que las actuaciones que realicen se canalicen a través de entidades de volun-
tariado mediante la formalización del correspondiente acuerdo de colaboración, que las actividades previstas 
puedan calificarse como de interés general, se incluyan en alguno de los ámbitos de actuación del voluntariado 
y respeten los valores y principios que inspiran la acción voluntaria, de acuerdo con lo establecido en el título I.

3. Las actuaciones de voluntariado de las empresas se llevarán a cabo mediante la incorporación de 
quienes decidan participar libre y voluntariamente como personas voluntarias en programas promovidos por 
entidades de voluntariado en colaboración con la empresa. Estas personas deberán formalizar el correspon-
diente acuerdo de incorporación con la entidad a la que se incorporen, así como el cumplimiento del resto 
de requisitos y normas de la entidad de voluntariado.

4. Reglamentariamente se establecerán las especialidades pertinentes a efectos de fomentar y facilitar 
que las pequeñas y medianas empresas promuevan y participen en programas de voluntariado.

Artículo 29. De la promoción del voluntariado desde las universidades.

1. Las universidades dispondrán de una unidad o servicio para promover el voluntariado dentro de sus 
ámbitos de actuación propios, como son la formación, la investigación y la sensibilización, de acuerdo con 
la normativa sectorial de aplicación.

2. Las actuaciones de voluntariado de las universidades tendrán como objetivo la formación y sensi-
bilización de la comunidad universitaria en el voluntariado y podrán promoverse desde la propia unidad o 
servicio o con la participación de entidades de voluntariado. La intervención de las personas integrantes de 
la comunidad universitaria en estos programas será libre y voluntaria y no supondrá la sustitución en las 
funciones o servicios públicos que las universidades estén obligadas a prestar por ley.

3. Las universidades fomentarán la docencia y la investigación en todos sus niveles en torno al volunta-
riado. Para ello, podrán suscribir convenios de colaboración con las Administraciones públicas y con otras 
instituciones y organismos públicos o privados, los cuales a su vez podrán solicitar a las universidades la 
realización de cursos, estudios, análisis e investigaciones.

4. Las actividades planificadas y organizadas por las universidades encaminadas a la participación volun-
taria de los estudiantes podrán tener reconocimiento académico, de conformidad con la Ley Orgánica 6/2001, 
de 21 de diciembre, de Universidades, y el Decreto Legislativo 1/2013, de 8 de enero, por el que se aprueba 
el Texto Refundido de la Ley Andaluza de Universidades.

Artículo 30. Acreditación y reconocimiento de las actuaciones de voluntariado.

1. La acreditación de la prestación de servicios de voluntariado se efectuará mediante certificación expe-
dida por la entidad de voluntariado en la que se haya realizado, en cualquier momento en que la persona 
voluntaria lo solicite y, en todo caso, a la finalización del periodo de voluntariado. En ella deberán constar, 
como mínimo, además de los datos personales e identificativos de la persona voluntaria y de la entidad, la 
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fecha de incorporación a la misma y la duración, la descripción de las tareas realizadas o funciones asumidas 
y el lugar donde se ha llevado a cabo la actividad.

2. El reconocimiento de las competencias adquiridas por la persona voluntaria se realizará de conformidad 
con la normativa general de reconocimiento de las competencias adquiridas por experiencia laboral o por 
vías no formales de formación.

Artículo 31. Promoción del voluntariado en contenidos educativos.

La Administración de la Junta de Andalucía, en el ámbito de sus competencias, adoptará las medidas 
necesarias para incluir en los contenidos educativos la promoción de la acción voluntaria.

Los planes educativos deberán contemplar pedagogías adecuadas para el fomento del voluntariado y las 
diferentes actuaciones que se pueden realizar desde esta perspectiva. Para ello dispondrán de herramientas, 
recursos y estrategias para dicho fomento.

Artículo 32. Promoción del voluntariado en los medios de comunicación social.

Se fomentará la acción voluntaria en todas sus variantes a través de los medios de comunicación social 
de carácter público, especialmente en la RTVA, con contenidos adecuados para realizar dicha promoción y 
poner en valor experiencias positivas en esta materia.

Disposición adicional primera. Voluntariado en el extranjero.

La acción voluntaria que se desarrolle en el extranjero por entidades sujetas al ámbito de aplicación de 
esta ley se regirá, además de por lo previsto en la Ley 45/2015, de 14 de octubre, de Voluntariado, y en la 
presente ley, por lo establecido por la normativa específica de cooperación internacional para el desarrollo.

Disposición adicional segunda. Voluntariado en la protección civil.

La acción voluntaria en materia de emergencias y protección civil, a efectos de organización, funcionamiento 
y régimen jurídico, se regirá por su normativa específica, así como por las disposiciones de la presente ley, 
en lo relativo a derechos y obligaciones de las personas voluntarias, que tendrán carácter de mínimos. La 
presente ley se aplicará en todo caso con carácter supletorio.

Disposición adicional tercera. Información al Parlamento de Andalucía del grado de cumplimiento del Plan 
Andaluz del Voluntariado.

El Consejo de Gobierno remitirá cada año al Parlamento de Andalucía una evaluación del grado de cum-
plimiento del Plan Andaluz del Voluntariado.
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Disposición transitoria única. Órganos de participación.

Los órganos de participación que, a la entrada en vigor de la ley, estuvieran ya constituidos continuarán 
con la misma composición prevista en el Decreto 279/2002, de 12 de noviembre, por el que se regula la 
organización y funcionamiento de los Consejos del Voluntariado en Andalucía, en tanto se aprueba una 
nueva regulación que desarrolle su organización y funcionamiento.

Disposición derogatoria única.

Queda derogada la Ley 7/2001, de 12 de julio, del Voluntariado, así como las disposiciones de igual e 
inferior rango que se opongan a lo establecido en la presente ley.

Disposición final primera. Consejos del Voluntariado.

El Consejo de Gobierno procederá a la adaptación del Decreto 279/2002, de 12 de noviembre, en el plazo 
máximo de un año desde la entrada en vigor de la presente ley.

Disposición final segunda. Periodo de adaptación.

Las entidades que desarrollen programas de acción voluntaria deberán adecuar sus normas de funcio-
namiento interno a las previsiones de esta ley en el plazo de un año desde la entrada en vigor de la misma.

Disposición final tercera. Desarrollo reglamentario.

El Consejo de Gobierno dictará las disposiciones que sean necesarias para el desarrollo y ejecución de 
la presente ley en el plazo máximo de un año desde la entrada en vigor de la misma.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de 
Andalucía.
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INICIATIVA LEGISLATIVA

PROYECTO DE LEY

10-17/PL-000003, Ley Andaluza de Fomento del Emprendimiento

Aprobada en el Pleno del Parlamento de Andalucía el 25 de abril de 2018
Orden de publicación de 27 de abril de 2018

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

El Pleno del Parlamento, el 25 de abril de 2018, en el transcurso de la sesión celebrada los días 25 
y 26 del mismo mes y año, ha aprobado Ley Andaluza de Fomento del Emprendimiento (número de 
expediente 10-17/PL-000003).

Sevilla, 27 de abril de 2018.–
P.D. El letrado mayor del Parlamento de Andalucía,–

Javier Pardo Falcón.

LEY ANDALUZA DE FOMENTO DEL EMPRENDIMIENTO

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

La política económica de la Junta de Andalucía ha de dirigirse a la igualdad como factor de competitividad 
a medio y largo plazo y a potenciar el incremento de la productividad como elemento determinante para la 
reorientación hacia un modelo productivo económico, social y ambientalmente sostenible.

En las últimas décadas, Andalucía ha conocido un progreso muy importante en estos dos aspectos, lo 
que ha permitido que avance en convergencia con la Unión Europea y se encuentre en una mejor posición 
para abordar una nueva etapa de crecimiento y desarrollo sostenible, debido, principalmente, a los profundos 
cambios registrados en su base social y productiva y a la mejora en sus niveles de dotación de factores 
productivos y de innovación tecnológica, de forma respetuosa con los compromisos medioambientales.

Para iniciar una nueva fase de crecimiento y convergencia es necesario abordar las estrategias de 
desarrollo económico, social y ambiental desde nuevas bases más sólidas, dando prioridad a la economía 
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real frente a la economía especulativa, revalorizando todos los activos económicos, sociales y ambientales, 
orientándolos hacia la generación de riqueza y empleo.

Para avanzar en la renovación del modelo productivo es necesario intensificar un vector principal que 
propicia los cambios en cualquier economía, la innovación, que viene unida a la capacidad emprendedora 
de la población y al desarrollo de la economía del conocimiento, pasando necesariamente por mejorar la 
calidad y cantidad de las iniciativas emprendedoras.

La economía viene constatando que existe una relación directa entre el espíritu emprendedor y los resultados 
económicos en términos de crecimiento, consolidación del tejido empresarial, creación de empleo, innovación 
e incremento de la productividad. En gran medida, la innovación y la capacidad emprendedora requieren de 
un cambio cultural en la sociedad que ha de sustentarse en su promoción desde todos los niveles económi-
cos, empresariales, educativos, institucionales y sociales, cada uno en el ámbito de sus responsabilidades.

Este cambio es más necesario aún en el mundo rural, donde concurren una serie de elementos diferen-
ciales que dificultan la actividad económica y su desarrollo.

Resaltar, además, que uno de los elementos esenciales para promover el emprendimiento en Andalucía 
es la eliminación de obstáculos y una mejor regulación que facilite la capacidad de inversión en nuestra 
región. En tal sentido, dicha tarea ya ha sido emprendida por el Gobierno de Andalucía a través, entre otras, 
de la Ley 3/2014, de 1 de octubre, de medidas normativas para reducir las trabas administrativas para las 
empresas, así como en el desarrollo de las nuevas competencias asumidas por la Agencia de Defensa de 
la Competencia para la mejora de la regulación.

Ante toda esta situación, la Administración pública juega un papel determinante para propiciar los cam-
bios, la renovación y el impulso de un modelo productivo basado en la sostenibilidad económica, ambiental 
y social, estableciendo sectores prioritarios de actuación, ordenando el entorno, facilitando trámites adminis-
trativos y apoyando a cualquier persona emprendedora que quiera poner en marcha una idea, prestándole 
asesoramiento, formación y acompañamiento para que su proyecto empresarial se consolide, crezca y genere 
nuevos empleos de calidad.

A estos emprendedores y emprendedoras, a las personas que quieren adquirir habilidades, capacidades y 
conocimientos para emprender, están dirigidas las políticas que regula esta ley, y en su desarrollo, regulación 
e implantación queda comprometido el Gobierno de la Junta de Andalucía.

II

El artículo 157.1 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, en conexión con el artículo 38 de la Consti-
tución española, establece que la libertad de empresa, la economía social de mercado, la iniciativa pública, 
la planificación y el fomento de la actividad económica constituyen el fundamento de la actuación de los 
poderes públicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía en el ámbito económico.

El Plan Económico de Andalucía 2014-2020, aprobado por el Consejo de Gobierno el 22 de julio 
de 2014, define el planteamiento estratégico de desarrollo regional de Andalucía para impulsar el cre-
cimiento económico y el empleo en coherencia con la política europea de cohesión, en el marco de 
la Estrategia Europa 2020. Con el objetivo a corto plazo de propiciar una salida de la crisis, centrando 
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todos los esfuerzos en la creación de empleo, el Plan es el instrumento que canaliza el diálogo social de 
Andalucía y se constituye en una agenda por el empleo.

En este marco, el Plan expresa los objetivos y estrategias del Gobierno andaluz que sirven de referencia 
a los agentes públicos y privados para la ejecución y desarrollo de las actuaciones que les competen, entre 
las que adquieren especial relevancia las actuaciones dirigidas a asentar las bases de un nuevo modelo 
productivo en el que exista una equilibrada estructura sectorial entre la modernización de los sectores tra-
dicionales y el fomento de aquellos con elevado potencial de crecimiento, a fin de que la innovación y la 
internacionalización sustenten el desarrollo industrial, que se promueva el emprendimiento y el desarrollo 
empresarial competitivo, que las pequeñas y medianas empresas accedan a fuentes de financiación para 
garantizar sus requerimientos de funcionamiento e inversión, que las empresas puedan acceder a instrumentos 
de apoyo e incentivos, que se extienda y asiente la cultura del emprendimiento, que el trabajo autónomo y la 
economía social adquieran una relevancia esencial en el desarrollo productivo y que las empresas andaluzas 
se orienten hacia estrategias de internacionalización.

Se incorporan medidas concretas de incentivos al emprendimiento para hacer posible la efectividad de 
los principios a que responde la ley, particularmente para la atención de los sectores más desfavorecidos. 
En particular, estas medidas de incentivos, que pueden no tener carácter competitivo, pretenden atender a 
formas de emprendimiento de segunda oportunidad o de preemprendimiento que requieran una atención 
también especial, junto con las situaciones asociadas a la maternidad.

III

En el marco del artículo 157, apartados 1 y 4, en que se fundamenta esta norma, y de los títulos com-
petenciales recogidos en el artículo 52, «Educación», artículo 53, «Universidades», artículo 58, «Actividad 
económica» y artículo 63, «Empleo, relaciones laborales y seguridad social», todos ellos del Estatuto de Auto-
nomía para Andalucía, la presente ley tiene por objeto promover el derecho al emprendimiento en condiciones 
de igualdad de oportunidades para cualquier ciudadano, impulsando un cambio social y el reconocimiento 
de la importancia que tiene la actividad emprendedora en una sociedad moderna y desarrollada. Es también 
objeto de esta norma la puesta en valor de la creatividad de la población andaluza, y hacer del mérito, del 
esfuerzo y de la capacidad la fuente de creación de más y mejores iniciativas empresariales innovadoras, 
competitivas, con proyección internacional y generadoras de empleo estable.

Con estos objetivos, la ley desarrolla un texto compuesto por un total de treinta y un artículos, tres dis-
posiciones adicionales, una disposición derogatoria y dos disposiciones finales.

El título preliminar, «Disposiciones generales», establece el objeto general de la presente ley, la definición 
del concepto de emprendimiento y los principios rectores que han de regir la actuación de la Administración 
en esta materia.

El título I, «Estructura de apoyo al emprendimiento», regula el Sistema Andaluz para Emprender, entendido 
como el conjunto de actuaciones que tienen como objeto promover el derecho al emprendimiento mediante 
el establecimiento de servicios de información, asesoramiento, asistencia técnica, formación, tutorización, 
preincubación e incubación para la creación de una empresa y el inicio de la actividad económica. Dichos 
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servicios cubrirán todas las fases del desarrollo de una idea emprendedora, desde el acceso a la investiga-
ción y la innovación hasta el proceso de creación, ejecución, desarrollo y consolidación de una empresa, e 
irán dirigidos a aumentar la probabilidad de supervivencia de las iniciativas emprendedoras.

El sistema se apoya en un conjunto de instrumentos y entidades que deben permitir la ejecución y la 
prestación de los servicios que se definen a través de una atención personalizada de los proyectos de 
emprendimiento. Los instrumentos son los Centros Andaluces de Emprendimiento, para apoyo a las inicia-
tivas de emprendimiento, en cuya estructura se conforma la Red de Puntos de Apoyo al Emprendedor, y 
la Red de Incubadoras de Empresas, para consolidar las iniciativas empresariales gestadas por el sistema.

En relación con las entidades, corresponde a Andalucía Emprende, Fundación Pública Andaluza, la pres-
tación de los servicios definidos en la ley, sin perjuicio de la posibilidad de participación de otras instituciones, 
agentes sociales y asociaciones en el Sistema Andaluz para Emprender que la misma contempla. De esta 
forma se reconoce la importante labor desarrollada en Andalucía por las corporaciones locales, los agentes 
económicos y sociales más representativos de la comunidad, las universidades y entidades e instituciones 
de la sociedad civil andaluza, como las cámaras de comercio, industria y navegación, o las asociaciones y 
organizaciones profesionales del trabajo autónomo, en el ejercicio de actividades y prestación de servicios 
en el ámbito del emprendimiento.

Como complemento a estos instrumentos, se crea y desarrolla el Portal Andaluz del Emprendimiento, 
plataforma digital que, a modo de ventanilla única, va dirigida a facilitar a las personas emprendedoras la 
información, las herramientas y el conocimiento de los instrumentos de apoyo a la actividad emprendedora 
y empresarial. Se editará el Mapa de Servicios y de Procedimientos para Emprender, dirigido a facilitar a las 
personas emprendedoras una información estructurada de los apoyos para emprender y de los trámites para 
la creación de una empresa, y se crea el Programa Andaluz de Formación para Emprender, con el objeto 
de ordenar un sistema integral de formación para el emprendimiento.

El título II, «Fomento del emprendimiento en sectores específicos», define y regula los principios y la 
caracterización de los programas y medidas para el fomento de la actividad emprendedora en el ámbito de 
las entidades de emprendimiento en economía social y en el medio rural.

En el marco jurídico de la Ley 5/2011, de 29 de marzo, de Economía Social, se establecen los criterios 
de base para el desarrollo de los instrumentos para la promoción y fomento de estas entidades.

Con el objetivo específico de impulsar el desarrollo sostenible y las oportunidades económicas generado-
ras de empleo y valor en el medio rural, se establecen las bases para fomentar la actividad emprendedora 
adaptada a las especificidades, fortalezas y carencias del medio.

Se implantarán Microprogramas Rurales para Emprender, como instrumentos impulsores de la actividad 
emprendedora en el medio, que complementen actuaciones de tipo más generalista, con actuaciones más 
ajustadas a las características socioeconómicas del punto rural en que se implanten.

Y en relación con la proposición no de ley aprobada por el Pleno del Parlamento de Andalucía, en sesión 
celebrada el día 25 de abril de 2013, este marco normativo establece las bases y los criterios para promover 
la regulación y aprobación del Estatuto de la Persona Emprendedora Rural de Andalucía.

El título III, «Fomento y difusión de la cultura emprendedora», establece las bases para el fomento de 
la cultura emprendedora en el ámbito del sistema educativo andaluz y universitario, como unión de cuatro 
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grandes competencias: la creatividad, la innovación, la responsabilidad social y el emprendimiento personal 
y colectivo, así como el reconocimiento social de las personas emprendedoras.

Por último, el título IV, «Plan General de Emprendimiento», recoge expresamente la elaboración y aproba-
ción de un plan general, entendido como instrumento de planificación, coordinación, seguimiento y evaluación 
de las políticas públicas desarrolladas en la materia, para garantizar la máxima eficacia y eficiencia en la 
consecución de los objetivos establecidos en esta ley.

La disposición adicional primera establece la adecuación, en su caso, de los estatutos de Andalucía 
Emprende, Fundación Pública Andaluza, al desarrollo de los servicios que la presente ley recoge, así como 
la fuente y formas de financiación mediante transferencias de financiación y transferencias de asignación 
nominativa.

La disposición final primera habilita al Gobierno para dictar las disposiciones necesarias en desarrollo de 
esta ley, y la disposición final segunda establece su entrada en vigor el día siguiente al de su publicación 
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

En la elaboración y tramitación de esta norma se ha dado cumplimiento a los principios de buena regulación 
exigidos en el procedimiento administrativo común de las Administraciones públicas, de conformidad con lo 
previsto sobre los mismos en los artículos 4 a 7 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, 
quedando por tanto justificada en la norma la eficacia de la misma, su necesidad y proporcionalidad, así 
como la necesaria seguridad jurídica, transparencia y eficiencia.

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.

La presente ley tiene por objeto fomentar el emprendimiento en Andalucía, en un marco de igualdad de 
oportunidades, conforme a los principios que la propia norma establece, el reconocimiento y puesta en valor de 
la actividad emprendedora, la innovación y la creatividad como un proceso de desarrollo personal y profesional, 
así como el fomento del emprendimiento de segunda oportunidad, apoyando de forma expresa a las personas 
emprendedoras que han tenido experiencias fallidas y optan por emprender nuevas iniciativas empresariales.

A tal fin, la presente norma regula los instrumentos y servicios para el impulso y desarrollo de la actividad 
emprendedora a través de la creación e implantación del Sistema Andaluz para Emprender.

Artículo 2. Definición.

En el marco de los objetivos establecidos en el anterior artículo, se entiende por emprendimiento el conjunto 
de actuaciones que se realizan para transformar una propuesta económica, social y ambientalmente viable en 
una actividad profesional o empresarial, que puede concluir con la constitución jurídica de una nueva empresa.
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Artículo 3. Principios rectores.

Los principios rectores de la actuación de la Administración en relación con las políticas de emprendimiento 
reguladas por esta ley son los siguientes:

a) El derecho de la persona a emprender, en igualdad de oportunidades, nuevas iniciativas empresariales.
b) La remoción de cualquier impedimento que limite o restrinja el desarrollo de cualquier iniciativa de esta 

naturaleza, especialmente cuando pueda derivarse de situaciones relacionadas con el género, edad, territorio 
o procedencia social o económica.

c) La unión y el fomento del conocimiento y el emprendimiento.
d) El reconocimiento social de la persona emprendedora.
e) El reconocimiento del emprendimiento en el ámbito rural, a través del apoyo y consolidación de la 

actividad emprendedora individual y colectiva.
f) La atención a especiales circunstancias de las personas emprendedoras, y en particular a aquellas con 

algún tipo de discapacidad o riesgo de exclusión social, a fin de asegurar su acceso en igualdad de opor-
tunidades a los instrumentos del Sistema Andaluz para Emprender recogidos en la presente ley, de forma 
que puedan a través de la vía del emprendimiento conseguir su inclusión laboral y social.

g) La igualdad efectiva entre hombres y mujeres, partiendo del necesario fomento de medidas de acción 
positiva para las mujeres en el ámbito del emprendimiento, de conformidad con lo previsto en la Ley Orgá-
nica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, y en la Ley 12/2007, de 26 
de noviembre, para la promoción de la igualdad de género en Andalucía.

h) La relación en el mercado en equilibrio con los derechos sociales, fomentando la inclusión de cláusulas 
sociales en el emprendimiento.

TÍTULO I
Estructura de apoyo al emprendimiento

CAPÍTULO I

Sistema Andaluz para Emprender

Artículo 4. Definición y objeto del sistema.

1. El Sistema Andaluz para Emprender se configura como un instrumento sistematizado y coordinado del 
conjunto de actuaciones dirigidas a facilitar la creación de una empresa y el inicio de la actividad económica, 
desde la propia propuesta y durante todo el proceso de creación, consolidación y desarrollo de la misma, 
que se extenderá a lo largo de los primeros cuatro años desde la constitución jurídica de la empresa, con 
independencia de su mayor extensión si así lo aconseja la viabilidad del proyecto.
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2. El Sistema Andaluz para Emprender tenderá a generar contextos en los que parques científicos y empre-
sariales, comunidades de emprendedores, inversores, emprendedores potenciales, grandes corporaciones, 
entidades públicas y universidades, entre otros, puedan encontrar facilidades para interactuar y crear nuevo 
valor, creando entornos más favorables a la innovación y el emprendimiento. La relación entre innovación y 
emprendimiento se caracterizará por su naturaleza colaborativa y por la existencia de actores diversos que 
establezcan relaciones de intercambio que deriven en nuevos servicios y propuestas de valor, claves para 
la innovación y el emprendimiento.

3. Las actuaciones para la prestación de los servicios que configura el Sistema Andaluz para Emprender 
no suponen el ejercicio de potestades públicas.

4. El Sistema Andaluz para Emprender se articulará con la participación institucional de los agentes eco-
nómicos y sociales más representativos de Andalucía, conforme a lo regulado por los artículos 6 y 7.1 de la 
Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical, y por la disposición adicional sexta del Texto 
Refundido del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, 
con la de las universidades y con la de la asociación de municipios y provincias de carácter autonómico de 
mayor implantación en Andalucía. Asimismo, se dará participación a aquellas entidades y organizaciones 
representativas de carácter social y económico, en el marco de la Ley 5/2011, de 29 de marzo, de Economía 
Social, y de la Ley 15/2011, de 23 de diciembre, Andaluza de Promoción del Trabajo Autónomo, que acrediten 
el ejercicio de actividades y prestación de servicios en el ámbito del emprendimiento.

Artículo 5. Servicios de apoyo y consolidación del emprendimiento en primera y segunda oportunidad.

1. Sin perjuicio de otras medidas que pudieran establecerse, las actividades de apoyo al emprendimiento, 
que se prestarán por los instrumentos y entidades que integran el Sistema Andaluz para Emprender, serán 
las siguientes:

a) Servicio de consultas. Para facilitar a las personas emprendedoras respuestas fiables, seguras, con-
trastadas y de calidad a sus consultas. El servicio implantará un sistema ordenado y estructurado de registro 
y evaluación de la calidad y rigor técnico de las respuestas.

b) Servicio de evaluación de propuestas. Para prestar una opinión estructurada, fiable y contrastada sobre 
la factibilidad de la propuesta emprendedora que se presente y sobre la adecuación de su modelo de negocio.

c) Servicio plan de empresa. Para garantizar a las personas emprendedoras la disponibilidad de un plan 
de empresa viable, como instrumento estructurado de planificación y guía en todo el proceso de creación y 
desarrollo de la empresa. Mediante este servicio se planificará, coordinará y dirigirá la participación de una 
red de expertos y especialistas en la definición y elaboración de los planes de empresas que se gestionen 
para emprender.

d) Servicio de consultoría-formación. Para proporcionar un nivel de asesoramiento y formación completo, 
contrastado y adaptado sobre el proyecto empresarial, una correcta estimación de riesgos y capacidad para 
la implantación y desarrollo de la iniciativa empresarial.

e) Servicio de tutorización de proyectos. Para proporcionar un paquete integrado de apoyos personaliza-
dos, para la mejora de la competitividad y consolidación del proyecto empresarial.
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f) Servicio de incubadoras de empresas. Para poner a disposición de las personas emprendedoras 
infraestructuras e instrumentos activos para la implantación y consolidación de iniciativas empresariales, 
especialmente en sectores tecnológicos, innovadores y de rápido crecimiento.

g) Servicio de nuevas oportunidades para emprender. Para prestar un servicio estructurado de apoyo 
a las personas emprendedoras que han tenido experiencias fallidas anteriores y optan por emprender una 
nueva iniciativa empresarial.

h) Servicio de iniciativas de emprendimiento colectivo. Para prestar un servicio especializado y adaptado 
a los requerimientos y necesidades específicas de las iniciativas de emprendimiento colectivo, desarrolladas 
por más de una persona, en la ejecución de un mismo proyecto.

i) Servicio de iniciativas de emprendimiento en economía social. Para prestar un servicio especializado 
y adaptado a los requerimientos y necesidades específicas de las iniciativas de emprendimiento bajo las 
fórmulas jurídicas de la economía social, en colaboración con las empresas de economía social de ámbito 
autonómico andaluz y carácter intersectorial inscritas en el registro correspondiente de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía.

j) Servicios de asesoramiento a emprendedoras y empresarias. Para prestar un servicio especializado 
desde la perspectiva de género, que permita la incorporación de las mujeres al ámbito de la innovación en 
igualdad de oportunidades, y facilite la participación de emprendedoras y empresarias a través de redes y 
contactos de negocio, en colaboración con las asociaciones profesionales de emprendedoras y empresarias 
de ámbito autonómico andaluz y carácter intersectorial inscritas en el registro correspondiente de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía.

k) Servicio de asesoramiento a emprendedores en el ámbito juvenil. Para prestar un servicio especializado 
a jóvenes menores de 35 años que quieran emprender y facilitar sus iniciativas.

l) Servicios de iniciativas innovadoras de alto valor social y potencial de crecimiento. Para prestar un 
servicio especializado y adaptado a los requerimientos y necesidades específicas de universitarios, pro-
fesionales e investigadores de las iniciativas cuyo objetivo sea desarrollar nuevas actividades productivas 
o de servicios.

m) Servicios de iniciativas de intraemprendimiento. Para prestar un servicio especializado y adaptado a 
los requerimientos y necesidades específicas de administraciones, organizaciones y empresas cuyo objetivo 
sea impulsar nuevas actividades productivas y de servicios.

n) Servicio de asesoramiento financiero. Para proporcionar un adecuado asesoramiento, particularmente 
en los supuestos de segunda oportunidad, sobre los instrumentos públicos y privados que faciliten específi-
camente la actividad inversora en el desarrollo del proceso de emprendimiento.

ñ) Servicio de acceso a la innovación tecnológica. Para establecer canales de comunicación entre la 
investigación y la innovación que se desarrolla en el sistema de I+D+i de Andalucía y los emprendedores.

o) Servicio de asesoramiento a personas emprendedoras para trabajadores y trabajadoras autónomos. Para 
prestar un servicio especializado con el fin de facilitar sus iniciativas a las personas que quieran emprender 
como trabajadores autónomos, en colaboración con las asociaciones profesionales del trabajo autónomo de 
ámbito autonómico andaluz y carácter intersectorial inscritas en el registro correspondiente de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía.
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p) Servicio de intercooperación. Para prestar un servicio consistente en la identificación de las mejores 
prácticas en la actividad emprendedora y para conseguir el intercambio de experiencias, conocimientos y 
oportunidades entre quienes forman el tejido empresarial y social andaluz.

2. Los servicios de apoyo que estructuran el Sistema serán de naturaleza multidisciplinar y desarrollados 
de forma coordinada, en colaboración con las entidades que lo integran, bajo principios de responsabilidad 
social y empresarial. Para ello, la Consejería competente en materia de emprendimiento articulará los proto-
colos y procedimientos que garanticen la eficiencia de dichos servicios de apoyo a la persona emprendedora.

3. Los trabajos y la prestación de servicios en red que se desarrollen desde el Sistema se instrumentarán 
en el marco de una plataforma digital. A tal fin se realizarán todas las gestiones que sean precisas para 
asegurar la accesibilidad universal a la plataforma digital, de forma que cualquier persona pueda acceder a 
la misma sin limitaciones por motivo de su discapacidad.

Artículo 6. Instrumentos.

1. El Sistema Andaluz para Emprender se estructura sobre los siguientes instrumentos:
a) Los Centros Andaluces de Emprendimiento. Instrumento de apoyo a las iniciativas de emprendimiento, 

incluidos dentro de Andalucía Emprende, Fundación Pública Andaluza, que desarrollarán las labores 
de fomento de la cultura y actividad emprendedoras conforme a los fines y servicios definidos en la 
presente ley.

La distribución territorial de los distintos Centros Andaluces de Emprendimiento formará la Red de Puntos 
de Apoyo al Emprendedor como conjunto de unidades para el asesoramiento y apoyo en la tramitación de 
los procedimientos relacionados con la creación de la empresa y el inicio de una actividad económica.

Dicha actividad se llevará a cabo, principalmente, a través de una atención personalizada de tutorización 
de los proyectos.

b) La Red de Incubadoras de Empresas. Red de centros y de infraestructuras físicas para consolidar 
iniciativas empresariales, integrados en Andalucía Emprende, Fundación Pública Andaluza, conectados a 
través de una plataforma digital que posibilitará el apoyo a los proyectos. En esta red se podrán integrar, 
mediante convenios de colaboración, dispositivos de otras administraciones y entes públicos, así como de 
agentes económicos y sociales o entidades u organizaciones representativas.

2. El personal que forme parte de estos instrumentos recibirá formación permanente que garantice la 
prestación de un servicio adecuado y personalizado a las necesidades de las personas emprendedoras bajo 
los principios rectores que marca la presente ley.

Artículo 7. Entidades.

1. Sin perjuicio de otros instrumentos o entidades públicos que puedan establecer medidas o incentivos a la 
actividad emprendedora con carácter general o en sectores específicos, corresponde a Andalucía Emprende, 
Fundación Pública Andaluza, adscrita a la Consejería competente en materia de emprendimiento, la prestación 
de los servicios definidos en la presente ley, de acuerdo con los fines y objetivos de esta.
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2. Corresponde a la Consejería competente en materia de emprendimiento la coordinación de los servicios 
que regula esta norma entre Andalucía Emprende, Fundación Pública Andaluza, y otras entidades públicas 
de la Junta de Andalucía, las universidades y otros agentes del conocimiento, cuando puedan establecer 
medidas u otorgar incentivos a la actividad emprendedora con carácter general o en sectores específicos.

3. Asimismo y conforme la normativa aplicable, la Consejería competente en materia de emprendimiento 
promoverá la participación y las iniciativas de las corporaciones locales, las cámaras de comercio, industria 
y navegación, los agentes sociales y económicos más representativos de la Comunidad, las universidades 
andaluzas y el conjunto de entidades, asociaciones de trabajo autónomo, y otras instituciones de la socie-
dad civil andaluza que acrediten desarrollar actividades en la promoción y apoyo del emprendimiento o la 
economía social en el marco del Sistema Andaluz para Emprender.

Dicha participación podrá darse, en particular, en materia de asesoramiento, formación, tutorización y 
acompañamiento de las personas emprendedoras.

CAPÍTULO II

Instrumentos complementarios de apoyo

Artículo 8. Apoyo al acceso a la financiación.

1. La Administración de la Junta de Andalucía, en el desarrollo de sus competencias, fomentará la acce-
sibilidad al crédito y a fórmulas de microcrédito para el desarrollo de iniciativas empresariales, especialmente 
para proyectos de carácter emprendedor promovidos en el ámbito de esta ley.

La Administración de la Junta de Andalucía podrá realizar una labor de asesoría en materia de interme-
diación entre personas físicas que deseen ser inversores privados minoritarios y personas emprendedoras 
que necesiten apoyo de capital para su crecimiento, fomentando fórmulas tales como la de business angels 
y fondos de inversión, de cara a realizar no solo participaciones minoritarias de carácter económico para 
emprendedores, sino también desde un apoyo al crecimiento de las iniciativas emprendedoras con la propia 
experiencia empresarial de estas personas.

Igualmente, se prestará especial atención al emprendimiento de segunda oportunidad con medidas específicas 
que se establecerán con carácter reglamentario para apoyar la financiación de este tipo de emprendedores.

2. Igualmente, se regularán programas y medidas para impulsar la financiación sostenible de proyectos 
emprendedores, en sus distintas fases de creación, consolidación y crecimiento, al menos, mediante:

a) Líneas específicas de avales a través de sociedades de garantía recíproca.
b) Líneas de préstamos participativos con financiación pública para proyectos emprendedores.
c) Instrumentos de capital riesgo y capital semilla con financiación pública y/o privada.
d) Microcréditos dirigidos a personas emprendedoras y microempresas que lleven operando menos de 

dos años y con planes de viabilidad. Se promoverán principalmente los microcréditos a mujeres, jóvenes y 
personas con discapacidad.
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e) La promoción de acuerdos periódicos con distintas entidades públicas o privadas para posibilitar el 
acceso al crédito a los emprendedores.

f) El ofrecimiento a los emprendedores, autónomos, microempresas, pequeñas y medianas empresas 
de las herramientas necesarias para el autodiagnóstico de su situación, como instrumento facilitador de las 
medidas a adoptar y de la consecución de financiación.

g) El refuerzo y ampliación de las medidas de apoyo al emprendedor, autónomo, microempresa y pequeña 
y mediana empresa, en relación con la compensación de los tipos de interés.

h) El establecimiento de mecanismos de financiación de los costes de la protección de la propiedad 
industrial e intelectual para emprendedores.

3. En el marco de los instrumentos financieros establecidos en este artículo, se regularán líneas específicas 
y diferenciadas de apoyo, al menos, a los siguientes tipos de emprendedores o proyectos:

a) Proyectos tecnológicos e innovadores.
b) Proyectos creativos e innovadores.
c) Iniciativas empresariales derivadas de proyectos de investigación en el marco de las enseñanzas uni-

versitarias, de bachillerato y de formación profesional.
d) Proyectos con alta capacidad exportadora.
e) Proyectos de cooperación.
f) Emprendedores que inician un nuevo proyecto empresarial después de haber tenido experiencias anteriores.
g) Iniciativas empresariales emprendidas por mujeres o personas menores de 30 años o mayores de 45 años.
h) Iniciativas emprendedoras propuestas por personas con discapacidad.

Artículo 9. Plan de apoyo a la cooperación y la concentración empresarial.

La Administración de la Junta de Andalucía impulsará el diseño de políticas destinadas a impulsar y 
favorecer proyectos de concentración y cooperación empresarial en todos los sectores productivos, espe-
cialmente en aquellos en los que un tamaño mínimo puede ser un factor de desventaja competitiva, y 
fomentará el redimensionamiento empresarial que facilite el incremento del tamaño medio de las empresas 
andaluzas y de la competitividad.

A tal fin, la Consejería competente en materia de emprendimiento elaborará un plan de apoyo a la coope-
ración y la concentración empresarial, que contemplará las líneas estratégicas y el conjunto de medidas que 
permitan la consecución de sus objetivos.

Artículo 10. Mapa de Servicios y de Procedimientos para Emprender.

Con el objeto de garantizar información sobre los instrumentos y apoyos básicos para el emprendimiento, 
así como sobre el conocimiento del marco normativo y los trámites para la creación de una empresa y el 
inicio de la propia actividad empresarial, la Consejería competente en materia de emprendimiento elaborará 
y mantendrá en continua actualización un Mapa de Servicios y de Procedimientos para Emprender, que se 
publicará en el Portal Andaluz del Emprendimiento.
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Artículo 11. Portal Andaluz del Emprendimiento.

1. Con el mismo fin que el previsto en el artículo anterior, la Consejería competente en la materia creará 
y desarrollará el Portal Andaluz del Emprendimiento, para que los emprendedores puedan acceder a toda 
la información sobre los procedimientos necesarios para el inicio, ejercicio y conclusión de una actividad 
emprendedora, así como para la realización de los trámites preceptivos para ello.

2. El Portal, que se integrará en el Portal de la Administración de la Junta de Andalucía, permitirá el 
acceso rápido, directo y por medios electrónicos a toda la información e instrumentos dispuestos por el Sis-
tema Andaluz para Emprender para las personas y la actividad emprendedoras, incorporando la Consejería 
competente las tecnologías precisas para garantizar la interoperabilidad de los distintos sistemas.

3. Así, en el marco de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, la Administración pública andaluza impulsará y desarrollará la tramitación elec-
trónica de los procedimientos administrativos vinculados directamente a la constitución de empresas y al 
inicio de la actividad económica.

4. La Administración de la Junta de Andalucía pondrá a disposición de los emprendedores información sobre 
los procedimientos, así como los modelos unificados actualizados de declaración responsable y de comunicación, 
en los que se recogerán de manera clara y expresa los requisitos exigidos por el ordenamiento para cada proce-
dimiento, así como un listado permanentemente actualizado de todos los procedimientos en los que se admiten.

Artículo 12. Simplificación y eliminación de trabas administrativas.

1. La Administración de la Junta de Andalucía determinará las áreas prioritarias de actuación en orden 
a proceder a la progresiva reducción y eliminación de cargas administrativas que generen un mayor coste 
a la actividad emprendedora.

2. Conforme a lo establecido en el artículo 14 de la Ley 39/2105, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, los procedimientos administrativos, competencia de 
la Junta de Andalucía, sobre incentivos y ayudas que afecten a la actividad emprendedora y al colectivo de 
autónomos, se realizarán obligatoriamente mediante tramitación electrónica, y la Administración de la Junta de 
Andalucía quedará también obligada a propiciar la consulta de forma telemática del estado de dicha tramitación.

CAPÍTULO III

Programa Andaluz de Formación para Emprender

Artículo 13. Creación y objeto.

La Consejería competente en materia de emprendimiento, en colaboración con las Consejerías competen-
tes en materia de formación profesional reglada y formación profesional para el empleo y las universidades 
andaluzas, establecerá e implantará el Programa Andaluz de Formación para Emprender, con el objeto de 
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ordenar un sistema integral y progresivo de formación, y desarrollar las capacidades, habilidades y conoci-
mientos para el impulso de nuevas iniciativas empresariales, innovadoras y creativas.

Artículo 14. Definición y contenidos de los programas.

La Consejería competente en materia de emprendimiento, con la colaboración de las Consejerías compe-
tentes en materia de formación profesional reglada y formación profesional para el empleo, las universidades, 
así como las organizaciones más representativas del trabajo autónomo y las de carácter empresarial y sindical, 
definirá los programas y contenidos que conformarán el Programa Andaluz de Formación para Emprender, 
en base a la detección de necesidades formativas previas, y elaborará los manuales, módulos y materiales 
que correspondan para monitores y alumnado, así como su metodología en la modalidad presencial. En los 
mismos términos, se configurarán versiones digitales del programa, para su desarrollo en la modalidad de 
teleformación.

TÍTULO II
Fomento del emprendimiento en sectores específicos

CAPÍTULO I

Emprendimiento en economía social

Artículo 15. Medidas y objetivos de emprendimiento en economía social.

1. El Consejo de Gobierno promoverá programas y medidas para impulsar la cultura y la actividad 
emprendedora en el ámbito de las entidades de la economía social, que se enmarcarán en los objetivos de 
fomento y difusión que establece la Ley 5/2011, de 29 de marzo, de Economía Social. En la elaboración de 
los mismos se dará participación a las organizaciones representativas de la economía social y al resto de 
entidades que formen parte del Sistema Andaluz para Emprender.

2. Tendrán como base los siguientes objetivos en relación con el emprendimiento en economía social:
a) Difundir y poner en valor los principios orientadores recogidos en el artículo 4 de la Ley 5/2011, de 29 

de marzo, de Economía Social.
b) Impulsar la innovación social en la identificación y aplicación de soluciones prácticas a problemas sociales.
c) Promover el emprendimiento en economía social, en general, y en sectores de interés estratégico, en particular.
d) Diversificar sus actividades e iniciativas económicas y sociales.
e) Elevar los niveles de formación, contenidos y capacitación para acometer iniciativas de esta naturaleza.
f) Atraer al sector de la economía social iniciativas innovadoras y con altos niveles de cualificación.
g) Explotar las ventajas comparativas y diferenciales que aportan los principios y valores que lo conforman.
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h) Impulsar espacios compartidos y de cooperación.
i) Impulsar la creación de redes.
j) Mejorar el acceso a fuentes de financiación, así como a nuevas formas de financiación, para iniciativas 

de esta naturaleza.
k) Fomentar una mayor participación ciudadana a través de estas iniciativas.
l) Fomentar la integración social de colectivos en situación de desventaja social.
m) Mejorar el acceso a recursos humanos especializados.
n) Poner en valor la importancia de la actividad orientada al respeto y cumplimiento de los derechos 

laborales de las personas trabajadoras que conforman el tejido productivo y la protección de los consumi-
dores y usuarios.

CAPÍTULO II

Emprendimiento en el medio rural

Artículo 16. Medidas y objetivos de emprendimiento en el medio rural.

En función de necesidades previamente identificadas, el Consejo de Gobierno promoverá un conjunto de 
líneas y medidas de actuación para fomentar la cultura y la actividad emprendedora adaptadas al medio rural.

Las líneas y medidas de actuación en este ámbito tendrán como base los siguientes objetivos:
a) Mejorar el atractivo de las actividades del medio rural.
b) Diversificar las actividades en el ámbito rural, promoviendo la acción emprendedora en sectores de 

interés estratégico.
c) Elevar los niveles de formación y capacitación de la población rural en sectores de interés estratégico.
d) Potenciar el emprendimiento en nuevos yacimientos de empleo verde.
e) Atraer al medio rural iniciativas con altos niveles de cualificación.
f) Atraer iniciativas con alto nivel de cualificación vinculadas específicamente a proyectos emprendedores 

que permitan la transición hacia una economía verde.
g) Explotar las ventajas diferenciales que aportan las nuevas tecnologías de la información y la comuni-

cación para el medio rural, con la finalidad de disminuir la desigualdad de oportunidades.
h) Potenciar el aprovechamiento de los recursos naturales y culturales del medio rural, tomándolos como 

base de un nuevo desarrollo emprendedor sobre productos y servicios de mayor valor añadido que permitan 
complementar las rentas de las personas emprendedoras.

i) Mejorar la actividad comercial fortaleciendo los canales cortos de distribución, sin que ello sea obstáculo 
para el conocimiento y acceso a nuevos mercados nacionales e internacionales.

j) Impulsar espacios compartidos para el emprendimiento.
k) Mejorar el acceso a recursos humanos especializados.
l) Mejorar el acceso a recursos tecnológicos.
m) Impulsar el comercio rural vinculado al sector artesano, favoreciendo los circuitos comerciales de cercanía.



BOLETÍN OFICIAL DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

Núm. 689	 X LEGISLATURA	 3 de mayo de 2018

Pág. 48

n) Reforzar el trabajo de las estructuras y entidades ya existentes en el medio rural en materia de impulso 
del emprendimiento.

ñ) Identificar los valores a promover en la relación de los emprendedores con los consumidores y usuarios 
de los bienes y servicios que pongan en el mercado.

Artículo 17. Zonas rurales y grupos poblacionales.

A los solos efectos de la presente ley y de los programas, líneas y medidas que se establezcan para el fomento 
de la actividad emprendedora en el medio rural, la Consejería competente en la materia de desarrollo rural estable-
cerá una clasificación de zonas rurales y grupos poblacionales, y facilitará informes sobre necesidades específicas 
detectadas, proyectos o nuevas actividades con potencial que puedan ser desarrollados en las distintas zonas.

Artículo 18. Microprogramas rurales para emprender.

Las Consejerías competentes en materia de emprendimiento y en desarrollo rural aprobarán e implantarán 
microprogramas rurales como instrumentos para la ejecución y desarrollo de un conjunto de actuaciones 
dirigidas a promover el inicio o puesta en marcha de actividades ajustadas al mundo rural.

En función de informes previos sobre necesidades específicas detectadas, proyectos o nuevas actividades con 
potencial que puedan ser desarrollados en las distintas zonas, los microprogramas podrán definir y desarrollar 
nuevas profesiones basadas en el ejercicio de actividades complementarias a las profesiones básicas del medio 
rural, así como instrumentos y metodologías específicas de acompañamiento a las personas emprendedoras.

Artículo 19. Estatuto de la Persona Emprendedora Rural.

El Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía aprobará mediante decreto el Estatuto de la Persona 
Emprendedora Rural de la Comunidad Autónoma de Andalucía, a propuesta de la persona titular de la Con-
sejería competente en materia de emprendimiento.

CAPÍTULO III

Emprendimiento en alto valor añadido y empresas de base tecnológica

Artículo 20. Segmentos de valor añadido.

1. A los solos efectos de la presente ley y de los programas, líneas y medidas que se establez-
can para impulsar la creación de empresas y su crecimiento en segmentos de alto valor añadido y 
actividades de base tecnológica en Andalucía, la Consejería competente en materia de investigación, 
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desarrollo e innovación, establecerá una clasificación de segmentos de alto valor añadido, transfe-
rencia de conocimientos, capacidades y tecnología.

2. Sin perjuicio de lo establecido en el Decreto Legislativo 1/2013, de 8 de enero, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley Andaluza de Universidades, en el ámbito exclusivo de las compe-
tencias de la Comunidad Autónoma de Andalucía y con respeto a la autonomía universitaria, el sistema 
universitario andaluz potenciará la transferencia del conocimiento a la sociedad, para la mejora del bien-
estar y la competitividad, mediante el desarrollo de proyectos e iniciativas en colaboración con el sector 
productivo, tales como la constitución de empresas innovadoras de base tecnológica, la generación de 
polos de innovación mediante la concurrencia en un mismo espacio físico de centros universitarios y de 
empresas, o la puesta en marcha de entidades para el uso y aprovechamiento, industrial o comercial, 
de las innovaciones, de los conocimientos científicos y de los resultados obtenidos y desarrollados por 
los agentes de investigación y universidades.

Artículo 21. Medidas de consolidación de la actividad emprendedora.

Con el fin de facilitar la consolidación de la actividad emprendedora, la Consejería competente en eco-
nomía, en coordinación con las Consejerías competentes en emprendimiento y empresa, podrá establecer, 
entre otras, las siguientes medidas:

a) El fomento de la aplicación de principios de excelencia en la gestión.
b) El asesoramiento en estrategias, metodologías y técnicas de gestión que garanticen la eficiencia de 

los procesos, así como el asesoramiento en materia sectorial, fomentando el asociacionismo y la creación 
y puesta en marcha de clústeres sectoriales.

c) La puesta a disposición para las personas emprendedoras de redes de contactos de proveedores, 
clientes y mercados.

d) El apoyo al desarrollo de una estrategia personalizada de internacionalización desde el momento inicial 
de la empresa.

e) Facilitar la mentorización y el entrenamiento en su fase inicial.
f) Fomentar el uso de herramientas para la incorporación de elementos de diseño, innovación y desarrollo 

del negocio en Internet.

CAPÍTULO IV

Emprendimiento individual

Artículo 22. Objetivos y medidas.

El Consejo de Gobierno promoverá el reconocimiento, apoyo y fomento del emprendimiento individual, 
fundamentalmente en los sectores señalados en el presente título y particularmente de mujeres y jóvenes.
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Las acciones para promover el emprendimiento individual, que habrán de conectarse con las previstas 
en la Ley 15/2011, de 23 de diciembre, Andaluza de Promoción del Trabajo Autónomo, y responderán a los 
principios recogidos en la presente ley, se referirán en concreto:

a) Al reconocimiento del trabajo autónomo como forma de emprendimiento de oportunidad en los términos 
contemplados en la presente ley.

b) A elevar los niveles de formación y capacitación de los emprendedores individuales, fundamentalmente 
en el proceso actual de digitalización de la economía.

c) A mejorar el acceso a la internacionalización de sus productos y a los nuevos procesos de comercia-
lización, organización y producción.

d) A reforzar el trabajo con las asociaciones que representan a los trabajadores autónomos y a las asocia-
ciones empresariales y sindicales más representativas para la promoción de esta forma de emprendimiento 
de oportunidad y la remoción de los obstáculos para el desarrollo de su actividad.

e) A favorecer el desarrollo de actividades de emprendimiento individual de determinados sectores con 
dificultades de acceso y, muy particularmente, de mujeres y jóvenes para hacer efectivo el derecho a empren-
der en condiciones de igualdad.

Artículo 23. Medidas de incentivo del emprendimiento individual.

1. Las medidas de apoyo al emprendimiento individual serán las que se recogen en la presente ley 
y las que establezca el Consejo de Gobierno, o en su caso la Consejería competente en materia de 
emprendimiento, dentro de las medidas de planificación de apoyo al trabajo autónomo previstas en la 
Ley 15/2011, de 23 de diciembre, Andaluza de Promoción del Trabajo Autónomo.

2. Las medidas a que se refiere el apartado anterior se incardinarán en la remoción de los obstáculos 
que impidan el desarrollo de cualquier iniciativa emprendedora, sobre todo cuando dichos obstáculos se 
relacionen con el género, edad, territorio o procedencia social o económica, atendiendo principalmente a 
mujeres y jóvenes.

Dichas medidas podrán ser complementarias de las que, en su caso, estén establecidas a nivel estatal.
3. Se considerarán como medidas específicas, que, en su caso, tendría el régimen de incentivos en 

concurrencia no competitiva, las siguientes:
a) Incentivos para favorecer e impulsar el emprendimiento de oportunidad en su fase inicial. Para el cál-

culo de estos incentivos se podrán tomar como referencia los costes iniciales de Seguridad Social previstos 
para las personas beneficiarias del régimen de tarifa plana y de reducciones o bonificaciones en la cotización 
de Seguridad Social previsto en el artículo 31 de la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del Trabajo 
Autónomo, en tanto reúnan los requisitos previstos en dicha norma.

b) Incentivos para atender a la conciliación personal, particularmente en las situaciones relacionadas con 
el embarazo y la maternidad.

c) Medidas de apoyo al reemprendimiento o emprendimiento de segunda oportunidad. En este sentido, 
en el ámbito de las competencias que le son propias, la Administración de la Junta de Andalucía establecerá 
medidas que faciliten la eliminación de los principales obstáculos que perciben las personas emprendedoras 
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de segunda oportunidad, particularmente los relacionados con el acceso a la financiación. Además, en el 
marco de los procedimientos específicos para la compensación de deudas de naturaleza pública, las personas 
emprendedoras o trabajadoras autónomas podrán solicitar la compensación de las deudas que mantengan 
con la Junta de Andalucía con los créditos reconocidos por esta a su favor por actos administrativos, ya 
tengan origen tributario o no tributario.

d) Otras medidas relacionadas con la consolidación y continuidad de iniciativas emprendedoras. En par-
ticular, estas medidas podrán vincularse a la creación de empleo y a la mejora de la competitividad.

e) Específicamente, el Consejo de Gobierno, o en su caso la Consejería competente en materia de 
emprendimiento, podrá establecer medidas para favorecer el acceso a microcréditos, avales o préstamos 
participativos que garanticen fórmulas suficientes de financiación de los proyectos en los términos previstos 
en el artículo 8 de la presente ley.

TÍTULO III
Fomento y difusión de la cultura emprendedora

Artículo 24. Educación Secundaria y Formación Profesional.

1. En el ámbito de la Educación Secundaria y la Formación Profesional, la Administración educativa 
contribuirá a estimular el espíritu innovador y cooperativo a través de su integración en el desarrollo 
curricular de la enseñanza no universitaria, en función del correspondiente ciclo educativo y atendiendo 
particularmente a los siguientes objetivos:

a) Promover la educación en los valores de responsabilidad social que debe atender cualquier acti-
vidad emprendedora y empresarial.

b) Promover la educación en valores como el esfuerzo, la realización personal, el liderazgo, la ges-
tión de equipos humanos, la resolución de conflictos, el aprendizaje, la cooperación o la capacidad de 
asumir riesgos, entre otros, que caracterizan la actividad emprendedora.

c) Fomentar e incorporar el concepto de ética en la actividad emprendedora, como línea transver-
sal del currículo, basado, entre otros aspectos, en la vinculación al territorio, la corresponsabilidad, la 
atención de valores ciudadanos fundamentales, como la igualdad, la interdicción de la discriminación 
y la ecología, así como el cumplimiento de los códigos deontológicos.

d) Garantizar que la importancia del espíritu innovador y cooperativo se refleje adecuadamente en 
el material didáctico y en la formación del profesorado, de acuerdo con los valores enunciados.

2. En el ámbito específico de la Formación Profesional, la Administración educativa procederá a 
una adecuación constante de la oferta formativa, reglada y no reglada, a las necesidades de formación 
generales y específicas de personas emprendedoras, personas trabajadoras, tanto por cuenta propia 
como por cuenta ajena, y empresas. Particularmente, se prestará una atención especial a la formación 
en nuevas capacitaciones profesionales ligadas a la innovación.
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Artículo 25. Sistema universitario.

Con respeto a la autonomía universitaria, la formación universitaria incluirá, en el desarrollo curricular de los 
estudios, competencias en materia de emprendimiento, incorporando recursos y nuevas líneas de actuación.

Estos instrumentos estarán relacionados con procesos y métodos innovadores ligados al desarrollo de 
nuevas iniciativas emprendedoras, con la cooperación para generar ecosistemas de impulso al empren-
dimiento, con la creación de empresas de base tecnológica e innovadoras, con la investigación universi-
taria vinculada a la actividad emprendedora y con la internacionalización de iniciativas emprendedoras.

Artículo 26. Reconocimiento social de la actividad emprendedora.

La Administración de la Junta de Andalucía promoverá el reconocimiento social de las actividades empren-
dedoras socialmente responsables mediante premios, distinciones o campañas de difusión.

TÍTULO IV
Plan General de Emprendimiento

Artículo 27. Objeto.

Como instrumento básico de planificación, coordinación, ejecución, desarrollo y evaluación de las políticas 
públicas que se desarrollen en materia de emprendimiento, y con el objeto de alcanzar la máxima eficacia 
y eficiencia en la consecución de los objetivos marcados por esta ley, la Consejería competente en materia 
de emprendimiento elaborará el Plan General de Emprendimiento.

Artículo 28. Estructura.

1. El Plan establecerá los mecanismos, procedimientos y metodologías de ejecución del conjunto de 
políticas para el fomento de la cultura y la actividad emprendedora que define y estructura la presente ley, 
y se conformará con el siguiente contenido:

a) Análisis del entorno. Con referencia al ámbito comunitario, nacional, autonómico y local relacionado 
con la cultura y la actividad emprendedora y empresarial.

b) Diagnóstico del emprendimiento en Andalucía. Análisis de la situación presente, tendencias y escenarios 
previsibles. Sectores estratégicos y perfil de la persona emprendedora.

c) Definición de necesidades y objetivos estratégicos y operativos para cada una de las áreas básicas 
de actuación.

d) Definición de las prioridades de acción y desarrollo de programas, instrumentos y medidas de los 
objetivos establecidos.
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e) Medidas de coordinación interadministrativa y con las iniciativas privadas de fomento del emprendimiento.
f) Programas de seguimiento y evaluación, estableciendo indicadores territoriales que permitan el aná-

lisis comparativo.
2. El Plan podrá prever programas específicos de emprendimiento de ámbito territorial, sectorial o social. 

En particular el Plan contará con programas específicos para la economía social y medio rural y para el 
emprendimiento en segmentos de alto valor añadido y actividades de base tecnológica.

Artículo 29. Procedimiento para la formulación y aprobación.

1. El Plan se formulará mediante acuerdo del Consejo de Gobierno, a propuesta de la persona titular 
de la Consejería competente en materia de emprendimiento, y establecerá los objetivos generales, el plazo 
de elaboración, los instrumentos básicos de evaluación y seguimiento y la composición y funciones de la 
comisión de redacción, en la que estarán representadas las entidades locales andaluzas, los agentes econó-
micos y sociales más representativos, así como las entidades y organizaciones representativas de carácter 
social y económico, en el marco de la Ley 15/2011, de 23 de diciembre, Andaluza de Promoción del Trabajo 
Autónomo, y la Ley 5/2011, de 29 de marzo, de Economía Social, que acrediten el ejercicio de actividades 
y prestación de servicios en el ámbito del emprendimiento.

2. Será sometido a información pública y audiencia de las Administraciones públicas implicadas y de las 
entidades que formen parte del Sistema Andaluz para Emprender.

3. El Plan habrá de ir acompañado de informe de impacto de género, de la correspondiente memoria 
económica y de la asignación de recursos económicos suficientes que garanticen su aplicación.

4. El Plan será aprobado por decreto del Consejo de Gobierno, previa consulta a la Comisión Delegada 
para Asuntos Económicos, y será remitido al Parlamento de Andalucía para su conocimiento.

Artículo 30. Seguimiento.

El Plan General de Emprendimiento será objeto de seguimiento, análisis y evaluación anual conforme a 
la normativa vigente en materia de evaluación de políticas públicas y contará con una comisión de segui-
miento en la que serán partícipes la Consejería competente en materia de emprendimiento y los agentes 
económicos y sociales más representativos.

Artículo 31. Producción estadística.

1. Asimismo, en el marco del Plan General de Emprendimiento, se establecerá un programa de inves-
tigación y producción de información estadística y cartográfica que se integrará en el Programa Anual del 
Sistema Estadístico y Cartográfico de Andalucía.

2. Las actividades estadísticas y cartográficas que resulten producirán información con la suficiente des-
agregación social, territorial y por sexos y segmentos de edad para responder a las necesidades y demandas 
para la gestión de las Administraciones públicas y la sociedad en general.
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Disposición adicional primera. Régimen de Andalucía Emprende, Fundación Pública Andaluza.

1. Andalucía Emprende, Fundación Pública Andaluza, modificará, en su caso, sus estatutos para 
el desarrollo de los servicios en el marco de los fines y objetivos previstos en la presente ley, de 
conformidad con la normativa que resulte de aplicación, y con la participación de las organizaciones 
sindicales más representativas.

2. La financiación de las actividades de la entidad instrumental Andalucía Emprende, Fundación Pública 
Andaluza, para el desarrollo de los servicios y actuaciones que tiene atribuidos, de conformidad con lo pre-
visto en la presente ley, se realizará a través de trasferencias de financiación, de explotación y de capital, y 
de transferencias de asignación nominativa.

Disposición adicional segunda. Plan General de Emprendimiento.

En un plazo máximo de un año desde la entrada en vigor de esta ley, deberá aprobarse y publicarse el 
Plan General de Emprendimiento.

Disposición adicional tercera. Plan de Mejora de la Regulación.

En el plazo de un año desde la entrada en vigor de la ley se aprobará por el Consejo de Gobierno de la 
Junta de Andalucía un Plan de Mejora de la Regulación que determinará:

a) Los procedimientos administrativos en los que corresponda sustituir el régimen de autorización por 
una declaración responsable o una comunicación, especialmente en aquellos casos en los que haya una 
carga administrativa innecesaria.

b) Los procedimientos para la inscripción en los registros dependientes de la Comunidad Autónoma y la 
obtención de autorizaciones autonómicas, en los que proceda reducir a la mitad los plazos, con un máximo 
de tres meses desde su inicio.

c) Los procedimientos de tramitación de ayudas e incentivos a los autónomos, que tendrán un plazo 
máximo para resolver y notificar de tres meses desde su inicio, y de dos meses para hacer efectivo el pago 
una vez publicada la resolución de concesión de las ayudas e incentivos.

d) Los procedimientos administrativos que afecten a la actividad emprendedora en los que corresponda 
establecer el silencio positivo, de acuerdo con los términos previstos por la legislación básica sobre proce-
dimiento administrativo común.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo previsto en la presente ley.
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Disposición final primera. Desarrollo reglamentario.

El desarrollo reglamentario de la presente ley se llevará a efecto en el plazo de seis meses desde la 
entrada en vigor de la misma, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 112 del Estatuto de Autonomía para 
Andalucía y 44.1 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente ley entrará en vigor el día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de 
Andalucía.
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INICIATIVA LEGISLATIVA

PROYECTO DE LEY

10-18/PL-000002, Proyecto de Ley de modificación de la Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para la pro-
moción de la igualdad de género en Andalucía

Apertura del plazo para proponer la comparecencia de agentes sociales y organizaciones
Sesión del Pleno del Parlamento de 25 de abril de 2018
Orden de publicación de 27 de abril de 2018

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

En el Pleno del Parlamento, el 25 de abril de 2018, en el transcurso de la sesión celebrada los días 25 y 26 del 
mismo mes y año, se celebró el debate de totalidad del Proyecto de Ley de modificación de la Ley 12/2007, de 26 
de noviembre, para la promoción de la igualdad de género en Andalucía (número de expediente 10-18/PL-000002).

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 112.1 del Reglamento de la Cámara, los diputados y 
grupos parlamentarios, mediante escrito dirigido a la Mesa de la Comisión de Igualdad y Políticas Sociales, 
dispondrán de un plazo de quince días para proponer a la Comisión la comparecencia ante la misma de 
agentes sociales y organizaciones que pudiesen estar interesados en la regulación del citado Proyecto de 
Ley, incluidas, en su caso, las Administraciones Públicas, plazo que finaliza el 14 de mayo de 2018.

Sevilla, 27 de abril de 2018.–
P.D. El letrado mayor del Parlamento de Andalucía,–

Javier Pardo Falcón.
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INICIATIVA LEGISLATIVA

PROPOSICIÓN DE LEY

10-18/PPL-000011, Proposición de Ley relativa a caminos públicos rurales de Andalucía

Presentada por el G.P. Socialista
Orden de publicación y remisión al Consejo de Gobierno
Sesión de la Mesa del Parlamento de 25 de abril de 2018
Orden de publicación de 27 de abril de 2018

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el 25 de abril de 2018, de conformidad con lo previsto en 
el artículo 124.2 del Reglamento de la Cámara, ha acordado ordenar la publicación en el Boletín Oficial del 
Parlamento de Andalucía y remitir al Consejo de Gobierno, a fin de que muestre su criterio respecto a la 
toma en consideración, así como conformidad o no a la tramitación si implicara aumento de los créditos o 
disminución de los ingresos presupuestarios, la Proposición de Ley relativa a caminos públicos rurales de 
Andalucía, (número de expediente 10-18/PPL-000011), presentada por el G.P. Socialista.

Sevilla, 25 de abril de 2018.–
P.D. El letrado mayor del Parlamento de Andalucía,–

Javier Pardo Falcón.

A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

El Grupo Parlamentario Socialista, al amparo de lo establecido en los artículos 123 y siguientes del 
Reglamento del Parlamento de Andalucía, presenta la siguiente 

PROPOSICIÓN DE LEY DE CAMINOS PÚBLICOS RURALES DE ANDALUCÍA

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La relación del hombre con el medio que lo rodea ha sido una constante en el devenir de los tiempos. 
Desde que la especie humana interactúa con su entorno más próximo en tiempos históricos, hasta la actual 
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multifuncionalidad del medio natural, la comunicación entre pueblos, predios, áreas naturales, zonas de 
invernada, trashumancia, etc., ha sido indispensable para la humanidad.

Desde un punto de vista histórico, puede considerarse que los caminos públicos rurales tienen una 
naturaleza inmemorial de uso público, que en parte tiene su origen en la red de vías pecuarias ya ins-
tauradas en el siglo XIII con el desarrollo de la Mesta. Pero es claro que no hace falta remontarse a 
la antigüedad, sino a la memoria histórica de los vecinos de más edad o a la memoria documental del 
mismo municipio, a la cartografía histórica moderna, generalmente del último cuarto del siglo XIX o del 
primero del siglo XX, para encontrar ya una red profusamente distribuida por el territorio, que venía a 
dar respuesta a las necesidades de comunicación, a los movimientos ganaderos, a los accesos a las 
distintas áreas rurales para poder desarrollar aprovechamientos naturales, a la comunicación entre pue-
blos, aldeas o cortijos, etc.

Esta red de caminos públicos rurales ha sufrido una evolución muy dispar en los últimos cincuenta años, 
en especial en la transformación de muchos de ellos en carreteras y en un incremento del tráfico motorizado, 
acentuado con la llegada del automóvil a principios del siglo XX, y la sustitución del transporte de merca-
derías de tracción animal por los de tracción mecánica. Todo ello dio lugar a la aparición de nuevas vías 
estandarizadas de transporte de mercancías y personas por carretera, que se consolidaron como la apuesta 
principal de la Administración española como medio de comunicación.

En la Comunidad Autónoma de Andalucía, el régimen legal de las vías de comunicación por carretera 
viene regulado por la Ley 8/2001, de 12 de julio, de Carreteras de Andalucía, completado en lo relativo a 
las carreteras secundarias por lo preceptuado en la Ley 11/1987, de 26 de diciembre, reguladora de las 
Relaciones entre la Comunidad Autónoma de Andalucía y las Diputaciones Provinciales de su territorio.

Así pues, nos encontramos ante una normativa que establece el régimen y uso del dominio público de 
carreteras, en su máxima expresión de sistema de comunicaciones, y la de los senderos en su expresión 
más rural y local regulados por la reciente Ley 3/2017, de 2 de mayo, de regulación de los senderos de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, encontrándonos ante un vacío normativo que afecta a la red intermedia 
que constituyen los caminos públicos rurales, que realmente es el dominio público viario que no se encuentra 
encuadrado en las citadas normas.

Los caminos públicos rurales de la Comunidad Autónoma de Andalucía son parte integrante del domi-
nio público viario andaluz que tiene en la actualidad más funciones y usos que la tradicional de comuni-
cación. Son, por tanto, en sí mismos una expresión rotunda del acervo cultural viario de Andalucía, en 
tanto actividades tradicionales como la agricultura, la ganadería, la forestal y la trashumancia, o la caza, 
han girado tradicionalmente en torno a los llamados caminos rurales, que en su mayoría son públicos. 
Por tanto, estos necesitan ser mantenidos, protegidos y conservados, resultando así conveniente dotar 
a las Administraciones andaluzas de una norma que potencie esas competencias, a fin de delimitar 
competencias e intervenir de forma directa en su conservación y, con ello, en el desarrollo sostenible del 
medio rural andaluz.

La Comunidad Autónoma tiene atribuidas, en su artículo 64, competencias exclusivas en el Estatuto de 
Autonomía sobre los caminos rurales cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en el territorio de la Comu-
nidad Autónoma.
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En Andalucía las diferentes Administraciones públicas —Junta de Andalucía, corporaciones locales y pro-
vinciales— disponen de una extensa red de caminos que debe ser integrada en esta Ley al objeto de regular 
y definir las competencias, las funciones y la coordinación en su identificación, gestión y mantenimiento.

Andalucía cuenta con una extensa red de caminos públicos rurales, muy superior a 60.000 kilómetros, red 
que constituye un elemento transcendental de comunicación social y económica, esencial en el medio rural, 
tanto agrícola como forestal, y fundamental para el desarrollo actual y futuro de la Comunidad Autónoma. 
La situación actual es crítica: existe un desconocimiento competencial de la propiedad en buena parte de 
ellos, una carencia de identificación y catalogación, así como una falta de normas comunes de señalización 
y conservación. Los caminos públicos rurales, tanto por su naturaleza jurídica como por su valor cultural e 
inmaterial, requieren de la protección de la Comunidad Autónoma, por ello se entiende necesaria la aproba-
ción de esta Ley que viene a cubrir un significativo vacío normativo.

Por todo ello, esta Ley tiene por objeto principal clarificar competencias, identificar y catalogar esta pro-
piedad pública y la conservación, protección y mantenimiento del patrimonio que constituyen los caminos 
públicos, así como compatibilizar la libre circulación en los mismos con los distintos usos a los que estos 
están sometidos y con los valores naturales de las zonas por las que discurren. Esta ordenación ya se 
encuentra regulada en diversos Estados miembros de la Unión Europea y en otras comunidades de España.

Del mismo modo, es imprescindible disponer de una estructura viaria especialmente diseñada para el 
desarrollo de las nuevas actividades económicas que comienzan a surgir en el medio rural en torno y como 
complemento de las actividades convencionales de la agricultura, ganadería o caza, entre las que cabe 
destacar el prometedor desenvolvimiento del turismo rural y de las pequeñas empresas de valorización de 
productos endógenos de calidad.

Por todo ello, la ordenación de la red de caminos públicos rurales en Andalucía ha de plasmarse en una 
norma de rango de ley que permita garantizar los fines de la misma, que debe basarse en un conjunto de 
principios básicos, con un trascendental valor jurídico, derivados de la necesidad de la conservación y pro-
tección de este patrimonio público, de compatibilizar los distintos usos e intereses que existen en el medio 
natural andaluz, en garantizar un uso público de los mismos, que permita la catalogación, registro y conser-
vación de la red, y en su caso la recuperación, estableciendo una estructura competencial clara según los 
distintos tipos de tramos de la red, en definir un marco de colaboración entre las distintas Administraciones 
implicadas y estas con el ámbito social y privado.

La ordenación y regulación del entramado de la red de caminos públicos tiene una enorme trascendencia 
para el desarrollo de las áreas rurales andaluzas, encontrándose en una situación deficiente, a pesar del 
gran esfuerzo desarrollado en los últimos años, tanto por los Ayuntamientos como por las Diputaciones o la 
propia Junta de Andalucía, existiendo además lagunas importantes en la normativa legal que dificultan en 
ocasiones la adopción de las decisiones más adecuadas.

Por los motivos expuestos y en virtud de las potestades reseñadas, la presente Ley pretende establecer 
un régimen jurídico moderno y eficaz que facilite la resolución de los problemas indicados, asegurando la 
coordinación funcional de las Administraciones implicadas.

La presente Ley desarrolla sus previsiones con el máximo respeto a la titularidad y adecuado ejercicio de 
estas, siendo especialmente cuidadosa con la autonomía local y la propiedad privada, teniendo como objetivos 
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más concretos que inspiran las disposiciones de la Ley los siguientes: la adecuación de su régimen a las 
necesidades actuales de comunicación, defensa del patrimonio público y sus elementos funcionales como 
patrimonio al servicio de la comunidad, o la adecuación de las mejoras y los usos de la red de caminos al 
entorno medioambiental del medio rural en el que están insertos.

Al objeto de cumplir sus objetivos, esta Ley se estructura en ocho títulos, cinco disposiciones adicionales, 
una disposición transitoria y una final.

El Título Preliminar, en el que se recogen las disposiciones generales, define a los caminos públicos 
rurales, establece su régimen jurídico, así como su clasificación.

El Título I, denominado «Dominio público viario», se ocupa de las potestades administrativas y del Catá-
logo de caminos públicos rurales.

El Título II aborda las relaciones interadministrativas y los traspasos de titularidad.
El Título III se ocupa de los instrumentos de planificación, su contenido y de los procedimientos de apro-

bación y modificación de los mismos.
El Título IV regula la financiación de las actuaciones en el dominio público viario.
El Título V se dedica a las obras realizadas en los caminos públicos rurales y la actualización del Catálogo 

si como consecuencia de las mismas se produjeran nuevas afectaciones de suelo al dominio público viario.
El Título VI define los usos compatibles y sus limitaciones.
El Título VII establece las condiciones para los usos y aprovechamientos distintos del general.
El Título VIII y último se ocupa del régimen sancionador, estableciendo las infracciones, sanciones y pro-

cedimiento.

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.

La presente Ley tiene por objeto definir el régimen jurídico, la clasificación, los usos y compatibilidad, 
titularidad y competencias de los caminos de titularidad pública que discurren por territorio andaluz, determi-
nando su titularidad y estableciendo los procedimientos de construcción, conservación y explotación de los 
mismos, así como las normas sobre su uso, protección y defensa.

Artículo 2. Definición y principios generales.

Los caminos públicos rurales son las vías públicas de comunicación terrestre de dominio público y de 
uso público que cubran las necesidades de acceso generadas en las áreas rurales, bien dando servicio 
a núcleos de población o a los predios agrarios, ganaderos y forestales, incluyendo en su concepto la 
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plataforma, el firme y sus elementos auxiliares que como tales se cataloguen y que, por no reunir las 
características técnicas y requisitos para el tráfico general de vehículos rodados, no puedan clasificarse 
como carreteras.

También se considerarán caminos públicos rurales aquellos que, estando en desuso, siguen considerán-
dose públicos y pueden recuperarse para ejercer una función a la sociedad.

Dentro del concepto de caminos públicos rurales, se incluyen los caminos y pistas forestales de los mon-
tes públicos andaluces que tengan la consideración de uso público, si bien se regirán por lo dispuesto en la 
legislación forestal y en la presente Ley.

No se consideran caminos públicos rurales, a efectos de esta Ley, las calles, plazas, paseos, otros viales 
urbanos, así como:

1. Los caminos de servicio de titularidad de la Administración del Estado.
2. Las vías de servicio cuyo itinerario discurra sensiblemente paralelo a unas carreteras o vías férreas 

respecto de las cuales tiene carácter secundario, conectando a esta solamente en algunos puntos y que 
sirve de acceso a las propiedades colindantes.

3. Los caminos de naturaleza privada.
4. Las servidumbres de paso constituidas sobre una finca privada en beneficio de una o más personas, 

o de una comunidad, a quienes no pertenezca la finca gravada, previa la correspondiente indemnización.

Artículo 3. Régimen jurídico.

En ejercicio de las funciones atribuidas a las Consejerías con competencias en materia de caminos públicos 
rurales, el régimen jurídico de los caminos públicos rurales de Andalucía se extiende a todos los aspectos 
relacionados con la planificación, financiación, proyecto, construcción, modificación, conservación, explotación, 
uso, protección, recuperación y defensa de estos caminos públicos rurales, así como a los relacionados con 
la integración de los mismos en su entorno.

Artículo 4. Clasificación.

Se establecen las siguientes categorías de caminos públicos rurales, de acuerdo con la definición prevista 
en el artículo 2 de la presente Ley:

a) Red primaria de caminos públicos rurales: la constituyen aquellos que siendo aptos para tránsito rodado 
motorizado:

• Constituyan el único acceso a un núcleo de población.
• Den acceso transitado entre localidades.
• Constituyan una comunicación de una localidad a la red de carreteras.
b) Red secundaria de caminos públicos rurales: la constituyen los que, no cumpliendo el apartado ante-

rior y siendo aptos para tránsito rodado motorizado, dan acceso y servicio a fincas agrícolas, ganaderas, 
forestales o de otra naturaleza situadas en el suelo no urbanizable. Su anchura debe posibilitar el paso de 
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la maquinaria necesaria para las labores agrícolas, ganaderas o forestales de las fincas o montes comuni-
cados por dichas vías.

c) Red terciaria de caminos públicos rurales: forman parte de la red terciaria los caminos de senderos, 
herradura, veredas y sendas, definidos en el anexo, y no aptos para el tránsito rodado motorizado.

Artículo 5. Usos y compatibilidad.

1. Usos. A los efectos de la presente Ley y su normativa de desarrollo se distinguen los siguientes usos 
de los caminos:

a) Comunicación: relacionado con la conexión entre poblaciones y el acceso a los servicios básicos de 
la población rural.

b) Rural: relacionado con las actividades agrícolas, ganaderas y forestales, incluyendo el transporte de 
maquinaria, vehículos, mercancías y personas vinculados con estas labores.

c) Medioambiental: relacionado con el acercamiento de los visitantes a los valores naturales y cultu-
rales de un espacio natural de una forma ordenada, segura y que garantice la conservación y difusión 
de tales valores por medio de la educación y la interpretación ambiental. Aquellos caminos en los que 
el uso medioambiental resulte preponderante tendrán la consideración de senderos de uso público del 
espacio natural y estarán señalizados a tal efecto e integrados en la Red de Equipamientos de Uso 
Público.

d) Deportivo: son caminos de uso deportivo aquellos que sean señalizados, homologados y autorizados 
atendiendo al procedimiento que se regule reglamentariamente, a los efectos de la práctica deportiva y, por 
tanto, se constituyan en una instalación deportiva no convencional, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 4.ñ).2.ª de la Ley 5/2016, de 19 de julio, del Deporte de Andalucía.

e) Turístico o recreativo: son caminos públicos rurales de uso turístico o recreativo aquellos en los que 
por su valor paisajístico o natural tengan diferentes servicios que de forma sostenible resulten compatibles 
con el respeto a otros usos y puedan ser usados libremente, con las excepciones que se establezcan en la 
normativa específica.

2. Compatibilidad. La regulación de los usos de los caminos de Andalucía se desarrollará reglamentariamente 
estableciendo un procedimiento específico que contemple instrumentos tales como informes preceptivos de 
las Consejerías correspondientes u otros organismos o entidades por razón de la materia, a fin de conciliar 
de forma ordenada los distintos usos que se puedan dar, todo ello de manera subordinada a la protección 
de los valores medioambientales del territorio.

Artículo 6. Titularidad.

1. La titularidad de los caminos públicos rurales se establece según la función que cumplen los mismos, 
recayendo sobre las Administraciones públicas que se indican a continuación:

a) La red primaria de caminos públicos rurales será de titularidad de la Diputación Provincial que discurra 
por el interior de su correspondiente límite provincial.
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b) La red secundaria de caminos públicos rurales será de titularidad de la Corporación Local por cuyo 
término municipal discurra aquella.

c) La red terciaria de caminos públicos rurales será de titularidad de la Administración propietaria del 
terreno por el que transcurran.

2. Serán titularidad de las Consejerías competentes en agricultura o medioambiente aquellos caminos 
públicos rurales que sean patrimoniales, adscribiéndose según el ámbito competencial.

3. Mediante acuerdo expreso entre las Administraciones públicas afectadas podrán establecerse cambios 
de titularidad en la red de caminos públicos rurales.

4. La construcción de caminos, acondicionamientos o mantenimientos por Administraciones distintas a la 
que ostente la competencia de los mismos no implicará cambio alguno en su titularidad, que permanecerá 
inalterada.

Artículo 7. Interés forestal.

La Consejería con competencias en materia de gestión forestal en Andalucía definirá la red de caminos 
rurales de interés forestal, que incluirá aquellos itinerarios de caminos y pistas forestales (de titularidad pública 
o privada) cuyo objeto principal consista en dar soporte a la conservación, aprovechamientos y usos de los 
sistemas forestales andaluces y a la acción de prevención y lucha contra incendios forestales.

Artículo 8. Fines.

La actuación de las Administraciones titulares de los caminos públicos rurales perseguirá los fines de 
planificación, construcción, modificación, conservación, explotación, protección y defensa, que corresponderán 
a las Administraciones públicas titulares de los caminos.

Las Administraciones públicas titulares de los caminos serán las responsables de garantizar la seguridad 
del tránsito en los caminos públicos rurales incluidos en los catálogos definidos en el artículo 12 de esta 
Ley, sin que ello suponga que dicha responsabilidad se extienda al uso indebido o al incumplimiento de las 
condiciones de uso y circulación.

La Administración titular de los caminos ordenará  la inmediata paralización de las actuaciones y la 
suspensión de los usos no autorizados o que no se ajusten a las condiciones establecidas en el régimen 
de usos del artículo 4 y en los definidos en el catálogo del artículo 11, sin perjuicio de la exigencia de las 
responsabilidades de todo orden que resulten procedentes.

La Consejería en materia de medioambiente podrá establecer limitaciones al tránsito en aplicación del 
artículo 28 de la Ley 7/1999, de 17 de julio, de Prevención y Lucha contra los Incendios Forestales; así 
como en tanto no se desarrolle reglamentariamente esta Ley, los caminos públicos rurales incluidos en la 
Red de Espacios Naturales Protegidos de Andalucía, derivada de la Ley 2/1989, de 27 de julio, por la que se 
aprueba el Inventario de Espacios Naturales Protegidos de Andalucía y se establecen medidas adicionales 
para su protección, se regirán por lo que se determine en sus respectivos Planes de Ordenación de Recursos 
Naturales y/o por los Planes Rectores de Uso y Gestión.
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TÍTULO I
Dominio público viario

Artículo 9. Régimen demanial.

Los caminos públicos rurales de titularidad pública de Andalucía son bienes de dominio y uso público, 
por lo que son inalienables, inembargables e imprescriptibles. Ni su titularidad ni las actuaciones públicas 
destinadas a su construcción, conservación o explotación pueden estar sometidas a tributo alguno.

Artículo 10. Alcance del dominio público.

1. Forman parte de los caminos y, por tanto, del dominio público viario, además de la calzada o superficie 
destinada al tráfico rodado, todos los elementos de su explanación, tales como arcenes, cunetas, taludes 
y terraplenes, puentes, obras de fábrica, elementos de señalización y protección, terrenos de servicio y, en 
general, todos los elementos construidos en función del camino.

2. La sección transversal de un camino rural la constituyen:
a) Calzada o zona de camino destinada a la circulación, que puede tener uno o dos carriles.
b) Arcenes o guardafirmes, que ocupan las bandas exteriores a ambos lados de la plataforma, y quedan 

enrasados con el nivel de la calzada hasta los bordes de aquella.
c) Plataforma: integrada por el conjunto de calzada y arcenes o guardafirmes.
d) Bombeo o pendiente transversal de la plataforma desde el centro hacia sus bordes.
e) Cunetas con sus correspondientes taludes interior y exterior.
f) Firme, siendo este el conjunto de capas colocadas sobre la explanada o explanación para permitir la 

circulación en condiciones de comodidad y seguridad.
Las capas que pueden constituir el firme son la capa de rodadura, la base y la subbase, pudiendo apo-

yarse esta en la explanación mejorada o en una capa anticontaminante.
3. El titular del camino rural podrá proponer de oficio, cuando quede acreditado el interés público, la 

modificación de trazado o de la anchura de un camino, siendo necesario para ello la conformidad de los 
afectados, previo trámite de audiencia, así como el sometimiento a información pública de la propuesta, 
de conformidad con la normativa vigente en materia de procedimiento administrativo común de las Admi-
nistraciones públicas.

Si no se consiguiese la conformidad de los afectados por la modificación propuesta, se archivará el 
expediente sin más trámite, sin perjuicio de lo establecido en la normativa sobre expropiación forzosa en 
los supuestos de interés general.

4. La modificación de trazado o de la anchura de un camino podrá iniciarse a solicitud del interesado, 
siendo necesario para ello la conformidad de los afectados, y de conformidad con la normativa vigente en 
materia de procedimiento administrativo común de las Administraciones públicas.
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Artículo 11. Zona de protección.

1. En aquellos caminos en los que exista, a la entrada en vigor de la presente Ley, una zona de protec-
ción en uno o ambos lados del mismo, se mantendrá la misma como servidumbre al dominio público, que 
deberá regularse reglamentariamente.

En caso de no existir, la Administración titular establecerá dicha zona de protección con una anchura 
máxima de dos metros a ambos lados del camino, si lo estima conveniente para el uso adecuado del mismo.

2. Las zonas de protección deberán mantenerse en condiciones de seguridad a fin de evitar cualquier 
riesgo para el camino o sus usuarios. Los propietarios de las fincas colindantes impedirán en todo caso los 
vertidos y caída de objetos desde sus fincas, así como la salida de animales al camino, construyendo para 
ello y por su cuenta las protecciones y cierres que resulten precisos.

3. Cualquier intervención, construcción u ocupación en esta zona de protección tiene que contar con un 
informe favorable, preceptivo y vinculante de la Administración titular del camino.

Artículo 12. Catálogo de caminos públicos rurales.

1. El Catálogo de caminos públicos rurales de Andalucía es el instrumento de carácter público que sirve 
para inventariar los caminos de titularidad pública que constituyen la red de caminos públicos rurales de 
Andalucía, adscribiéndolas a las distintas categorías de la red y clasificándolas conforme al artículo 3 de la 
presente Ley.

Las distintas Administraciones públicas titulares de caminos públicos rurales, según el artículo 5, dispon-
drán en todo momento del Catálogo de caminos públicos rurales, elaborado por la Consejería que ostente la 
competencia en materia de caminos, que incluirá todos los caminos y demás bienes inmuebles que integren 
el dominio público viario titularidad de cada una de ellas.

2. El Catálogo de caminos públicos rurales identifica los caminos mediante una matrícula individual y 
diferenciada, conteniendo al menos los datos siguientes: denominación, longitud total, datos georreferen-
ciados, su origen, su término, sus puntos kilométricos inicial y final, anchura media, su imagen y un plano 
general de localización de los caminos en los términos municipales, así como cuantos otros datos precisen 
los Registros de la Propiedad o Catastro para su inscripción.

3. La Consejería que ostente la competencia de los caminos será la depositaria del Catálogo y su gestión 
a efectos de base de datos, consulta, actualización y modificación.

4. El Catálogo de caminos de Andalucía deberá ser aprobado por acuerdo del Consejo de Gobierno de 
la Junta de Andalucía, momento a partir del cual alcanzará la condición de «Catálogo oficial de caminos 
públicos rurales». Para ello se iniciarán los correspondientes procedimientos de oficio por la Administración, 
de conformidad con la normativa vigente en materia de procedimiento administrativo común de las Adminis-
traciones públicas.

5. La Consejería competente en materia de caminos aprobará las correspondientes modificaciones pun-
tuales del Catálogo. Las Administraciones públicas, en el ámbito de los caminos de su titularidad, podrán 
proponer modificaciones del Catálogo a la Consejería competente en la materia.
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6. La Consejería que ostente las competencias en materia de caminos colaborará con los Ayuntamientos 
en la corrección de datos digitales, revisiones, rectificaciones y cuantas otras actuaciones sean necesarias 
para mantener actualizado el Catálogo. Igualmente asesorará y facilitará a los Ayuntamientos que lo soliciten 
la información que precisen con fines de investigación, tramitación de expedientes de permutas de terrenos 
patrimoniales y elaboración de informes periciales solicitados por órganos judiciales.

7. Las Administraciones públicas titulares de caminos serán las responsables de mantener actualizado 
el Catálogo, para lo cual realizarán las revisiones y rectificaciones que se precisen para ello, notificándolo 
a la Consejería competente.

8. Aprobado el Catálogo, las Administraciones públicas procederán a la inscripción registral y catastral de 
aquellos que sean de su titularidad, de conformidad con lo establecido en la normativa estatal y autonómica 
en materia de patrimonio.

Artículo 13. Desafectación.

1. La desafección se producirá por razones excepcionales de interés público y ante la imposibilidad de 
su recuperación demanial.

2. Los terrenos de dominio público viario solo quedarán desafectados mediante resolución expresa de la 
Administración titular del camino, previa información pública del expediente en el que se acrediten la legalidad 
y oportunidad de la desafectación, que se ordenará por el procedimiento que establezcan la Ley 39/2015, 
la legislación de régimen local u otra legislación específica aplicable.

3. Los proyectos de obras que impliquen la sustitución de determinados tramos de caminos u originen 
sobrantes no producirán por sí mismos la desafectación, continuando los terrenos sustituidos o sobrantes 
afectos al dominio público viario mientras no se resuelva su desafectación expresamente.

4. Los terrenos que hayan sido objeto de desafectación, con independencia de la causa que la haya 
motivado, deberán ser dados de baja en el Catálogo oficial de caminos públicos rurales y en las respectivas 
inscripciones registral y catastral.

Artículo 14. Permutas.

1. Cuando por razones debidamente justificadas resulte conveniente para el interés público, previa des-
afectación, podrán realizarse permutas de bienes hasta entonces afectos al dominio público viario, por otros 
de valor equivalente.

2. En el supuesto de que haya diferencia de valor, esta nunca podrá ser superior al cincuenta por ciento 
del valor del viario, y se deberá compensar económicamente a la Administración correspondiente por esta 
diferencia.

3. La permuta se acordará siempre por decisión de la Administración titular y estará condicionada a las 
disposiciones que sobre esta materia establecen la Ley 39/2015, normativa de régimen local o legislación 
específica aplicable, tanto en su contenido como en el procedimiento administrativo procedente.
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Artículo 15. Investigación, recuperación posesoria, deslinde y amojonamiento.

1. Las Administraciones titulares, en el ejercicio de sus potestades administrativas, tienen el deber y el 
derecho de investigar los bienes que se presumen pertenecientes al dominio público, determinando para ello la 
existencia del camino que fuera público y fijando sus características generales al objeto de su debida identifica-
ción en el acto de deslinde, el cual procederá a precisar las características concretas y el trazado del camino.

2. La Administración titular estará facultada para recuperar de oficio la posesión de un bien demanial 
indebidamente perdida, con independencia del tiempo que haya sido ocupado o utilizado por particulares.

3. Las citadas Administraciones podrán proceder de oficio a la realización de los correspondientes des-
lindes administrativos, que se practicarán previa publicación y con audiencia a las personas que acrediten 
la condición de interesados.

4. El deslinde aprobado declara la posesión y titularidad demanial a favor de la Administración pública, 
sin que las inscripciones en el registro de la propiedad puedan prevalecer frente a la naturaleza demanial del 
bien deslindado, y procediéndose al consiguiente amojonamiento mediante la señalización sobre el terreno.

5. El procedimiento administrativo a seguir será de conformidad con la normativa vigente en materia de 
procedimiento administrativo común de las Administraciones públicas, la legislación de régimen local o la 
específica que sea de aplicación.

6. En el momento en que la Administración titular tiene información de alguna acción de cierre de caminos 
públicos rurales, usurpación de tramos o de otros elementos de los caminos de naturaleza pública, mediante 
labrado, movimiento de tierras, cierre con cualquier elemento que imposibilite el tránsito u otras formas mate-
riales de apropiación, tiene que iniciar el procedimiento de recuperación de oficio correspondiente. Cuando 
a la Administración titular le conste que es dominio público, se adoptaran las medidas cautelares y urgentes, 
previas a la recuperación de oficio, con los medios propios, y sin necesidad de audiencia a las partes afectadas.

7. La Consejería competente instará al Ayuntamiento o Diputación a que se inicie de oficio el procedimiento 
de investigación, recuperación, delimitación y amojonamiento de caminos cuando se disponga fehacientemente 
de que los mismos son dominio público y se encuentran ocupados, usurpados o cerrados. Transcurridos 
tres meses sin que se hubiese iniciado el expediente de recuperación, la Consejería competente ejercerá la 
ejecución subsidiaria, de conformidad con la normativa vigente en materia de procedimiento administrativo 
común de las Administraciones públicas.

8. Cuando, sin contar con el soporte de la Administración supuestamente titular del camino, se ejerza por sus-
titución procesal ante los tribunales la acción en defensa de la posesión, recuperación, titularidad o conservación 
de un camino público por parte de un particular o asociación, y esta prospere, habiendo una resolución judicial 
firme favorable a las pretensiones de la parte demandante, esta tendrá derecho a cobrar de la Administración titular 
del camino, en concepto de premio, el equivalente al doble del importe de las costas procesales causadas, con 
independencia de que la sentencia decida imponer o no las costas judiciales al amparo de la legislación procesal.

9. Los ciudadanos estarán obligados a aportar a las Administraciones públicas, a requerimiento de estas, 
cuantos datos, documentos e informes obren en su poder que sean relevantes para la gestión y defensa de 
sus bienes y derechos, así como a facilitarles la realización de inspecciones y otros actos de investigación 
referidos a los mismos.
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TÍTULO II
Relaciones Interadministrativas

Artículo 16. Coordinación y colaboración.

1. Las actuaciones de las distintas Administraciones públicas se realizarán de acuerdo con los principios 
de equidad, coordinación, colaboración, información mutua y respeto competencial.

2. Los Ayuntamientos deberán contemplar la red de caminos públicos rurales en el planeamiento municipal 
como infraestructura viaria del municipio, estableciendo la debida clasificación urbanística para impedir la 
transformación de los terrenos ocupados por la misma.

3. La modificación de la red de caminos con causa en la ejecución de una ordenación territorial y urba-
nística deberá garantizar el trazado alternativo propuesto en las mismas condiciones de utilización, para lo 
que será preceptivo el informe favorable de la Administración titular del camino de que se trate.

4. Los Ayuntamientos, Diputaciones y la Administración autonómica podrán establecer acuerdos y convenios 
de colaboración en orden a la mejora y mantenimiento de la red de caminos públicos rurales de Andalucía, 
tanto en sus aspectos técnicos como financieros.

Artículo 17. Traspasos de titularidad.

1. Los caminos de titularidad municipal podrán integrarse en la red de caminos o carreteras de la Junta 
de Andalucía o Diputaciones cuando tal cambio resulte de interés motivado y expreso de la Administración 
cedente y destinataria, considerando la funcionalidad que han de desarrollar y las necesidades de interco-
nexión de la red de comunicaciones.

2. El traspaso de la titularidad requerirá el acuerdo expreso de las Administraciones implicadas.

TÍTULO III
Instrumentos de planificación

Artículo 18. Planes Viarios.

1. Las Administraciones titulares podrán establecer Planes Viarios de actuación en los caminos públicos 
rurales incluidos en el Catálogo de caminos definido en el artículo 11 de la presente Ley, como instrumento 
de planificación que garantice la existencia de una red viaria adecuada a su territorio, así como su mante-
nimiento y conservación.

2. Los Planes Viarios deben contemplar, al menos, los siguientes aspectos:
a) Relación de nuevos caminos o tramos.
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b) Programas de mejoras y mantenimiento de los existentes.
c) Inversión necesaria.
d) Financiación prevista.
3. Los Planes Viarios podrán tener cualquier ámbito territorial y abarcarán, en el caso de aprobarse, 

un período de actuación de cuatro años, deberán especificar los proyectos y obras a realizar en el ámbito 
temporal establecido.

Los Planes Viarios de cualquier ámbito territorial de la Comunidad Autónoma deberán coordinarse entre 
sí en cuanto se refieran a sus mutuas incidencias, para garantizar la unidad del sistema de comunicaciones 
y armonizar los intereses públicos afectados, utilizando al efecto los procedimientos de cooperación y coor-
dinación legalmente establecidos.

4. Los Planes Viarios podrán ser aprobados unilateralmente por la Administración titular de los caminos o 
bien mediante convenios específicos de colaboración entre la Administración titular y otras Administraciones 
públicas interesadas.

5. La Consejería competente en materia de caminos públicos rurales podrá ejecutar obras de mejora 
y acondicionamiento de caminos contemplados en los Planes Viarios, siempre que la Administración 
titular de los caminos ponga a su disposición los terrenos públicos y privados necesarios para llevar a 
cabo las obras.

Tendrán prioridad para estas actuaciones de acondicionamiento de caminos:
a) Los caminos de la red primaria de titularidad municipal.
b) Los que cumplan una función en la extinción de los incendios forestales.
c) Las adaptaciones de caminos a una transitabilidad acorde con la mecanización actual de las explota-

ciones, con una anchura suficiente para el tráfico rodado motorizado en los mismos.
d) Las antiguas pistas realizadas por los extintos Instituto Nacional de Colonización (INC), Instituto de 

Reforma y Desarrollo Agrario (IRYDA) o Instituto Andaluz de Reforma Agraria (IARA).
e) Las actuaciones en caminos con una mayor importancia desde el punto de vista agrario y/o que con-

tribuyan al desarrollo rural de la zona y mejoren la accesibilidad del territorio.
f) Otras que motivadamente acuerde la Consejería.

Artículo 19. Coordinación con la planificación territorial.

1. Los Planes Viarios se someterán al informe preceptivo y vinculante del órgano administrativo que 
tenga las competencias sobre medioambiente en la Comunidad Autónoma de Andalucía y demás preceptos 
establecidos por la Ley 7/2007, de 9 de julio, de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía.

Del mismo modo, con carácter general, deberán someterse a informe preceptivo del órgano administrativo 
titular de bien o derecho afectado por el plan. Cuando este sea aprobado por otra Administración pública 
distinta de la titular del camino, el contenido de este informe tendrá igualmente carácter vinculante.

2. El plazo máximo para la emisión de informes será de dos meses desde la recepción del expediente 
administrativo remitido por el órgano sustantivo, pudiéndose proseguir las actuaciones de no emitirse en 
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dicho plazo, excepto en los supuestos de informes preceptivos que sean determinantes para la resolución del 
procedimiento, en cuyo caso se podrá interrumpir el plazo de los trámites sucesivos, conforme a lo dispuesto 
en el artículo 80.3 de la Ley 39/2015.

Artículo 20. Disponibilidad de terrenos para los Planes Viarios.

1. La disponibilidad de los terrenos de carácter privado necesarios para llevar a cabo los Planes Viarios 
habrá de lograrse preferentemente mediante la enajenación o cesión voluntaria de sus propietarios, dado el 
carácter social de su utilización. En su caso, la cesión deberá hacerse constar como servidumbres con las 
correspondientes anotaciones registrales y catastrales.

2. Si este proceso no pusiera a disposición de la Administración titular la totalidad de los terrenos 
precisos, la aprobación de los Planes Viarios y los proyectos de construcción incluidos en ellos tendrá 
el carácter de utilidad pública a efectos de expropiación forzosa de los bienes y derechos necesarios 
para su ejecución.

3. Igualmente, se podrán adquirir bienes y derechos conforme a lo previsto en los artículos 115 y 
siguientes de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas, en 
aplicación del artículo 74 de la Ley 4/1986, de 5 de mayo, del Patrimonio de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía.

Artículo 21. Modificación y revisión.

Los Planes Viarios deberán revisarse cuando sobrevengan circunstancias que así lo aconsejen y, de 
manera especial, para determinar las obras necesarias para el mantenimiento de los caminos en buen uso 
por cualquier causa circunstancial que lo altere.

TÍTULO IV
Financiación

Artículo 22. Financiación.

La financiación de las actuaciones en el dominio público viario, así como de la ordenación de accesos 
y, en general, cualquier actuación exigida para el funcionamiento de la red de caminos públicos rurales 
de Andalucía se realizará mediante las consignaciones que a tal fin se incluyan en los Presupuestos de 
la Comunidad Autónoma de Andalucía, de las Diputaciones Provinciales y de las Corporaciones Locales 
correspondientes, con los recursos que provengan de otras Administraciones públicas, de cualesquiera 
organismos nacionales, comunitarios o internacionales, de los particulares y por los mecanismos previstos 
en la normativa urbanística, patrimonial y de contratación de las Administraciones públicas.
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Artículo 23. Colaboración de otras Administraciones públicas.

La Administración competente podrá recibir de otras Administraciones públicas, para obras en los caminos 
o en algunos de sus tramos, colaboraciones en la financiación de las mismas mediante:

a) Aportaciones dinerarias.
b) Aportaciones de terrenos, libres de cargas y gravámenes.
c) Instalación de elementos complementarios del camino, a sus expensas o por sus propios medios.
d) Compromiso de tomar a su cargo, total o parcialmente, la conservación y mantenimiento del camino 

o de sus elementos complementarios.
e) Redacción de estudios y proyectos.

Artículo 24. Colaboración de los particulares.

1. Las personas físicas o jurídicas podrán contribuir económicamente a la construcción o mejora de los 
caminos públicos rurales andaluces con aportaciones en dinero o mediante cesiones gratuitas del dominio 
sobre bienes inmuebles.

2. La colaboración con los particulares se instrumentará mediante convenios en los que se incluirán las 
obligaciones recíprocamente asumidas por las partes.

3. La cesión de terrenos se tramitará de conformidad con la normativa reguladora del patrimonio de la 
Administración titular del camino y adquirirán el carácter de bienes de dominio público o patrimoniales en 
función del destino de los mismos, pudiéndose inscribir esta titularidad dominical en el Registro de la Pro-
piedad mediante los asientos que procedan según la legislación hipotecaria.

TÍTULO V

Ejecución de las obras

Artículo 25. Licencias y permisos municipales.

1. Las obras de construcción, conservación o mejora de los caminos públicos rurales y las relaciona-
das directamente con su explotación tienen el carácter de obras de interés general y no están sometidas 
a licencia urbanística ni a otros actos de control previo que establece la legislación de régimen local, sin 
perjuicio de los recursos que quepa interponer y del deber de informar al municipio afectado, previamente 
al inicio de las obras.

2. Estas obras no podrán ser paralizadas o suspendidas salvo por la autoridad judicial competente, sin 
perjuicio de las actuaciones que estos puedan llevar a cabo para la verificación del cumplimiento de la lega-
lidad urbanística.
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Artículo 26. Proyectos de obras y evaluación de impacto ambiental.

1. Los proyectos de construcción o acondicionamiento de caminos que formen parte de los Planes Viarios 
deberán ser elaborados por técnicos competentes y aprobarse formalmente por la Administración responsable.

2. Los proyectos de construcción deberán ajustarse a las normas técnicas de obligado cumplimiento en la 
Comunidad Autónoma de Andalucía y, en función de la naturaleza de las obras, contener todos los estudios 
necesarios de carácter geotécnico, hidrológico, de estructuras, ambiental y de seguridad vial, a fin de evitar 
imprevistos y problemas tanto en su ejecución como en su posterior explotación.

3. Las obras proyectadas deberán respetar y armonizar de forma adecuada con el medio natural donde 
se emplacen, debiendo los proyectos prever siempre los trabajos de recuperación y restauración del entorno 
y espacio natural afectado.

Los caminos que tienen una fisonomía tradicional por su empedrado, camino de herradura, paredes de 
piedra, etc., deberán conservarla, no pudiendo ser asfaltados ni pudiéndose alterar dichas características, 
salvo por razones de interés general.

4. Cuando se trate de un proyecto de construcción de un nuevo camino o de la modificación o adecuación 
de uno preexistente, se iniciará el correspondiente instrumento de prevención ambiental, según lo estipulado 
en la Ley 7/2007, de 9 de julio, de Gestión Integral de la Calidad Ambiental, o, en su defecto, informe de 
afección, en el que se analizarán el entorno del proyecto, las interacciones entre las obras proyectadas y dicho 
entorno, así como las medidas correctoras previstas para reducir las repercusiones negativas de las mismas.

Las medidas de revegetación y restauración recogidas en los informes ambientales se incluirán en las 
obras del proyecto para su ejecución dentro del mismo o se proyectarán de forma simultánea e independiente 
cuando así resulte conveniente para su mejor efectividad.

Artículo 27. Actualización del Catálogo.

Si como consecuencia de la ejecución de las obras se produjeran nuevas afectaciones de suelo al domi-
nio público viario, los terrenos que resulten afectados deberán ser incorporados en todo caso al Catálogo 
de caminos públicos rurales, procurándose además, cuando resulte necesario, el deslinde y amojonamiento 
de los mismos.

TÍTULO VI
Del uso de los caminos

Artículo 28. Uso general.

1. Por su condición de bienes de dominio público, los caminos públicos rurales son de libre tránsito y 
como tales deben ser utilizados conforme a criterios de buen uso y, en especial, los de obligatoriedad de no 
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abandonar su trazado para invadir propiedades colindantes; cerrar las cancelas que pudieran existir para el 
control del ganado; respetar la fauna, la flora y gea, y las propiedades colindantes; evitar la contaminación 
acústica; no arrojar escombros o basuras; no encender fuego ni arrojar colillas, así como, en general, evitar 
cualquier conducta contraria al ordenamiento jurídico vigente. Todo ello sin perjuicio de las tasas que pudie-
ran imponerse para realizar pruebas deportivas u otras actividades no permanentes, de conformidad con la 
normativa que le sea de aplicación.

2. Sin perjuicio de lo establecido en la legislación civil en materia de servidumbre de aguas, no se podrá 
impedir el libre curso de aguas procedentes de los caminos por las fincas o parcelas colindantes, así como 
tampoco se podrán ejecutar obras que desvíen el curso normal de las aguas con el fin de dirigirlas hacia 
los caminos.

3. En ningún caso podrán abrirse ramales privados desde caminos públicos rurales sin la preceptiva 
autorización de la Administración titular del camino, la cual deberá contemplar necesariamente las medidas 
que eviten los aportes incontrolados de agua y arrastres al camino procedentes del ramal que se construya 
o que sean consecuencia del mismo.

4. Los cerramientos de parcelas o fincas colindantes con los caminos públicos rurales no podrán invadir 
sus límites, respetándose en todo caso la zona de protección establecida.

Artículo 29. Régimen competencial de la regulación de usos.

1. Las Administraciones titulares estarán obligadas y facultadas para aprobar las normas y dictar los actos 
que, en aplicación y desarrollo de la presente Ley, sean necesarios para ordenar y regular el uso adecuado 
de los caminos dentro del ámbito de sus competencias.

2. En el caso de los Ayuntamientos y Diputaciones Provinciales las normas y demás actos precisos serán 
aprobados o dictados por el órgano competente, y con el cuórum que en su caso establezca la legislación 
de régimen local.

En el caso de la Administración autonómica el desarrollo reglamentario podrá realizarse mediante decreto 
del Consejo de Gobierno.

Artículo 30. Limitaciones al uso.

1. En cuanto a las limitaciones de uso se estará a lo dispuesto en la normativa sectorial.
2. La Administración titular de la vía podrá establecer limitaciones especiales de tránsito a todos o 

determinados tipos de vehículos o usuarios, cuando así lo exijan las condiciones del camino, la seguridad o 
circunstancias de tráfico o la protección ambiental y sanitaria del entorno.

3. Las limitaciones podrán consistir tanto en la prohibición u obligación de transitar en determinadas con-
diciones como en la sujeción a comunicación previa o autorización administrativa, y podrán establecerse con 
carácter particular para un tramo o para todo el camino y, a ser posible, con carácter temporal.
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Artículo 31. Prohibiciones.

1. Los caminos públicos rurales deben estar permanentemente disponibles para su uso. No obstante, 
podrá limitarse su tránsito de forma motivada por la Administración titular, por los siguientes motivos:

a) Por interés social.
b) Por la seguridad de personas o bienes.
c) Por razones ambientales y/o prevención de incendios forestales.
2. En caso de cierre no autorizado, la Administración titular procederá a abrir al tránsito público el camino.
3. La Administración titular estará facultada para prohibir, por razones de seguridad y de conservación 

del patrimonio histórico, las conducciones de agua, gas o electricidad en la estructura del camino, así como 
el tránsito de vehículos en la zona de servidumbre.

4. Las resoluciones administrativas a que se refiere el apartado anterior se producirán previa tramitación 
del correspondiente procedimiento administrativo, en el que se garantizará la audiencia a los interesados.

Artículo 32. Otros usos y aprovechamientos.

1. Sobre los bienes del dominio público viario no existen más derechos que los de circulación o tránsito, 
en las condiciones establecidas en esta Ley.

2. La realización de otros usos o aprovechamientos en el dominio público viario solo será posible siempre 
que resulten por su naturaleza de necesaria ubicación en el mismo, sean compatibles con la circulación o 
tránsito y no limiten su seguridad y comodidad.

En la plataforma de los caminos no serán admisibles más usos y aprovechamientos que los impres-
cindibles para accesos y cruces a distinto nivel de conducciones y vías de paso peatonal o rodado. Solo 
excepcionalmente se permitirán ocupaciones temporales o indefinidas cuando resulten imprescindibles para 
trabajos, obras o servicios que no permitan otra solución alternativa o sean declarados de interés general.

3. Los usos y aprovechamientos previstos en el apartado anterior solo podrán efectuarse previa autori-
zación expresa de la Administración titular de la vía.

Las autorizaciones o concesiones que se otorguen para dichos usos o aprovechamientos, sus elementos 
funcionales y demás bienes del dominio público viario, se sujetarán a las condiciones que la Administración 
titular discrecionalmente señale para la defensa y correcto funcionamiento de dichos bienes, cuyos aspectos 
generales se regulan en la siguiente subsección.

TÍTULO VII
Condiciones para los usos y aprovechamientos distintos del general

Artículo 33. Accesos.

1. En todo caso los accesos que en su caso se autoricen deberán sujetarse a las siguientes condiciones:
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a) El acceso de los caminos a las carreteras, en sus 10 primeros metros, deberá ser afirmado con 
acabado asfáltico, de hormigón o similar, siendo la anchura mínima a partir del empalme de 5 metros. 
Excepcionalmente y en casos debidamente justificados podrán autorizarse accesos de características 
distintas a las señaladas.

b) Las aguas de escorrentía en la zona de acceso deberán ser recogidas antes de llegar a la carre-
tera y conducidas de forma adecuada para que no invadan la calzada ni afecten a la explanación de 
la misma.

c) Los accesos deberán señalizarse conforme a lo que establezca en cada caso la Administración titular 
del camino.

d) La Administración titular fijará el punto exacto del empalme atendiendo las necesidades de seguridad 
del tráfico.

2. Además, será necesaria la autorización de la Administración titular de la carretera a la que se pretende 
acceder, en la que se fijarán el resto de condiciones y obligaciones necesarias.

Artículo 34. Instalaciones subterráneas y aéreas.

1. Las redes de conducción de agua, saneamiento, gas, teléfono, electricidad y demás instalaciones o 
servicios no podrán discurrir bajo la superficie del camino o anclarse a sus estructuras salvo en supuestos 
de excepcional dificultad de paso o cruce imprescindible y cuando existan circunstancias que no hagan 
procedente otra solución alternativa.

En ningún caso podrán colocarse arquetas de registro dentro de la calzada y arcenes del camino.
2. Los tendidos e instalaciones aéreas que crucen sobre los caminos deberán cumplir las siguientes 

condiciones:
a) El gálibo será suficiente para evitar accidentes.
b) Los postes de sustentación se situarán fuera de la zona de dominio público y dentro de la zona de 

servidumbre cuando esta exista. Cuando el camino carezca de zona de servidumbre, los postes se colocarán 
a una distancia mínima de la línea exterior de la calzada de vez y media su altura.

c) Las riostras y anclajes no podrán colocarse en zona de dominio público.
d) El resto de condiciones técnicas y de seguridad que puedan establecerse al efecto por las Adminis-

traciones competentes.

Artículo 35. Señalización.

1. Todos los caminos deben contar con una matriculación pertinente de acuerdo con el Catálogo de 
caminos públicos rurales, la señalización homologada e indicar la Administración titular del mismo.

2. La Consejería competente elaborará el «Manual de señalización de caminos públicos rurales de Anda-
lucía» al objeto de homogeneizar la información y señalización de los mismos.

3. Corresponde en exclusividad a la Administración titular del camino determinar la señalización para el 
correcto funcionamiento del tráfico o la adecuada información a los usuarios.
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4. Fuera de los tramos urbanos de los caminos públicos rurales andaluces está prohibido realizar cualquier 
tipo de publicidad en cualquier lugar visible desde la calzada sin que de esta prohibición nazca derecho a 
indemnización alguna.

5. No se consideran publicidad los carteles informativos autorizados por la Administración titular de la vía, 
que se adecuen a las prescripciones siguientes:

a) Señales de servicio.
b) Los informativos e indicativos que localicen lugares de interés general para los usuarios de los cami-

nos, ya sean culturales, medioambientales o turísticos, poblaciones, urbanizaciones y centros importantes de 
atracción con acceso directo desde el camino, siempre que no contengan, a su vez, mensajes publicitarios.

c) Los que se refieran a actividades y obras que afecten al camino o a su zona de influencia.
d) Rótulos de los establecimientos mercantiles o industriales que sean indicativos de la actividad que se 

desarrolla en los mismos, siempre que estén situados sobre los inmuebles en que aquellos tengan su sede 
o en sus accesos.

6. Los interesados podrán colocar señalizaciones en el dominio público viario previa autorización admi-
nistrativa. Las señales utilizadas deberán ajustarse, en todos los casos, a los modelos oficiales existentes en 
cada momento, quedando prohibida la colocación de toda señal que no se ajuste a los mismos. Los caminos 
incluidos como senderos en la Red de Equipamientos de Uso Público serán señalizados cumpliendo en todo 
caso el Manual de Señalización en Espacios Naturales de Andalucía.

7. La conservación y el mantenimiento de las señalizaciones corresponden a los titulares de las autori-
zaciones.

8. La autorización podrá ser revocada, sin derecho a indemnización, en caso de mala conservación, cese 
de la actividad objeto de la información, razones de seguridad de la circulación o perjuicio al servicio público 
que presta el camino, procediéndose, en su caso, a retirar el cartel a costa del titular de la autorización.

TÍTULO VIII
Infracciones y sanciones

Artículo 36. Infracciones.

Las acciones u omisiones que infrinjan lo previsto en la presente Ley generarán responsabilidades de 
naturaleza administrativa, sin perjuicio de la exigible en vía penal, civil o de otro orden en que puedan incurrir 
los responsables.

Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves.

Artículo 37. Infracciones leves.

Constituyen infracciones leves:
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a) Realizar actuaciones sometidas a autorización administrativa sin haberla obtenido previamente, cuando 
puedan ser objeto de legalización posterior.

b) Incumplir alguna de las prescripciones impuestas en las autorizaciones otorgadas cuando el incumpli-
miento fuera legalizable.

Artículo 38. Infracciones graves.

Constituyen infracciones graves las siguientes:
a) Realizar todo tipo de trabajos, obras, construcciones o instalaciones en la zona de dominio público o 

a distancias inferiores a las permitidas por las ordenanzas o reglamentos correspondientes.
b) Obstruir con actos u omisiones el ejercicio de las funciones de explotación y policía a la Administración 

titular.
c) Incumplir las prohibiciones establecidas en esta Ley o las prescripciones impuestas en las autoriza-

ciones otorgadas.
d) Establecimiento de cualquier clase de publicidad, sin la autorización preceptiva.
e) Realizar en la zona o bienes pertenecientes al dominio público viario, sin autorización, cualquier actividad, 

trabajo u obra, siempre que no pueda ser calificada como infracción muy grave en virtud de lo establecido 
en el artículo siguiente.

f) Circular o estacionarse sin autorización por tramos de caminos en los que se haya impuesto una 
limitación temporal o permanente a la circulación o se haya reservado el titular de la vía el uso exclusivo 
de este.

g) Alterar, dañar o destruir la señalización existente.
h) Existe reincidencia cuando al cometer la acción u omisión ilícita su autor hubiese sido sancionado 

por resolución firme por la comisión de otra infracción de idéntica tipificación en un plazo no superior a 
un año.

i) Arrojar o verter materiales u objeto de cualquier naturaleza ajena a la función del camino.

Artículo 39. Infracciones muy graves.

Constituyen infracciones muy graves las siguientes:
a) Causar daños en la estructura (firme, cunetas y obras de fábrica) de los caminos por circular con 

pesos o cargas que excedan los límites autorizados, así como por efecto del riego deficiente de las parcelas 
colindantes al camino.

b) Realizar movimientos de tierras, excavaciones u otros actos que perjudiquen o pongan en riesgo las 
estructuras o explanación.

c) Arrojar o verter materiales u objetos de cualquier naturaleza con peligro para el tránsito y circulación 
por la vía.

d) Colocar sin autorización cierres en zona de dominio público.
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e) Depositar, colocar u ocupar el camino con maquinaria, materiales u objetos sin autorización.
f) Circular o estacionarse sin autorización por tramos de caminos en los que se haya impuesto una limi-

tación regulada en normativas de incendios forestales o por razones de seguridad de las personas o bienes.
g) Cualesquiera actos u omisión que destruya o deteriore los elementos esenciales del camino.
h) Las calificadas como graves cuando se aprecie reincidencia, en los términos definidos en el artículo 

anterior.

Artículo 40. Sanciones.

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 40, respecto a la reparación del daño causado, a las ante-
riores infracciones les corresponden las sanciones expresadas a continuación.

a) Infracciones leves: multa de 150 a 750 euros.
b) Infracciones graves: multa de 751 a 6.000 euros.
c) Infracciones muy graves: multa de 6.001 a 120.200 euros.
2. Para la graduación de las sanciones se tendrán en cuenta los daños y perjuicios producidos 

en el dominio público viario, el riesgo creado para los usuarios de los caminos, el riesgo ambiental y 
sanitario del entorno, el grado de culpabilidad del infractor y demás exigencias derivadas del principio 
de proporcionalidad.

3. Si la infracción hubiera provocado un daño material o patrimonial, la sanción nunca podrá ser inferior 
al doble del daño producido.

Artículo 41. Plazos de prescripción de las sanciones.

1. El plazo de prescripción de las sanciones será de cuatro años para las que se impongan por la comisión 
de infracciones muy graves, tres años para las que se impongan por infracciones graves y dos años para 
las que se impongan por infracciones leves.

2. El cómputo del plazo de prescripción se iniciará desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza 
la resolución definitiva del expediente sancionador.

3. Interrumpirá la prescripción de la sanción la iniciación del procedimiento de ejecución, con conocimiento 
del interesado, volviendo a transcurrir el plazo si aquel estuviera paralizado durante más de un mes por 
causa no imputable al presunto infractor.

Artículo 42. Órganos competentes para el ejercicio de la potestad sancionadora.

La imposición de sanciones por las infracciones previstas en esta Ley corresponderá:
a) A los órganos de la Consejería titular del camino, respecto a las infracciones que afecten a la red de 

titularidad de la Junta de Andalucía.
b) A los órganos competentes de las Diputaciones Provinciales y Corporaciones Locales, respecto a las 

infracciones que afecten a la red de su titularidad.
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Artículo 43. Tramitación del procedimiento simplificado.

1. La iniciación se producirá, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 39/2015, por acuerdo del órgano 
competente en el que se especificará el carácter simplificado del procedimiento y que se comunicará al 
órgano instructor del procedimiento y, simultáneamente, será notificado a los interesados.

2. En el plazo de diez días a partir de la comunicación y notificación del acuerdo de iniciación, el órgano 
instructor y los interesados efectuarán, respectivamente, las actuaciones preliminares, la aportación de 
cuantas alegaciones, documentos o informaciones estimen convenientes y, en su caso, la proposición y 
práctica de la prueba.

3. Transcurrido dicho plazo, el órgano competente para la instrucción formulará propuesta de resolución 
o, si aprecia que los hechos pueden ser constitutivos de infracción grave o muy grave, acordará que continúe 
tramitándose el procedimiento general, notificándolo a los interesados para que, en el plazo de cinco días, 
aleguen lo que a su derecho convenga si lo estiman conveniente.

4. El expediente se remitirá al órgano competente para resolver, que en el plazo de tres días dictará 
resolución. El procedimiento deberá resolverse en el plazo máximo de dos meses desde que se inició.

Artículo 44. Medidas provisionales.

1. El órgano que ordenara la iniciación del procedimiento podrá adoptar, mediante acuerdo motivado, 
medidas provisionales para evitar la continuación de la infracción o el agravamiento del daño causado. Dichas 
medidas serán congruentes con la naturaleza de la presunta infracción y proporcionadas a su gravedad, 
siendo además ejecutivas.

Las medidas adoptadas deberán mantenerse durante el tiempo estrictamente necesario para la realización 
de las pertinentes diligencias o, en caso de que la falta de conformidad sea corregible, durante el tiempo 
necesario para la eliminación del hecho que motivó su adopción, lo que deberá ser verificado por el personal 
que lleve a cabo funciones inspectoras.

2. Antes de la iniciación del procedimiento, el órgano competente para iniciar podrá adoptar, mediante 
acuerdo motivado, medidas provisionales en los casos de urgencia y para la protección de intereses impli-
cados, en los términos establecidos en el artículo 56 de la Ley 39/2015.

3. No se podrán adoptar medidas provisionales que puedan causar perjuicio de difícil o imposible repa-
ración a los interesados o que impliquen violación de derechos amparados por las leyes.

4. Dictada resolución y en tanto adquiera carácter firme, podrán también adoptarse en la misma medidas 
cautelares para asegurar la eficacia de la resolución final del expediente, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 90 de la Ley 39/2015.

5. Las medidas provisionales podrán incluir, entre otras, la suspensión de las autorizaciones otorgadas en 
virtud de esta Ley y en las que los infractores se hubieran amparado para cometer la infracción, así como 
en la paralización de actividades y usos no autorizados. Del mismo modo, estas medidas podrán consistir 
en aquellas otras actuaciones que se señalen en los capítulos siguientes con carácter específico, en función 
de la especialidad de la materia.
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6. Para la ejecución de las medidas provisionales previstas en el presente artículo, se podrá recabar el auxilio 
y colaboración de las fuerzas y cuerpos de seguridad, a través de los organismos de quienes estos dependan.

Artículo 45. Reparación de daños y ejecución forzosa.

1. En la resolución que ponga fin al procedimiento sancionador se impondrá al responsable, cuando pro-
ceda, la obligación de reparar el daño causado, siendo obligado a adoptar las medidas precisas para reponer 
la realidad alterada al estado anterior a la producción de la infracción o adecuar la misma a las condiciones 
en que la actuación pudiera legalizarse.

2. Los plazos para reparar el daño causado se establecerán, para cada caso concreto, en las resoluciones 
de los procedimientos tramitados, en función de sus propias características, con apercibimiento de que, en 
caso de no llevarse a puro y debido efecto, la Administración autonómica procederá a reparar ella misma el 
daño, por cuenta y a costa del responsable, quien además se hará cargo de cuantos daños y perjuicios se 
hubieran fijado en la resolución final del expediente, o se fijen, en su caso, en la fase de ejecución.

En caso de que subsistan daños y perjuicios irreparables, se exigirá al responsable la indemnización que proceda.
3. Si la reparación del daño no fuese posible en la forma prevista en el apartado anterior, se establecerán 

las multas coercitivas que procedan.
Las multas coercitivas, reiteradas por lapsos de tiempo que sean suficientes para cumplir lo ordenado, 

serán exigibles por la vía de apremio. En el caso de pluralidad de obligados serán responsables del pago 
de las multas todos ellos con carácter solidario. Tales multas serán independientes y compatibles con las 
multas que procedan como sanción por la infracción cometida.

Disposición adicional primera. Expropiación forzosa de caminos particulares.

Las administraciones titulares podrán incorporar a su red de caminos públicos rurales los caminos parti-
culares o tramos de los mismos, mediante expropiación y previa declaración de su utilidad pública y aproba-
ción por el órgano competente, y con el cuórum establecido en la legislación de régimen local, en caso de 
Ayuntamientos y Diputaciones, o del Consejo de Gobierno en caso de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Disposición adicional segunda. Plazo para asumir la titularidad de los caminos.

La asunción de la titularidad de los caminos se efectuará formalmente en el plazo máximo de dos años 
a contar desde el momento en el que tenga lugar la aprobación del Catálogo oficial de caminos públicos 
rurales por las Administraciones titulares del bien patrimonial.

Disposición adicional tercera. Elaboración y aprobación del Catálogo de caminos públicos rurales.

La Administración titular competente aprobará en el plazo de tres años, desde la entrada en vigor de esta 
Ley, el correspondiente Catálogo de caminos públicos rurales.
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Disposición adicional cuarta. Participación ciudadana.

A efectos de esta Ley, la acción pública en defensa de la titularidad de un camino público la puede instar 
cualquier persona o entidad pública o privada que esté en plenas facultades de sus derechos, para ello se 
potenciará la participación de asociaciones de usuarios o grupos de voluntarios para colaborar en la defensa 
del patrimonio viario, su mantenimiento y su uso.

Disposición adicional quinta. Definiciones contenidas en el glosario de términos.

A los efectos de la presente Ley, resultarán de aplicación las definiciones contenidas en el glosario de 
términos que se incorpora como anexo a la misma.

Disposición transitoria única. Solicitudes de autorización de usos o aprovechamientos en los caminos 
públicos rurales.

Las solicitudes de autorización de usos o aprovechamientos en los caminos públicos rurales que hayan 
tenido entrada en el Registro único de la Junta de Andalucía con anterioridad a la entrada en vigor de la 
presente Ley, se resolverán de acuerdo con la normativa en vigor en el momento de su presentación.

Disposición final primera. Habilitación.

Se faculta a la persona titular de la Consejería competente en materia de caminos para regular los caminos 
públicos rurales de Andalucía, de conformidad con lo establecido en la presente Ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor de la Ley.

La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de 
Andalucía.

Sevilla, 16 de abril de 2018.–
El portavoz del G.P. Socialista,–

Mario Jesús Jiménez Díaz.
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ANEXO.
GLOSARIO DE TÉRMINOS

Camino rural. Se entenderá por camino rural los caminos agrícolas, los forestales de servicio y los de 
servicio a los poblados que discurran por suelo no urbanizable, cuyas condiciones de pendiente, radio de 
curvatura y firme lo hagan apto para el tránsito de cualquier tipo de vehículo motorizado durante todo el año, 
para cuya ejecución sea necesario aporte de material o técnicas de mejora de calzada o estabilización, para 
cuya construcción puedan ser necesarias obras de fábrica en pasos o cunetas y que al menos posea tres 
metros de firme (según GICA 7.11).

Elementos auxiliares. Se consideran elementos auxiliares de los caminos públicos rurales los desmontes 
y terraplenes, las obras de fábrica y cunetas, así como otras instalaciones como fuentes, abrevaderos, muros 
de piedra, descansaderos, etc., así como otros elementos de interés histórico y etnográficos, siempre que 
estos no resulten de naturaleza privada.

Senda o sendero. A los efectos de la presente Ley y su normativa de desarrollo, lo es todo itinerario 
público que transcurre en la mayor parte de su recorrido por el medio rural, recorriendo su patrimonio natural 
y cultural, y que está habilitado para la marcha y el excursionismo, fundamentalmente a pie, y a veces en 
bicicleta o caballería, con una anchura inferior a un metro, sin uso de vehículos a motor y abierto al tránsito 
de peatones.

Vereda. Son las vías que tienen una anchura no superior a los 5 metros, sin uso de vehículos a motor, 
solo transitables para caballerías, carretas y peatones.

Camino de Herradura. Camino estrecho por el que pueden transitar preferentemente caballerías, y con 
una anchura inferior a 2 metros.
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RÉGIMEN INTERIOR

PERSONAL Y ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

10-18/AEA-000109, Acuerdo de la Mesa del Parlamento, de 17 de abril de 2018, sobre la designación de 
un delegado o delegada de protección de datos conjunto en el Parlamento de Andalucía y el Defensor 
del Pueblo Andaluz. 

Orden de publicación de 28 de abril de 2018

La protección de las personas físicas en relación con el tratamiento de datos personales tiene la conside-
ración de derecho fundamental, autónomo e independiente protegido por el artículo 18.4 de la Constitución.

En similar sentido, en el ámbito normativo europeo, tanto el apartado primero del artículo 8 de la Carta de 
los Derechos Fundamentales de la Unión Europea como el apartado primero del artículo 16 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea establecen que toda persona tiene derecho a la protección de datos de 
carácter personal que le conciernan, consolidando así su naturaleza de derecho fundamental. 

Este derecho adquiere especial relevancia en el contexto parlamentario, toda vez que se imbrica en el 
ejercicio del derecho a la participación política, dotándolo de las necesarias garantías que requiere cualquier 
sistema democrático. Y es que difícilmente puede entenderse el desarrollo de las funciones representativas 
si estas no vienen sustentadas por el pleno respeto y la salvaguarda de los derechos y libertades de aque-
llos a los que les ha sido encomendada esta tarea y, cómo no, del resto de la ciudadanía objeto de dicha 
representación parlamentaria.

Son numerosas las operaciones de tratamiento de datos que se llevan a cabo con ocasión del ejercicio 
del derecho a la participación política, buena parte los cuales revisten un carácter especialmente sensible. 

Así, por lo que afecta al Parlamento de Andalucía, este ostenta la condición de responsable de tratamiento 
de datos de ciudadanos promotores de iniciativas legislativas, de preguntas, de peticiones o de solicitudes de 
acceso a información pública; también de los datos del personal a su servicio; de los generados a partir de 
la disposición de sistemas de vigilancia y control de acceso; de público asistente a sesiones plenarias; o de 
personas con las que se mantienen relaciones institucionales. 

De igual modo, el Parlamento de Andalucía es responsable del tratamiento de los datos facilitados por 
los diputados en el contexto de su actividad parlamentaria, donde se insertan, entre otros, las respectivas 
declaraciones que deben realizar de todas las actividades que puedan constituir causas de incompatibilidad 
conforme a lo establecido en la Ley 1/1986, de 2 de enero, Electoral de Andalucía, y de cualesquiera otras 
actividades que les proporcionen o puedan proporcionar ingresos económicos y de los bienes patrimoniales, 
intereses y retribuciones íntegras que puedan percibir por el desempeño de actividades compatibles, tanto al 
adquirir como al perder su condición de parlamentarios, así como cuando se modifiquen sus circunstancias; 
declaraciones estas que alcanzan también a las relaciones en materia de contratación con todas las admi-
nistraciones públicas y entes participados de los miembros de sus respectivas unidades familiares.
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En cuanto a la institución del Defensor del Pueblo Andaluz, en su condición de comisionado del Parla-
mento de Andalucía, este es responsable del tratamiento de un volumen ingente de datos altamente sensibles 
obtenidos con ocasión del ejercicio de sus funciones tuitivas de derechos y libertades de la ciudadanía, de 
tal manera que sus expedientes de queja contienen numerosos datos de menores, de personas en riesgo 
de exclusión social, de personas discapacitadas o enfermas, de infracciones penales, de ideología, de vida 
sexual o de afiliación sindical, entre otros; una información que, por su especial naturaleza, resulta acreedora 
de las máximas garantías.

Todos estos datos se suman a los que son tratados por ambas instituciones en el ámbito administrativo 
y de gestión interna, como los de su personal o los requeridos para el mantenimiento de las relaciones 
institucionales.

El régimen regulatorio del derecho a la protección de datos vigente en nuestro país trae causa de lo dis-
puesto por la Directiva 95/46/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa 
a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre 
circulación de estos datos, que fue incorporada al ordenamiento interno a través de la Ley Orgánica 15/1999, 
de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

Sin embargo, a partir del próximo 25 de mayo de 2018 resultará directamente aplicable en el ámbito de la 
Unión Europea el Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, 
relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la 
libre circulación de estos datos, y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (en adelante, RGPD). 

Dicha norma, de obligado cumplimiento para las instituciones parlamentarias, viene a modificar aspectos 
muy sustanciales de la ordenación existente hasta la fecha, disponiendo un modelo regulatorio que exige 
mayor nivel de responsabilidad por parte de las organizaciones, el análisis proactivo de las circunstancias que 
concurran en torno al tratamiento de los datos, la evaluación de los riesgos potenciales, y la determinación 
de toda una suerte de medidas de responsabilidad activa sobre la base de un enfoque de riesgo.

Entre estas medidas de responsabilidad activa que describe el RGPD se inserta la designación, en deter-
minados supuestos, de un delegado o delegada de protección de datos (DPD), que viene a asumir funciones 
de garante del cumplimiento de la normativa de protección de datos en el seno de las propias organizaciones.

En el caso del Parlamento de Andalucía y el Defensor del Pueblo Andaluz, la designación de dicho 
delegado o delegada de protección de datos resulta obligatoria en virtud de lo dispuesto en la letra a) del 
apartado primero del artículo 37 del RGPD. En concreto, dicho precepto obliga a la designación de un dele-
gado o delegada de protección de datos en aquellos supuestos en los que «el tratamiento lo lleve a cabo 
una autoridad u organismo público, excepto los tribunales que actúen en ejercicio de su función judicial».

Por consiguiente, en aplicación del principio constitucional de sometimiento pleno a la ley y al derecho, 
antes del próximo 25 de mayo, las instituciones parlamentarias deberán haber nombrado un delegado o 
delegada de protección de datos, de tal forma que cualquier actuación contraria a lo prescrito por el citado 
RGPD, dispuesta de forma intencionada o negligente, podría traer consigo violaciones de derechos funda-
mentales, la nulidad de actos administrativos que se dicten, que se incurra en responsabilidades graves, 
e incluso que se haya de responder por los daños y perjuicios ocasionados a resultas de operaciones de 
tratamiento de datos que se aparten de lo prescrito por el reglamento europeo.
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En cuanto al sistema de designación del DPD por parte del Parlamento de Andalucía y del Defensor 
del Pueblo Andaluz, el apartado tercero del artículo 37 del RGPD prevé que «cuando el responsable o el 
encargado del tratamiento sea una autoridad u organismo público, se podrá designar un único delegado 
de protección de datos para varias de estas autoridades u organismos, teniendo en cuenta su estructura 
organizativa y tamaño». 

Esta disposición hace factible la designación de un único DPD para dichas instituciones parlamentarias, 
habida cuenta del tamaño que revisten, ya que el artículo 128.1 del Estatuto de Autonomía para Andalucía 
prevé que el Defensor del Pueblo Andaluz es un comisionado del Parlamento de Andalucía designado 
por este para la defensa de los derechos y libertades comprendidos en el título I de la Constitución y en 
el título I del citado estatuto.

Por lo que concierne a la persona que pueda desempeñar dichas funciones de DPD para las citadas 
instituciones, el artículo 37.5 del RGPD establece que «el delegado de protección de datos será designado 
atendiendo a sus cualidades profesionales y, en particular, a sus conocimientos especializados del derecho 
y la práctica en materia de protección de datos y a su capacidad para desempeñar las funciones indicadas 
en el artículo 39», previendo el siguiente apartado 6 del citado artículo 37 del RGPD que «el delegado de 
protección de datos pueda formar parte de la plantilla del responsable o del encargado del tratamiento o 
desempeñar sus funciones en el marco de un contrato de servicios».

En cuanto a la posición jurídica del delegado o delegada de protección de datos, debe especialmente 
destacarse lo dispuesto en el artículo 38.3 del RGPD, según el cual «el responsable y el encargado del trata-
miento garantizarán que el delegado de protección de datos no reciba ninguna instrucción en lo que respecta 
al desempeño de dichas funciones. No será destituido ni sancionado por el responsable o el encargado por 
desempeñar sus funciones. El delegado de protección de datos rendirá cuentas directamente al más alto 
nivel jerárquico del responsable o encargado».

Resulta aconsejable y urgente, en consecuencia, llevar a cabo, antes del próximo 25 de mayo, la designa-
ción de un DPD, que, a la vista de cuanto ha quedado expuesto, debe ser común para las dos instituciones 
señaladas: Parlamento de Andalucía y Defensor del Pueblo Andaluz. Asimismo, para la institucionalización 
de la figura, la Mesa de la Cámara entiende en este momento como más adecuado que el citado puesto 
se dote en un principio, hasta su completo desarrollo y funcionamiento normalizado, en la estructura de 
personal del Defensor del Pueblo Andaluz, dada su condición de comisionado del Parlamento de Andalucía 
designado por este para la defensa de los derechos y libertades comprendidos en el título I de la Consti-
tución y en el título I del Estatuto de Autonomía para Andalucía, y que el derecho a la protección de datos 
tiene la consideración de derecho fundamental. 

La Mesa de la Cámara, atendiendo a los principios constitucionales de mérito y capacidad, entiende que 
la correspondiente designación debe efectuarse por libre concurrencia entre el personal actualmente existente 
de las dos instituciones, así como de cualquier otra Administración pública, que lo solicite, y que la naturaleza 
de la relación jurídica de la persona designada debe, lógicamente, ser la misma que la de todo el personal 
que presta servicio en la institución del Defensor del Pueblo Andaluz; es decir, carácter de personal eventual, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 4.3 del Estatuto de Personal del Defensor del Pueblo Andaluz. No 
obstante ello, la especial posición del DPD, al que se le garantiza legalmente, como se ha indicado ya, que 
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no recibirá ninguna instrucción en lo que respecta al ejercicio de sus funciones, que no será́ destituido ni 
sancionado por su desempeño y que rendirá cuentas solo directamente al más alto nivel jerárquico, aconseja 
dotarlo de cierta estabilidad. De ahí que se considere conveniente que la convocatoria del puesto que se 
cree especifique que su designación se extienda, al menos, por todo el tiempo de duración del mandato del 
Defensor del Pueblo Andaluz, en cuya organización se integra, y que cese cuando lo haga el propio Defensor.

En todo caso, el respeto al régimen de independencia funcional de cada institución afectada requiere de 
un acuerdo específico de sus respectivos órganos de gobierno que apruebe cuanto antecede con carácter 
previo a la dotación y cobertura de la plaza; acuerdo, en fin, que no supone obstáculo a que cada una de 
las instituciones pueda designar, si así lo considera conveniente, un DPD adjunto que lo auxilie o lo sustituya 
en los casos que así se prevea.

Por cuanto antecede, la Mesa del Parlamento de Andalucía, en su reunión de 17 de abril de 2018,

HA ACORDADO

Primero. El delegado o delegada de protección de datos previsto en el Reglamento (UE) 2016/679, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, para garantizar el cumplimiento de la normativa 
de protección de datos en el seno del Parlamento de Andalucía, podrá, si así lo acuerdan las respectivas 
instituciones, realizar sus funciones de modo conjunto con el Defensor del Pueblo Andaluz, tal y como prevé 
el artículo 37 del citado reglamento.

Segundo. El delegado o delegada de protección de datos se integrará en la estructura de personal del 
Defensor del Pueblo Andaluz, y su naturaleza será la misma que la de todo el personal que presta servicio 
en dicha institución; esto es, con carácter de personal eventual, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 4.3 
del Estatuto de Personal del Defensor del Pueblo Andaluz, y de libre designación, conforme a lo establecido 
en el artículo 33 de la Ley 9/1983, de 1 de diciembre, reguladora de la citada institución. A tal efecto, y con 
carácter previo, el Parlamento procederá a la dotación económica de la correspondiente plaza.

Tercero. La designación del delegado o delegada de protección de datos se efectuará por libre concurrencia 
entre el personal actualmente existente de las dos instituciones, así como de cualquier otra Administración 
Pública, que lo solicite, valorándose en los candidatos sus conocimientos especializados del Derecho y la 
práctica en materia de protección de datos conforme a lo establecido en el artículo 37.5 del RGPD.

Cuarto. La convocatoria para la provisión del puesto deberá especificar que la designación que se efectúe lo sea, 
al menos, por todo el tiempo de duración del mandato del Defensor del Pueblo Andaluz, cesando cuando lo haga 
el titular de la Institución y se produzca la toma de posesión del nuevo Defensor o Defensora del Pueblo Andaluz.

Sevilla, 17 de abril de 2018–
El letrado mayor del Parlamento de Andalucía–

Javier Pardo Falcón
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RÉGIMEN INTERIOR

PERSONAL Y ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

10-18/AEA-000122, Acuerdo de la Mesa del Parlamento, de 25 de abril de 2018, por el que se resuelve 
el concurso general de méritos convocado para la provisión del puesto denominado «jefe o jefa del 
negociado de documentación».

Orden de publicación de 30 de abril de 2018

La Mesa del Parlamento de Andalucía aprobó, mediante acuerdo de 14 de febrero de 2018 (publicado en el 
Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía n.º 643, de 21 de febrero de 2018), la convocatoria de concurso general 
de méritos para la provisión del puesto de trabajo denominado «jefe o jefa del negociado de Documentación».

Vista la propuesta de la comisión de valoración del citado concurso, cumplidas las bases de la convoca-
toria, acreditada la observancia del procedimiento y de conformidad con lo establecido en la base quinta de 
dicha convocatoria, la Mesa de la Cámara, en su sesión del 25 de abril de 2018,

HA ACORDADO

Primero. Resolver el presente concurso general de méritos mediante la aprobación de la propuesta de la 
comisión de valoración adjudicando el puesto denominado «jefe o jefa del negociado de Documentación» a 
doña Cristina Iglesias Agudo.

Segundo. La toma de posesión se efectuará en el plazo de tres días hábiles siguientes al del cese en su 
actual destino, el cual deberá efectuarse dentro de los tres días hábiles siguientes al de la publicación de 
este acuerdo en el Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía.

Contra el presente acuerdo, que agota la vía administrativa, cabe interponer recurso de reposición ante 
la Mesa del Parlamento de Andalucía, con carácter potestativo, en el plazo de un mes a contar desde el 
día siguiente al de su publicación, de conformidad con los artículos 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas; o recurso contencioso-
administrativo ante la sala correspondiente de lo contencioso-administrativo del Tribunal Superior de Justicia 
de Andalucía, en el plazo de dos meses desde el día siguiente al de su publicación, de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 25 de abril de 2018–
El letrado mayor del Parlamento de Andalucía–

Javier Pardo Falcón
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